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INTRODUCCIÓN

a) La Subcomisión de Prevención de Discrimina­
ciones y Protección a las Minorías, en su resolución 4 B
(XXIII), de 26 de agosto de 1970, recomendó, por con­
ducto de la Comisión de Derechos Humanos, que se lle­
vase a cabo un examen general y completo de la natura­
leza y magnitud del problema de la discriminación
contra las poblaciones indígenas. Siguiendo esta reco­
mendación, el Consejo Económico y Social, en el
párrafo 7 de su resolución 1589 (L), de 21 de mayo
de 1971, autorizó a la Subcomisión
para que lleve a Cubo un estudio general y completo del problema de la
discriminación contra las poblaciones indígenas y sugiera las medidas
nacionales e internacionales necesarias para eliminar dicha discrimina­
ción, en colaboración con los demás órganos y entidades de las Na·
ciones Unidas y con las organizaciones internacionales competentes.

b) En su resolución 8 (XXIV), de 18 de agosto de
1971, titulada «Estudio general y completo del proble­
ma de la discriminación contra las poblaciones indíge­
nas», la Subcomisión, recordando la resolución del
Consejo, decidió nombrar al Sr. José R. Martínez Cobo
Relator Especial para que llevase a cabo el estudio.

e) En diversos períodos de sesiones, celebrados
entre 1973 y 1980, la Subcomisión examinó informes
sobre la marcha de los trabajos presentados por el Rela­
tor Especial y entre 1981 y 1983 examinó capítulos del
informe final. En 1984, la Subcomisión tuvo ante sí el
informe completo. Siguiendo recomendaciones formu­
ladas por la Subcomisión (resolución 1984/35 A, de 30
de agosto de 1984) y la Comisión (decisión 1985/103, de
11 de marzo de 1985), el Consejo Económico y Social,
en su decisión 1985/137, de 30 de mayo de 1985, expresó
su reconocimiento por el informe preparado por el
Sr. Martínez Cobo y pidió al Secretario General que
publicara el informe completo del Relator Especial en
forma consolidada y le diera amplia difusión entre los
gobiernos, los organismos especializados, las organiza­
ciones intergubernamentales regionales, las organiza­
ciones no gubernamentales y las instituciones
académicas y de investigación, y decidió que las conclu­
siones y recomendaciones del informe se imprimieran,
con una introducción adecuada que prepararía el Secre­
tario General.

d) El informe completo, titulado «Estudio del
problema de la discriminación contra las poblaciones
indígenas»!, contenía los capítulos siguientes (la signa­
tura de los documentos originales figura entre parénte­
sis):

PRIMERA PARTE

Capítulo l.-Medidas tomadas por las Naciones Unidas
(E/CN.4/Sub.2/476/Add.4)

Capítulo 1I.-Medidas tomadas por los Nganismos especializados
(E/CN.4/Sub.2/1982/2/Add.l)

I Reproducido en forma consolidada, en español e inglés solamen­
te, ton la signatura E/CN.4/Sub.2/1986/7 y Add.1 a 3.

Capítulo III.-Medidas tomadas por la Organización de lo~ Estados
Americanos
(E/CN.4/Sub.2/1982/2/Add.2)

Capítulo IV.-Otras medidas internacionales
(E/CN.4/Sub.2/476/Add.5)

SEGUNDA PARTE

Capítulo V.-Definición de las poblaciones indígenas
(E/CN.4/Sub.2/1982/2/Add.6)

Capítulo VI.-Composición de la población
(E/CN.4/Sub.2/476/Add.1)

Capítulo VIl.-Principios básicos
(E/CN.4/Sub.2/476/Add.2)

Capítulo VlIl.-Medidas generales adoptadas para la prohibición,
prevención y eliminación de la discriminación
(E/CN.4/Sub.2/476/Add.3)

Capítulo IX.-Política fundamental
(E/CN.4/Sub.2/1983/21/Add.l)

Capítulo X.-Arreglos administrativos
(E/CN.4/Sub.2/1982/2/Add.4)

Capítulo XI.-Salud, asistencia médica y servicios sociales
(E/CN.4/Sub.2/ 1983/21/Add.5)

Capítulo XII.-Vivienda
(E/CN.4/Sub.2/1982/2/Add.5)

Capítulo XIII.-Educación
(E/CN.4/Sub.2/1983/21/Add.2)

Capítulo XI -Idioma o lengua
(E/CN.4/Sub.2/476/Add.6)

Capítulo XV.-La cultura y las instituciones' culturales, sociales y
legales
(E/CN.4/Sub.2/1983/21/Add.3)

Capítulo XVI.-Ocupación, empleo y formación profesional
(E/CN.4/Sub.2/1982/2/Add.3)

Capítulo XVII.-La tierra
(E/CN.4/Sub.2/1983/21/Add.4)

Capítulo XVII l.-Derechos políticos
(E/CN.4/Sub.2/1983/21/Add.6)

Capítulo XIX.-Derechos y prácticas religiosos
(E/CN.4/Sub.2/1982/2/Add.7)

Capítulo XX.-Igualdad en la administración de justicia y asistencia
jurídica
(E/CN.4/Sub.2/1983/21/Add.7).

e) El capítulo XXI del informe, que se reproduce en
la presente publicación, puede considerarse como un re­
sumen accessible y amplio de las preocupaciones y cues­
tiones planteadas en el informe en su totalidad. Al pre­
parar la parte principal del estudio, el Relator Especial
se esforzó particularmente por responder a la petición
formulada por el Consejo Económico y Social en su re­
solución 1589 (L) en cuanto a las medidas nacionales e
internacionales necesarias para eliminar la discrimina­
ción contra las poblaciones indígenas, según declaró
ante la Subcomisión en su 37. o período de sesiones,
celebrado en 19842

•

j) En esa misma declaración, el Relator Especial ob­
servó que las conclusiones del estudio demostraban cla­
ramente que el clima social en que vivía la gran mayoría

, E/CN.4/Sub.2/1984/SR.27, párr. 56.



de las poblaciones indígenas era propiCIO a los tipos
concretos de discriminación, opresión y explotación en
diversas esferas descritos en el estudio. En muchos paí­
ses, dichas poblaciones ocupaban el escalón inferior de
toda la estratificación socioeconómica. No tenían las
mismas oportunidades de empleo ni igual acceso que los
otros grupos a los servicios públícos y/o a la protección
en las esferas de la salud, las condiciones de vivienda, la
cultura, la relígión y la administración de justicia. No
podían participar significativamente en la vida política.
Durante mucho tiempo, las poblaciones indígenas se
habían resignado a esta situación o, lo que era más la-

2

mentable aún, en muchos casos se habían esforzado por
asimilar la cultura no indígena como única forma para
lograr vivir en mejores condiciones 3

• En sus observa­
ciones finales a la Subcomisión, el Relator Especial
declaró que el informe debía estimarse como un llama­
miento a la comunidad internacional para que prestase
atención a la dolorosa discriminación que se practicaba
contra las poblaciones indígenas, uno de los sectores
más grandes pero más debiles de la población mundial4

•

J ¡bid., párr. 58.
, E/CN.4/Sub.2/1984/SR.32, párr. 48.



Tercera parte

CONCLUSIONES, PROPUESTAS Y RECOMENDACIONES

Capítulo XXI

CONCLUSIONES

A.-Las Naciones Unidas

l. En la parte pertinente del presente estudio se ha
indicado que los textos fundamentales de las Naciones
Unidas no contienen mención explícita y específica de
las poblaciones indígenas. Se han citado, sin embargo,
las diversas disposiciones de la Carta que se refieren
a los derechos humanos y a la promoción del progreso
social de todos, en cuyo contexto se ha desarrollado la
acción pertinente de la Organización;.

2. En el cuerpo del estudio también se ha asentado
que, en su labor sobre diversas materias relacionadas
con los derechos humanos y las libertades fundamenta­
les en general, las Naciones Unidas se han ocupado de
algunos de los aspectos pertinentes de esos derechos y li­
bertades que afectan a las poblaciones indígenas como
seres humanos. Esto ha acontecido en la elaboración,
adopción y aplicación de textos de convenciones, conve­
nios y recomendaciones sobre variadas materias6

, yasi­
mismo en la actuación e iniciativas de comités y comi­
siones especiales que se han ocupado de materias como
la esclavitud, la servidumbre7 y el trabajo forzosos. Se
ha hecho referencia a la labor e iniciativas de Relatores
Especiales de la Comisión de Derechos Humanos y la
Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Pro­
tección a las Minorías9

•

3. Se ha prestado atención a los problemas de las
poblaciones indígenas dentro del marco del estudio
amplio de los problemas de derechos humanos en diver­
sos comités y grupos de trabajo, tales como el Grupo de
Trabajo encargado de investigar la situación de los de­
rechos humanos en Chile (y el Relator Especial que con­
tinuó esos trabajos)'O; el Grupo de Trabajo sobre la
Esclavitud 11, el Comité de Derechos Humanos en proce­
dimientos de aplicación del Pacto Internacional de De­
rechos Civiles y Políticosl 2 y el Comité para la Elimina­
ción de la Discriminación Racial ll

•

l Capitulo 1, párrs. 1 a 13.
, Ibid., párrs. 14 a 28.
1 Ibid., párrs. 30 a 35.
, Ibid., párrs. 36 a 42.
9 Ibid., párrs. 43 aSO.
10 Ibid.• párrs. 51 a 53.
11 Ibid., párrs. 54 a 62.
12 Ibid., párrs. 64 a 69, y E/CNA/Sub.211983/21, párr. 11.
Il Capítulo 1, párrs. 70 a 74.

3

4. Cabe mencionar también que las dos Conferen­
cias Mundiales para Combatir el Racismo y la Discrimi­
nación Racial (Ginebra, 14 a 25 de agosto de 1978 y 1. o a
12 de agosto de 1983, respectivamente) se han ocupado
de ciertos aspectos de la discriminación contra esas
poblaciones y los han incluido en sus programas de ac­
ción (al menos así sucedió con la primera de esas confe­
rencias). Dentro del marco del Decenio de la lucha
contra el racismo y la discriminación racial se celebra­
ron dos seminarios, uno en 1979 en Ginebra 14 y otro en
1981 en Managua 's . Acerca del segundo de éstos, sus
conclusiones l6 se deben analizar más detenidamente.

5. En materia de medidas específicamente relativas
a las poblaciones indígenas de los países independientes
que son Estados Miembros de la Organización, se
comprueba la existencia de una iniciativa presentada
por la delegación de Bolivia a la Asamblea General en su
tercer período de sesiones 17.

6. Aunque esa iniciativa se orientaba a la creación
de una subcomisión para estudiar los problemas sociales
ele las poblaciones indígenas, pronto se vio convertida
en una propuesta de que se realizara un estudio de la si­
tuación de la poblaciones indígenas y resultó finalmente
en una resolución de asistencia y de estudio que no se
tradujo en medidas prácticas, sino en relación con la
erradicación de la masticación de la coca en Bolivia y en
el Perú ls .

7. Se tuvo que esperar hasta 1971, cuando se incluyó
un capítulo acerca de «Medidas adoptadas en relación
con la protección a los pueblos indígenas» en un estudio
sobre La discriminación racial preparado para la Subco­
misión, en el que se recomienda hacer un estudio más
amplio de esta materia 19. Esto llevó al Consejo Econó­
mico y Social a autorizar en su resolución 1589 (L) la
realización del presente estudio general y completo
sobre el problema de la discriminación contra las pobla­
ciones indígenas en relación con el cual se encuentra hoy

.. Ibid., párrs. 80 a 82, y anexo, secc. B.
Il E/CNA/Sub.211982I2, párr. 8.
"ST/HR/SER.A/ll, cap. IV.
11 Capitulo 1, párrs. 11 a 13.
11 Ibid.• párrs. 83 y ss.
19 Publicación de las Naciones Unidas, N.' de venta: S.7I.XIV.2,

párr. 1102.



ante la Subcomisión un informe final contenido en 24
documentos presentados entre 1981 y 19842°.

8. Entre las medidas generadas directa o indirecta­
mente por el presente estudio ha de mencionarse en for­
ma muy especial la creación del Grupo de Trabajo sobre
Poblaciones Indígenas en virtud de la resolución
1982Í34 del Consejo Económico y Social, de 7 de mayo
de 1982. En esa resolución el Consejo autorizó la crea­
ción de un grupo de trabajo constituido por cinco
miembros de la Subcomisión que se ha de reunir cada
año hasta por cinco días laborables inmediatamente an­
tes del período de sesiones de la Subcomisión para exa­
minar los acontecimientos relativos a la promoción y
protección de los derechos humanos y las libertades fun­
damentales de las poblaciones indígenas y dedicar aten­
ción especial a la evolución de normas relativas a los de­
IeC~QS de esas Iloblaciones.

9. En 1982 el Grupo de Trabajo celebró con mucho
éxÚo su ¡prImer peÍ'Íooo de sesíones (9 a 13 de agosto)21
y en 1983 su segundo período de sesiones (8 a 12 de
agosto)22.

10. La creación de ese grupo de trabajo viene así a
cerrar el círculo de acción que se iniciara 34 años antes
en virtud de la iniciativa boliviana en 1948 a la que se ha
hecho referencia (supra, párr. 5) relativa a la creación de
una subcomisión que se ocupara de los problemas de las
poblaciones indígenas. Se cuenta hoy, entonces, con un
mecanismo especializado que dedicará atención exclusi­
va a esos problemas anualmente y en la forma dispuesta
en la resolución 1982/34 del Consejo.

B.-Los organismos especializados

11. La OIT ha tomado medidas en relación con las
poblaciones indígenas desde hace muchos años23 . Entre
éstas cabe destacar muy particularmente el período 1953
a 1957, que culminó con la adopción de dos textos bási­
cos, el Convenio 107 sobre poblaciones indígenas y tri­
buales, 1957, y la Recomendación 104 del mismo
nombre24 • En estos últimos años el Convenio 107 ha si­
do cada vez más blanco de crítica, tanto por parte de las
poblaciones indígenas como de otras personas que se
ocupan de estas materias. Por esas razones se orienta
ahora esa organización a la revisión de esos textos en la
medida en que esto sea posible. Esta orientación parece
acertada.

12. La UNESCO ha realizado un importante traba­
jo en sus áreas de atribución que tienen incidencia en el
esclarecimiento y la afirmación de los derechos de las
poblaciones indígenas y ha celebrado recientemente
muy importantes reuniones internacionales de expertos
en materia de etnocidio y etnodesarrollo, que merecen el
más decidido encomio y apoyo2S.

2. E/CN.4/Sub.2/476 y Add.1 a 6, E/CN.4/Sub.211982/2 y Add.1
a 7 y E/CN.4/Sub.211983/21 y Add.l a 8.

21 E/CN.4/Sub.211983/33.
2l E/CN.4/Sub.211983122.
23 Véase cap(tulo /l, párrs. 31 a 134, y anexo 1.

" [bid., párrs. 64 a 99, y anexos 11 y III.
" [bid., párrs. 135 a 193, y anexos IV a VI. El anexo VI contiene el

texto de la Declaración de San José, de l J de diciembre de 198J.

4

13. La FAO yel PMA han colaborado con la OIT
en la ejecución del Convenio 107 y han emprendido la
labor reseñada en el capItulo Ip6.

14. La OMS ha colaborado con la OIT en la ejecu­
ción del Convenio 107 y ha emprendido la labor
reseñada en el capftulo Ir.

C.-La Organización de 'los Estados Americanos

15. El capftulo [JI contiene algunos datos sobre las
medidas tomadas por la OEA, organización interguber­
namental de carácter regional en cuya área de jurisdic­
ción, yen casi todos los países que la constituyen, viven
poblaciones indígenas. Ese capítulo contiene los escasos
datos que estuvieron al alcance del Relator Especial a
ese respecto para los efectos de la preparación del pre­
sente estudio.

16. En el capítulo XXII in/ra se incluyen algunas
consideraciones acerca de la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos y del Instituto Indigenista Intera­
mericano en relación con las actividades de las Naciones
Unidas en materia de poblaciones indígenas.

D.-Las organizaciones no gubernamentales

17. En el capItulo IV y en el capItulo X (párrs. 95
a 130) se recoge información acerca del surgimiento de
las organizaciones no gubernamentales constituidas por
indígenas y de las conferencias internacionales de éstas y
las de organizaciones no gubernamentales no indígenas
pero interesadas en la suerte de las poblaciones indíge­
nas. El capt'tulo IV también incluye información sobre
las conferencias internacionales organizadas en 1977
y 1981 por el Comité de Derechos Humanos de las orga­
nizaciones no gubernamentales y el Subcomité sobre
Racismo y Discriminación Racial, Apartheid y Descolo­
nización a las que contribuyeron y asistieron numerosas
organizaciones indígenas y no indígenas. Se señala la
importantísima labor no gubernamental en materia de
derechos y libertades de las poblaciones indígenas del
mundo.

18. Habrá de leerse el capt'tulo 1 junto con las reso­
luciones y decisiones de la Tercera Asamblea General
del Consejo Mundial de Pueblos Indígenas y de la Con­
ferencia Internacional de las Organizaciones no Guber­
namentales sobre los Pueblos Indígenas y la Tierra, a
que se refiere el capítulo IV, sección A, subsección 5,
apartados d y e, respectivamente.

E.-Países inciuidos en el estudio

19. El Relator Especial sabe muy bien que la lista de
37 países en que se basa el presente estudio dista mucho
de ser exhaustiva. No han sido incluidos en el estudio
muchos países en los que actualmente viven poblaciones
indígenas. Ello no obedeció a ningún tipo de selección

" [bid., párrs. 2 a 30.
27 [bid., párrs. 194 a 197.



arbitraria, sino a la &ccesibilidad o Inaccesibilidad de in­
formaciÓn apropiada para la preparación de los mate­
riales básicos necesarios para dar al estudio una base só­
lida. Todas las peticiones de información se enviaron a
todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y la
lista de países incluidos fue resultado solamente de la
disponibilidad de información adecuada para la prepa­
ración de los materiales básicos. A este respecto, es de
señalar especialmente la ausencia de Íos países afri­
canos.

20. El Relator Especial siempre ha considerado que
ciertos grupos de población de países o regiones africa­
nos deberían ser consideradc5 como indígenas en dichos
países o regiones. Sin embargo, fue imposible incluirlos
en el presente estudio por falta de suficiente informa­
ción sobre las poblaciones que podrían ser consideradas
como indígenas en los países pertinentes. Ello resultó
inevitable, en particular, porque los datos enviados al
Relator Especial en respuesta a las solicitudes de infor­
mación para el estudio o negaban la existencia de dichas
poblaciones, o afirmaban que todos los grupos de esos
países eran indígenas, o ambas cosas. Se sugiere por ello
que podría iniciarse un estudio análogo relativo a los
países africanos, quizá con una definición del trabajo li­
geramente modificada. En todo caso, el estudio debería
ser concebido como un ejercicio simple y perfeccionado
que quizá podría prepararse a partir de materiales de
apoyo que no correspondieran a la idea de «monogra­
fías por países» sino a otro tipo de resumen de informa­
ción rigurosamente verificado sobre esos países a fin de
poder preparar y concluir el estudio en un corto pe­
ríodo. Quizá el estudio o informe pudiera concentrarse
en cuestiones importantes de interés que se determina­
rían a partir de los materiales adecuados.

F.-Definición

21. El capítulo V contiene datos acerca de la va­
riedad de criterios y formulaciones para la definición de
las poblaciones indígenas que se encuentran en uso en
los diversos países estudiados. Se comprueba que tanto
en definiciones contenidas en textos legales como en las
que se proponen por otros medios se ha dado mucha im­
portancia a los elementos objetivos (ancestro, cultura,
lengua, etc.). Se comprueba, además, que los elementos
subjetivos (autoidentificación y aceptación) se están
afianzando cada vez más como criterios definitorios im­
portantes. Ha de plantearse el interrogante de si hay cri­
terios objetivos y subjetivos puros, sobre todo en las
formulaciones que con esa base se proponen a diversos
niveles. Cabe en todo caso plantearse la necesidad de
consultar a las poblaciones indígenas mismas sobre los
criterios que para ellas son válidos, ya que es un derecho
de las mismas determinar quiénes pertenecen a esas
poblaciones y quiénes no.

22. Toca ahora en relación con el estudio proponer
criterios y formulaciones que pudieran aceptarse como
elementos válidos de una posible definición de las
poblaciones indígenas para efectos internacionales. A
eso se dedicará una parte de las propuestas y recomen­
daciones que se formulan en relación con el presente
estudio.
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G.-Composición de la población

23. La dificultad que existe para realizar cálculos y
estimaciones exactos en relación con las poblaciones
indígenas no debe ser óbice para la realización cada vez
más perfecta de esos ejercicios. Para ello deberán utili­
zarse en la medida de lo posible los criterios taxonómi­
cos aceptados por las poblaciones indígenas mismas, ya
que de otra manera se corre el riesgo de no obtener sino
aproximaciones imperfectas.

H.-Principios básicos y eliminación
de la discriminación

Disposiciones básicas

24. Resulta evidente que la acción estatal podrá en
teoría dirigirse mejor en forma sistemática y coherente a
través de cauces jurídicos claros y coordinados dentro
de un cuerpo legal específico. Una acción estatal efecti­
o:a y ordenada puede producirse, empero, con o sin este
régimen jurídico especial y, contrariamente, la ausencia
de tal acción no radica necesariamente en la inexistencia
de aquel régimen.

25. Se comprueba la existencia de situaciones de de­
sarrollo jurídico disperso o. de desarrollo jurídico con­
centrado.

26. En efecto, en algunos países se ha emitido un
cuerpo sistemático de disposiciones legales (leyes, regla­
mentos, decisiones administrativas y ejecutivas y fallos
judiciales) que constituyen un régimen jurídico aplicable
a las poblaciones indígenas del país. En otros países
existen sólo disposiciones aisladas que tratan de aspec­
tos concretos que quedan como disposiciones CId hoc,
sin vincularse unas con otras a menos que se trate de
modificaciones a las mismas. En ninguna parte parecen
existir esos sistemas en formas «puras». Así, mientras
en unos países se pasó de un régimen de disposiciones
aisladas a un cuerpo de leyes sistemático, en otros hubo
alguna vez Un régimen jurídico amplio y completo que
ha desaparecido con el correr del tiempo para llegar a
una situación en que sólo subsisten ciertas medidas y
disposiciones en materias determinadas.

Disposiciones constitucionales

27. La información relativa a algunos países
muestra que no existen disposiciones concernientes a las
poblaciones indígenas en las constituciones correspon­
dientes. Algunos gobiernos han dado información
concreta en este sentido. En cambio, varios otros países
parecen haber considerado tan fundamentales las cues­
tiones relativas a la población indígena que han incluido
en sus constituciones disposiciones al respecto. Mientras
algunos de estos textos constitucionales contienen algu­
nas disposiciones muy sucintas y abstractas, otros con­
tienen disposiciones que prevén en forma más explícita
la necesidad de tomar medidas especiales en favor de las
poblaciones indígenas, aunque con marcadas diferen­
cias entre ellos en el enfoque y el alcance de las disposi­
ciones pertinentes. (Véase cap{tulo VII, párrs. 60 a 89.)

Condición jurídica fundamental

28. Entre.los países acerca de los cuales se dispuso
de información susceptible de análisis con respecto a la



condición jurídica fundamental hay dos grandes gru­
pos. Algunos países han creado una condición jurídica
especial que busca proteger a los indígenas y eximirlos
de algunas obligaciones, pero al mismo tiempo limita su
ejercicio de ciertos derechos hasta que alcancen el nivel
de desarrollo que se estima necesario y que según ese cri­
terio les permitiría colocarse en pie de igualdad con el
resto de la población. Otros países han reconocido a los
indígenas todos los derechos y obligaciones de los ciuda­
danos. Algunos, además, les han facultado a disfrutar
de determinadas disposiciones especiales concebidas en
favor suyo y que se consideran necesarias por estar colo­
cados en una posición más débil en la sociedad y
mientras continúen sufriendo de las circunstancias que
configuran esa posición.

29. Esta situación no es totalmente clara en la deter­
minación de si existe efectivamente o no um:, condición
jurídica especial para las poblaciones indígenas. Se en­
cuentra información que podría interpretarse en ambos
sentidos y por ello el Relator Especial tuvo que hacer
una clasificación ad hoc teniendo, alguna vez, que
incluir datos acerca de un mismo país en los dos grupos
así establecidos.

30. En los casos extremos la condición jurídica espe­
cial se asemeja a una capitis diminutio definida en cuan­
to que los indígenas no gozan de todos los derechos ni
tienen todas las obligaciones de los otros nacionales del
país, y esto va claramente más allá de meras restric­
ciones a la alienación de tierra indígena, que afecta a su
capacidad jurídica en muchos aspectos, mientras no ha­
yan alcanzado un grado determinado de integración en
la comunidad nacional.

Medidas generales para la eliminación de la discrimi­
nación

31. Tradicionalmente, las constituciones y leyes
fundamentales contienen en todas partes el reconoci­
miento de la igualdad ante la ley. A ésta se agrega muy
seguido el derecho a la igual protección de las leyes, co­
mo natural complemento. En las constituciones de va­
rios países se combinan estas disposiciones con declara­
ciones que proscriben la discriminación por los motivos
que en ellas se especifican. A veces también con otras
que proclaman la igualdad de oportunidad para todos.
Estos principios se desarrollan luego en disposiciones in­
sertas en diversos textos legales y reglamentarios. En
unos cuantos países se han dado leyes especiales orienta­
das en particular a lograr la ausencia de esas discrimina­
ciones y especialmente la discriminación racial.

32. Para el efectivo cumplimiento en la práctica de
estos preceptos existe en varios países un funcionario
llamado ombudsman, encargado de recibir y solventar
reclamaciones por actos que se califican de discrimina­
torios. En otros también hay comisiones o consejos para
la defensa de los derechos humanos, conciliadores de re­
laciones entre grupos y comisionados para las relaciones
de la comunidad.

33. Se han insertado asimismo en las leyes funda­
mentales o de otro rango disposiciones que garantizan a
todos el acceso en condiciones de igualdad a los lugares
y servicios dedicados al público.

34. En general, se interpreta que este derecho queda
garantizado por las disposiciones generales acerca de la
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no discriminación y la igualdad ante la ley y la igual pro­
tección de las leyes y así lo declaran en su información
varios gobiernos. Los problemas se han presentado pri­
mordialmente en el acceso a lugares de alojamiento, me­
dios de transporte, establf~cimientos industriales o co­
merciales, establecimientos e instituciones de enseñanza
pública, y en varios países, consecuentemente, se han
adoptado las medidas que se estiman necesaria" para eli­
minar la discriminación que se ha producido en esas
esferas.

35. Se han introducido también, en las leyes funda­
mentales y otros preceptos, disposiciones encaminadas a
eliminar los obstáculos que existen o podrían establecer­
se y a fomentar la armonía entre los distintos grupos que
coexisten en los países.

36. Esto se manifiesta primordialmente en varios as­
pectos de la enseñanza pública y en la lucha contra las
agrupaciones y la propaganda basadas en ideas de supe­
rioridad de una raza o grupo sobre los demás.

37. En muchos Estados se han tipificado como deli­
to los actos concretos de discriminación o instigación a
la discriminación en formas específicas, castigándolos
con multa, o encarcelamiento, o ambas penas, y con pe­
nas mucho mayores cuando se trata de actos de extermi­
nación o de instigación a la exterminación de grupos.
Esto último se manifiesta particularmente en relación
con el genocidio al incorporarse a las legislaciones na­
cionales disposiciones concretas que tipifican esas ac­
ciones a la luz de la Convención para la Prevención y la
Sanción del Delito de Genocido.

38. En otros Estados que han ratificado ciertos ins­
trumentos internacionales en que figuran disposiciones
que prohIben la discriminación, o que en ciertos aspec­
tos están dedicadas por completo a ese fin, se han pro­
mulgado sistemáticamente leyes para prohibir y elimi­
nar la discriminación, al tiempo que se han revocado
disposiciones o artículos de leyes vigentes por conside­
rarlos discriminatorios.

39. A este respecto cabe destacar en particular lo re­
lativo al genocidio y a la discriminación racial. En el
caprtulo VIII, secc. G, se ha dado una visión de conjun­
to de la ratificación de algunos textos básicos como el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el
Protocolo Facultativo, el Pacto Internacional de De­
rechos Económicos, Sociales y Culturales y la Conven­
ción Internacional sobre la Eliminación de todas las
Formas de Discriminación Racial y la Convención para
la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio,
aprobados bajo los auspicios de las Naciones Unidas; el
Convenio 107 sobre poblaciones indígenas y tribuales,
de la OIT (1957); la Convención relativa a la lucha
contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza,
de la UNESCO (1960); la Convención Americana sobre
Derechos Humanos y la Convención Internacional
sobre los congresos indigenistas interamericanos y el
Instituto Indigenista Interamericano, de la OEA (1940).

l.-Política fundamental

40. Se hace evidente que en esta materia hay una di­
versidad acentuada de criterios. En los aspectos teóricos
de esta cuestión se presentan muchos enfoques. Existen



complejos y delicados aspectos socioculturales. Surgen
complicados y difíciles problemas sociojurídicos. Las
posibilidades teóricas que se presentan incluyen al me­
nos políticas de segregación, asimilación, integración,
fusión, pluralismo, autosuficiencia, autogestión y etno­
desarrollo.

41. En el capl1ulo IX se ha hecho una somera expo­
sición de esos criterios y aspectos acerca de los cuales ca­
be subrayar la importancia de que las políticas de plura­
lismo, autosuficiencia, autogestión y etnodesarrollo
parecen ser las que proporcionan más cabalmente las
oportunidades y formas de participación directa de las
poblaciones indígenas en la formulación y cumplimien­
to de las políticas que hayan sido adoptadas oficialmen­
te por el Estado.

42. El desarrollo histórico de los procesos de formu­
lación y evolución de estas políticas muestra el paso de
la dominación y la imposición lisa y llana que acompañó
a la conquista y colonización iniciales y que tomó for­
mas de dominación menos burdas al estabilizarse la su­
jeción colonial, para evolucionar luego hacia el «indige­
nismo», o sea políticas desarrolladas sin participación
de las poblaciones indígenas, y llegar más tarde al «in­
dianismo» como toma de control de esos procesos
por los indígenas mismos y a políticas de pluralismo,
autosuficiencia y autogestión indígenas y de etnodesa­
rrollo.

43. Lo relativo a los órganos y procedimientos a
través de los cuales se aplica en la práctica la política ofi­
cial adoptada hacia las poblaciones indígenas presenta
una enorme variedad de país a país e incluso de región a
región dentro de un mismo país, haciéndose a veces
esencialmente casuística. Esto puede basarse en muchos
factores y deberse a muchas razones que se explican de
diversas maneras.

44. La descripción de la política seguida efectiva­
mente en los hechos difiere grandemente si se toman los
conceptos que de ella tienen los gobiernos y las pobla­
ciones indígenas del caso y otras fuentes no guber­
namentales pertinentes. Estas últimas, junto con los
indígenas mismos, insisten en que no se aplica en la
práctica en medida adecuada ninguna de las formas de
autonomía y libre determinación requeridas por las
poblaciones indígenas como indispensables para su ade­
cuado desarrollo y que, a menudo, los gobiernos dicen
aplicar y respetar.

45. Es necesario adoptar medidas de control, exa­
mcn y revisión periódica de las políticas oficialmente
adoptadas a fin de que éstas siempre se ajusten a las
cambiantes circunstancias que presentan las sociedades
contcmporáneas. Lo mismo ha de hacerse con la acción
cmprendida por organizaciones no gubernamentales de
cualquier tipo que sean. En todo esto ha de tenerse pre­
sente que son los intereses genuinos de las poblaciones
indígenas, tal como los caractericen ellas mismas, los
que han de guiar todo cambio o ajuste que se haga en
esas políticas y medidas dando siempre la más amplia y
plena participación en estos procesos a las poblaciones
afectadas.
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J.-Arreglos administrativos

46. En algunos países, la especial importancia de las
poblaciones indígenas ha sido reconocida mediante la
creación de un ministerio u organismo ministerial para
planificar y coordinar la política y los programas relati­
vos a dichos grupos.

47. Muchos gobiernos han creado en las esferas ad­
ministrativas o gubernamentales pertinentes oficinas u
órganos para asegurar que la formulación y aplicación
de la política para las poblaciones indígenas reciba la
atención y consideración adecuadas.

48. Cierto número de países han establecido orga­
nismos a nivel subministerial para coordinar los esfuer­
zos de las diversas entidades gubernamentales y priva­
das relaciunadas con la política ante las poblaciones
indígenas.

49. Hay otros que han establecido órganos asesores
o consultivos para asistir en la formulación y aplicación
de políticas.

50. En algunos sistemas parlamentarios se han
creado comités o subcomités legislativos para asegurar
que las cuestiones que afectan a las poblaciones indí­
genas sean examinadas y decididas seriamente.

51. La selección y el mandato del personal que sirve
en los organismos administrativos relacionados con la
población indígena suelen estar sometidos a los regla­
mentos generales aplicables a los funcionarios públicos.
Sin embargo, algunos gobiernos han demostrado tener
más sensibilidad que otros al contratar personal espe­
cialmente calificado, inclusive miembros de los grupos
indigenas, en la convicción de que esas medidas son
esenciales para el éxito de los esfuerzos administrativos.
Cuando por algún motivo no se dispone de personal
especialmente calificado, se han creado programas de
capacitación en el servicio a fin de compensar la defi­
ciencia.

52. En la mayor parte de los casos, la principal
fuente de fondos está constituida por las asignaciones
con cargo al presupuesto general, considerándose a me­
nudo las fuentes de otro tipo poco fiables y de carácter
suplementario. Sin embargo, en casos seleccionados, al­
gunos proyectos o actividades emprendidos por organis­
mos administrativos se han convertido en fuentes de
cierta importancia para financiar las operaciones gene­
rales de dichas entidades.

53. Algunos gobiernos han promovido la creación
de organizaciones no gubernamentales y han alentado
su participación en el proceso de adopción de deci­
siones.

K.-Areas especiales de acción

l. SALUD

54. Como otros sectores de la población, las pobla­
ciones indígenas tienen necesidades de salud especiales
que son reflejo de su medio ambiente físico y sociocul­
tural.

55. En la mayoría de los países, el acceso a las insti­
tuciones y los servicios de salud no es igual para las



poblaciones indígenas en cuanto forman parte de una
población rural; dichos servicios e instituciones no se
adaptan a las condiciones que prevalecen en las zonas
donde viven y no tienen en cuenta sus especiales necesi­
dades de salud.

56. Los servicios y las instituciones de salud están en
gran parte concentrados en las áreas urbanas, con la
consecuencia de que -particularmente en los países en
desarrollo- las áreas rurales, que es donde viven los
pueblos indígenas, están menos dotadas de estos servi­
cios e instituciones. Han de tomarse medidas para corre­
gir este desequilibrio lo más rápida y eficazmente po­
sible, ya que estas circunstancias tienen un impacto muy
severo sobre la salud de las comunidades indígenas.

57. Las tasas de morbilidad y de mortalidad son
mucho más altas entre las poblaciones indígenas, en
comparación con las de las otras poblaciones que viven
en las mismas áreas. Han de desarrollarse medidas ade­
cuadas y efectivas para disminuir esas tasas de morbili­
dad y de mortalidad, y las infantiles en particular, por lo
menos a los niveles que prevalecen en los diversos países
para otros grupos de población.

58. Se encuentran algunos ejemplos de discrimina­
ción de jure en sectores relacionados con la salud y los
servicios sociales, tales como restricciones con respecto
a la venta o al consumo de alcoholo la posibilidad de re­
cibir asistencia gubernamental.

59. Las prácticas médicas y las medicinas indígenas
no han sido estudiadas suficientemente, y en el pasado
han sido repudiadas y excluidas de los esfuerzos estata­
les para promover servicios básicos de salud.

60. Aunque la dieta nutricional indígena con fre­
cuencia era adecuada y equilibrada cuando se estableció
el primer contacto con los antepasados de los sectores
que predominan actualmente en la sociedad, la si­
tuación es hoy muy distinta y también lo ha sido en el
pasado reciente. En la actualidad, la dieta indígena es
más deficiente que la de otros sectores de la sociedad y
deja mucho que desear, tanto cualitativa como cuantita­
tivamente.

2. VIVIENDA

La situación actual de la vivienda

61. La insatisfactoria situación que existe actual­
mente en el mundo en lo que se refiere a la vivienda ha
sido descrita en el capflulo XII.

62. En casi todas partes hay escasez de vivienda.
Plantean problemas aún más graves el hacinamiento y la
insuficiencia de servicios básicos (agua corriente, electri­
cidad y retretes, recogida de basuras).

63. En general, aunque la calidad de la vivienda
rural es todavía muy baja en casi todas partes, la de la
vivienda indígena rural es generalmente de tipo incluso
inferior al de la vivienda rural ocupada por el sector
más pobre del grupo dominante.

64. Debe recordarse que la mayoría de las personas
y familias indígenas se encuentran en zonas rurales y en
las barriadas pobres de los centros urbanos.

65. La gran mayoría de los problemas que afectan a
la vivienda del indígena rural radican en el escaso poder
económico del indígena dentro de la economía de mer-
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cado que le rodea, en su situación de opresión socio­
cultural y en la carencia de poder político y social para
imponer los cambios que puede estimar necesarios en su
vivienda.

66. Aunque las poblaciones indígenas tienen algu­
nos problemas especiales de vivienda que emergen de la
forma de vida, las tradiciones y las ocupaciones econó­
micas prevalecientes en esas poblaciones, otros proble­
mas con que se enfrentan pueden atribuirse al abando­
no, la falta de las medidas necesarias o la discriminación
por parte de las autoridades públicas o de personas o
grupos no indígenas.

67. La situación es muy similar de un país en de­
sarrollo a otro y de un país industrializado a otro.

68. En general también hay notables similitudes en
las viviendas situadas fuera de las áreas indígenas en to­
dos los países, en el sentido de que la vivienda indígena
constituye en todas partes la vivienda de más bajo nivel
y que está en peores condiciones, produciéndose en ella,
además, un alto índice de hacinamiento.

69. La vivienda en las áreas indígenas se encuentra
en condición general de igualdad, sin fenómenos de
discriminación aunque su calidad deje bastante que de­
sear. Todo esto aún acontece hoy, pese a programas de
mejoramiento y construcción emprendidos en muchos
países a este respecto. Vivienda inadecuada, general­
mente en mal estado y hacinamiento en las unidades
existentes hacen que el cuadro de la vivienda indígena se
presente como problema doble, cuantitativo y cualitati­
vo a la vez, en todos los países. Claro está que hay ca­
racterísticas que se acentúan o bien se perfilan como me­
nos importantes, de país a país y aun en regiones diver­
sas del mismo país.

70. Hay que diferenciar entre, por un lado, la vi­
vienda en los centros urbanos, grandes y pequeños, así
como en tierras de las empresas de explotación agrícola
no indígenas que están libradas a toda la gama de actitu­
des y prácticas discriminatorias que imperan en esos me­
dios y, por el otro, la vivienda situada en las comunida­
des rurales de diverso tipo, sea dentro o fuera de las
áreas ocupadas por las comunidades indígenas, que
adolecen de otros problemas que se desprenden en lo
principal de factores socioeconómicos de la situación de
esos núcleos de población.

Planes y programas de vivienda

71. Los programas y planes de vivienda aplicados en
los países que cubre el presente estudio no han tenido
pleno éxito en ninguna parte y siempre se han visto
frustrados en mayor o menor grado.

n. En los países en desarrollo, como se ha visto
(capflulo XII, párrs. 68 a 84), ha habido una demanda
excesivamente acentuada de viv:p.nda debido en gran
parte al crecimiento de la pobla.., \ y a la emigración
del campo a los centros urbanos, demanda que sobrepa­
sa las capacidades normales de esos países. Además, se
han dedicado fondos insignificantes a los intentos de so­
lución de los problemas de vivienda. Como resultado, se
ha agravado la situación en materia de vivienda.

73. Los países industrial y económicamente de­
sarrollados han hecho esfuerzos orientados a solucionar
sus problemas de vivienda, pero no lo han hecho al rit-



mo necesario y no han tomado en cuenta, en la debida
medida, la peculiar situación y las crecientes necesidades
de las poblaciones indígenas. Como consecuencia, ha
aumentado la insuficiencia de unidades disponibles y se
ha acentuado el hacinamiento en las viviendas existentes
(ibid., párrs. 85 a 92).

74. Hay fundamentalmente los enfoques básicos al
respecto. O se incluyen las medidas relativas a la vivien­
da indígena en forma indiferenciada entre los planes y
programas generales en esa materia, sea dentro de los
planes y programas comunes, sea dentro de los
diseñados en particular para las áreas rurales, pero sin
darles características especiales (ibid., párrs. 130 a 147);
o bien se formulan y aplican programas y planes espe­
ciales para la vivienda indígena, teniendo en cuenta las
diferentes necesidades, las especiales tradiciones al res­
pecto y las radicales dificultades de los indígenas para fi­
nanciar en la forma usual la parte de los gastos de cons­
trucción que les toque cubrir dentro de los arreglos
hechos al respecto (ibid., párrs. 148 a 176).

Planes generales de vivienda: lo mismo para todos

75. Algunas de las informaciones se refieren mera­
mente a disposiciones jurídicas generales para obtener
préstamos, hipotecas o créditos para la construcción o
la compra de viviendas, sin referencia alguna, ni si­
quiera implícita, a las poblaciones indígenas y a la po,
siblidad de aplicar esas disposiciones en las circunstan­
cias especiales de esas poblaciones.

76. Otra información se refiere a la vivienda rural,
aunque sin más detal1es, mientras que en otros casos se
afirma explícitamente que las medidas adoptadas se
aplican lo mismo a las poblaciones indígenas que a las
no indígenas (capítulo XII, párrs. 131 a 147).

Planes especiales de vivienda para las poblaciones
indlgenas

77. Se ha promulgado legislación especial y se han
formulado políticas para desarrollar programas y planes
a fin de conceder a la población indígena terrenos y asis­
tencia para la construcción de viviendas. En los progra­
mas y planes elaborados para aplicarlas no se han tenido
en cuenta las necesidades reales de esas poblaciones ni
tampoco importantes aspectos económicos y sociocultu­
rales. En algunos casos se han construido viviendas pero
nadie las habita.

78. Los préstamos para la vivienda han procedido
de prestamistas y otras fuentes que aplican tasas de
interés elevadas y exigen que el terreno y la vivienda es­
tén hipotecados para garantizar los préstamos en cir­
cunstancias que hacen que los prestatarios indígenas du­
den y finalmente decidan no asumir dichos riesgos. En
algunos programas rurales, las comunidades indígenas
no están muy dispuestas a firmar los acuerdos propues­
tos porque temen que, en caso de que no se cumplan los
pagos, se llegue a la enajenación de tierras indígenas
(cap(tulo XII, párrs 148 a 176).

79. A fin de determinar los elementos útiles que pu­
dieran aplicarse en otros lugares con las debidas adapta­
ciones, deberían examinarse las experiencias especiales,
tales como las de las Brigadas de Trabajo de Pasokan
Penbena y Orang Asli en Malasia (ibid., párr. 158) o
la política de «diseminación» de casas maoríes en
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pequeños grupos en todas las comunidades urbanas, el
alquiler de casas por el Estado y la ayuda para establecer
maraes en zonas distintas, junto con la construcción de
apartamentos para las personas de edad maoríes cerca
de los maraes establecidos en Nueva Zelandia (ibid.
párrs. 163 a 165) y los proyectos y planes de vivienda en
Australia, el Canadá, los Estados Unidos de América y
México para la construcción de viviendas para comuni­
dades y familias indígenas, algunos de los cuales están
incluidos en sistemas de «ayuda mutua».

80. La situación de la vivienda indígena fuera de las
zonas tradicionales o reservadas es deplorable en la ma­
yoría de los países en desarrol1o y desarrollados. Las
condiciones de la vivienda en general y las condiciones
sanitarias están muy por debajo de las normas acepta­
das (ibid., párrs. 104 a 111).

81. La situación de la vivienda indígena en zonas
tradicionales o reservadas tampoco parece buena, aun­
que en algunos aspectos y en algunos países parece algo
mejor que en otros (ibid., párrs. 115 a 123).

Imposición de modalidades no tradicionales de vivienda
a la población indlgena

82. El deseo de las autoridades públicas y de las
empresas privadas en muchos países de imponer modali­
dades no indígenas de vivienda a la población indígena
se ha traducido a menudo en grandes fracasos, particu­
larmente cuando los cambios no estaban justificados
por las circunstancias.

Necesidad de consultar a las poblaciones indlgenas y de
lograr su participación en los programas de vivienda

83. Es evidente que se necesita una mayor participa­
ción de la población indígena si se quiere mejorar sus
viviendas. Por ello, es menester consultar a las pobla­
ciones indígenas y lograr su participación a fin de cono­
cer la situación y las necesidades tal como las ven ellas
mismas. Es necesario también que las poblaciones indí­
genas tengan control de los programas de vivienda indí­
gena, o que por lo menos participen activamente en
ellos, de manera que su aplicación se ajuste a sus tradi­
ciones y planes. Se debe aumentar la participación del
personal indígena en las actividades correspondientes y
darles la capacitación necesaria.

84. Es necesario un estudio serio y completo del
problema de la vivienda, especialmente en lo que atañe a
la" poblaciones indígenas.

85. Aunque la información obtenida para el presen­
te estudio muestra algunos aspectos básicos del proble­
ma, no es suficiente para un estudio detallado de los
problemas de la vivienda.

86. Las poblaciones indígenas tienen derecho a un
ambiente limpio, sano y satisfactorio y a un nivel de vi­
vienda adecuado para satisfacer las necesidades de las
familias en las comunidades que elijan. Están dispuestos
a hacer una contribución justa a los gastos consiguientes
en común con otros sectores de la sociedad. Así pues, la
vivienda indígena no debería estar en ningún caso por
debajo de las normas mínimas establecidas para otras
poblaciones rurales, con las adaptaciones necesarias dic­
tadas por los factores socioculturales invocados y acep­
tados por las propias poblaciones indígenas.



87. Actualmente, las políticas de vivienda adopta­
das por los Estados no reconocen el carácter del proble­
ma de la vivienda indígena y no tienen suficientemente
en cuenta las condiciones jurídicas, económicas y so­
ciales que rigen la existencia indígena, ni la incompatibi­
lidad esencial que existe entre, por una parte, las dispo­
siciones de las leyes, políticas y programas de vivienda
y, por otra, dichas condiciones.

88. En un contexto más amplio de necesidades co­
munitarias conexas, las necesidades de vivienda de las
poblaciones indígenas son graves y están empeorando.

3. EDUCACIÓN

Criterios genera/es

89. No se encuentra debidamente garantizado ni
realmente vigente el derecho de las poblaciones indíge­
nas a la educación.

90. Con frecuencia los Estados desconocen la edu­
cación tradicional indígena según procesos educativos
autóctonos y pretenden en muchos casos deliberada­
mente su abandono y su sustitución por procesos de
educación formal, ajenos y alienantes.

91. Aunque ha habido una notable mejoría en mate­
ria de acceso efectivo de los indígenas a la educación
pública de todo tipo y a todo nivel, la escolarización
pública sigue mostrando en mayor o menor grado una
marcada tendencia a desindigenizar al indígena.

92. Esta agresión integral a la cultura y la forma de
vida indígenas no se justifica en ningún caso, y mucho
menos aun dentro de cuadros y ambientes de pluralismo
cultural y lingüístico que, al menos formalmente, abra­
zan los Estados hoy en día.

Acceso a la educación

93. No se tuvo noticia de discriminaciones de jure a
este respecto; por el contrario, todos los países acerca de
los cuales se tiene información han adoptado los princi­
pios de no discriminación en el acceso a todo tipo y a to­
do nivel de educación pública. En varios países se ha
acentuado la tendencia a consagrar en las constituciones
ese principio de no discriminación en esta materia. En
algunos países, además, se han previsto expresamente
sanciones penales contra los actos discriminatorios en
esta esfera.

94. Como aspectos que de hecho limitan el libre e
igual acceso a la educación de todo tipo y a todo nivel
pueden mencionarse problemas de distribución geográ­
fíca deficiente debidos en parte al aislamiento y disper­
sión de los núcleos indígenas y al hecho de que algunos
grupos son nómadas o seminómadas; la ausencia de pla­
nes adecuados de ayuda para ir a la escuela en muchos
países; los problemas lingüísticos; las diferencias de
marco cultural, y los altos niveles de analfabetismo ge­
neralizados, debido en parte a los factores anteriores, y
consideraciones socioeconómicas de variado tipo.

95. En todas partes parecen estarse tomando medi­
das cada vez más eficaces, pero que no llegan a solu­
cionar plenamente los problemas existentes. Se ha de
notar que en ciertos países se empieza a reconocer a cier­
tos grupos el derecho de establecer y administrar sus
propias instituciones de educación. Asimismo se da no­
ticia de la determinación de las poblaciones indígenas de
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formalizar sistemas alternos de educación en los que se
da énfasis a sus formas tradicionales de enseñanza de los
que se trata más adelante.

96. Se careció de datos que desarrollaran estos as­
pectos, salvo los que se han consignado en las secciones
correspondientes del capítulo XIII.

Deficiencias notables en los sistemas docentes actuales

97. Actualmente existen, aunque en diferentes gra­
dos, deficiencias en los siguientes aspectos en todos los
países:

a) No hay todavía, en numerosísimos casos, escuelas
en la comunidad indígena o cerca de ella;

b) No hay en absoluto maestros con el necesario co­
nocimiento de la lengua y la cultura indígenas, o los hay
en número muy insuficiente;

c) No se puede todavía, en numerosísimos casos,
aprender a leer y escribir en la lengua materna indígena
o en la lengua vernácula que predomine en el área en
que está asentada la comunidad;

el) No se pone el necesario énfasis en la enseñanza de
la cultura indígena o la información acerca de ésta;

e) No se evitan en la medida necesaria los efectos
alienantes de la presencia en la escuela indígena de la
cultura predominante no indígena, y en muchos casos
sigue buscándose deliberadamente que ésta sustituya a
aquélla;

1) No se pone el suficience cuidado en no alejar al
alumno de su lengua mdterna al enseñarle el idioma ofi­
cial, yen muchos casos sigue buscándose esto delibera­
damente;

g) No son adecuados ni suficientes los programas de
ayuda al educando indígena en becas, asignaciones, sub­
sidi?s, alojamiento, transporte, vestimenta adecuada,
etcetera.

Materiales de educación para indígenas

98. Hasta hace muy poco, la finalidad admitida de
estos materiales era la asimilación deliberada de las
poblaciones indígenas en la corriente principal de la so­
ciedad en general, haciéndoles abandonar sus modalida­
des culturales en favor de las de los sectores predomi­
nantes de la sociedad. En un país sigue siendo éste el
propósito explícito de algunos de los materiales y
programas aplicados a uno de los sectores en que están
clasificadas las poblaciones indígenas.

99. En la mayoría de los casos estos materiales han
sido elaborados en la capital o en otras ciudades y están
destinados a poblaciones urbanas. En algunos casos han
sido preparados en países extranjeros y utilizan
términos y expresiones que son ininteligibles para la
población local, inclusive la población indígena de que
se trate.

100. En ciertos países se han hecho esfuerzos para
preparar programas y materiales especiales para la edu­
cación indígena, pero se ha visto que o bien no se adap­
taban en absoluto a su finalidad, o no eran plenamente
adecuados y no servían para las necesidades específicas
de los grupos de población a que iban destinados.

101. En algunos países se han elaborado ya mate­
riales y programas con participación directa de etnólo­
gos, dirigentes indígenas de las comunidades interesadas



y otros expertos, y parece que se adaptan mucho mejor
a las necesidades. Sin embargo, en la mayoría de los ca­
sos aún habrá que comprobar cuidadosamente su ido­
neidad a largo plazo.

102. En algunos casos los materiales preparados pa­
ra la educación de las poblaciones indígenas se utilizan
con ese objeto juntamente con materiales preparados
para la población en general.

103. La cultura, las tradiciones, la historia y las ins­
tituciones indígenas se transmiten por medios orales, no
por medios escritos, y hasta recientemente han perma­
necido en gran parte sin ser registradas sea por escrito o
por otros medios. Hay riesgo de que la autenticidad de
esas manifestaciones culturales no sea conservada al ha­
cerse esfuerzos por reducirlas a forma escrita o trans­
cribirlas a base de la memoria, de notas de otras
grabaciones hechas por personas no entendidas en la
materia.

104. Un elemento importante para la educación de
los indígenas en el seno de la sociedad más amplia es el
de prepararlos para afirmar y proteger sus derechos y
obligaciones como grupos y como individuos dentro de
aquella sociedad. Sus propios medios y métodos inter­
nos de crear esa conciencia deben ser respetados, apoya­
dos y complementados con medios utilizables en el seno
de la sociedad para la defensa de sus derechos y afirma­
ción de sus obligaciones.

105. No se ha puesto el necesario énfasis en las vir­
tudes de la amistad entre los diferentes segmentos de la
población, ni fomentado la comprensión y el aprecio de
todas las culturas presentes, en particular de la cultura
indígena.

Materiales de educación para no indígenas

106. No se está haciendo lo suficiente para combatir
y eliminar los conceptos erróneos y los prejuicios contra
las poblaciones indígenas.

107. Si bien algunos países han comenzado reciente­
mente a adoptar medidas, éstas no son suficientes para
eliminar todas las referencias ofensivas en los textos es­
colares, y tampoco han logrado orientar esos materiales
de manera que contengan información exacta acerca de
los grupos indígenas, sus tradiciones, historia y cultura.

Participación en el establecimiento y funcionamiento de
instalaciones docentes

108. Son muchos los países en los que se está hacien­
do muy poco para lograr que las poblaciones indígenas
participen adecuadamente y tengan oportunidad de co­
laborar en la creación y funcionamiento de centros e ins­
tituciones docentes para las comunidades indígenas.

109. En algunos países las poblaciones indígenas es­
tán comenzando a intervenir realmente en el proceso de
adopción de decisiones respecto a la organización de la
enseñanza en sus comunidades. Cada vez se busca más
su participación en ese proceso por medio de consejos
para la educación o comités especiales que intervienen
en la administración escolar.
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Instituciones o establecimientos docentes indígenas
independientes

110. La información sobre varios países indica que
no cuentan con instalaciones o instituciones docentes
indígenas independientes.

111. Sin embargo, en todos los países los métodos
de educación indígenas tadicionales siguen transmitien­
do de manera organizada tradiciones, historia, leyen­
das, artes y técnicas ancestrales indígenas.

112. En algunos países se realizan experimentos con
una o más escuelas a cargo de personal indígena. En al­
gunos de esos países la tendencia es que, como habían
recomendado en principio las propias poblaciones indí­
genas, esas escuelas estén a cargo de las autoridades lo­
cales o que los padres sean responsables de ellas. Por lo
menos en dos países -el Canadá y los Estados
Unidos-, las escuelas indígenas de las reservas están a
cargo de comunidades indígenas y parte de la finan­
ciación procede de fuentes oficiales.

113. A este respecto, merecen atención especial los
programas en materia de educación y escuelas opciona­
les para los indígenas norteamericanos y, en particular,
las escuelas controladas de supervivencia para los indí­
genas norteamericanos, descritas en el capítulo XIII
(párrs. 393 a 399).

Alcance de los esfuerzos en materia de educación y
extensión a la comunidad en general

114. En la mayoría de los países respecto a los
cuales se dispone de información sobre estos aspectos,
los esfuerzos en materia de educación abarcan también
programas de educación de adultos. Se están haciendo
esfuerzos para que «la comunidad entera» participe y
las actividades se centran en las necesidades comuni­
tarias.

115. En algunos países, los centros comunitarios de
enseñanza superior a cargo de las comunidades indíge­
nas están a disposición de toda de comunidad.

Preparación de maestros indígenas y utilización ade­
cuada de sus servicios

116. Parece que en algunos países los maestros indí­
genas tropiezan con dificultades incluso para ejercer su
profesión en las comunidades o escuelas apropiadas.

117. En ótros países se contratan maestros, en la
medida de lo posible, en las comunidades indígenas y se
les ofrece formación especial para que puedan enseñar
en sus propias comunidades.

118. En varios países se está capacitando cada vez a
más personas indígenas para servir como maestros en
sus propias comunidades. Se han creado escuelas nor­
males especiales con esa finalidad.

119. Hay poca información sobre si actualmente
esos maestros capacitados ocupan posiciones correspon­
dientes a su formación.

4. LENGUA o IDIOMA

120. Reiterando ideas expresadas en la introducción
al capftulo XV, las siguientes conclusiones se despren­
den del estudio.



121. Las políticas que se venían siguiendo en nume­
rosos Estados estaban basaJas en suposiciones consis­
tentes en que las poblaciones, las culturas y las lenguas
indígenas desaparecerían por extinción natural o por la
absorción de estos núcleos humanos en los demás seg­
mentos de la población y en la «cultura nacional». Se es­
peraba que desaparecerían las lenguas indígenas, quizá
incluso antes de esto, ante el empuje, la calidad y el
atractivo de las lenguas oficiales, idiomas internaciona­
les a los que se suponían ventajas de todo tipo, reales e
imaginarias, y que se consideraban especialmente aptos
para la ciencia, la técnica, al arte, la civilización. Por
ello no se puso énfasis en planes estatales para enseñar
las lenguas indígenas y emplearlas siquiera como len­
guas de instrucción en ciertas fases iniciales de la educa­
ción. Se suponía que esto era contrario a los mejores in­
tereses de estas sociedades, por entrañar peligros para la
unidad nacional, pues se temía que desembocaría fatal­
mente en la insularidad lingüística y en una excesiva
fragmentación social y política.

122. Hoy se cree que estas políticas, que han preva­
lecido a veces durante varios siglos, no parecen haber es­
tado bien fundadas. a juzgar por los hechos. Si bien al­
gunos pueblos y sus lenguas han desaparecido por diver­
sas causas, la gran mayoría están aún con nosotros. Se
constata una pujante presencia de pueblos y lenguas
indígenas en muchas partes del mundo. La defensa de
sus lenguas por estos grupos es decidida y tenaz. La si­
tuación lingüística permanece prácticamente estaciona­
ria. Por otro lado, muchos expertos contemporáneos
cuestionan y niegan los supuestos efectos indeseables del
fomento de las lenguas indígenas en cuanto a insulari­
dad y micronacionalismo antagónicos.

123. Se ha cuestionado y rechazado severamente la
escolarización pública orientada a la «desindigeniza­
ción» y las políticas de marginación, relegación y elimi­
nación de las lenguas indígenas que han seguido la ma­
yoría de los Estados, habiéndolas heredado frecuente­
mente de! período colonial del país. Se ha venido plan­
teando la necesidad de reconocer de una vez por todas la
pluralidad lingüística y cultural de los países en que ha­
bitan poblaciones indígenas y la explícita adopción de
políticas que permitan y fomenten el mantenimiento,
desarrollo y difusión de la especificidad étnica de esas
poblaciones y su transmisión a las generaciones futuras.

124. El argumento de que tener una sola lengua pre­
valeciente lleva directamente a la unificación no ha sido
probado en la práctica.

125. Es claro que la elección de una lengua como
nacional u oficial coloca necesariamente en situación de
desventaja a aquellos cuya lengua materna no es la elegi­
da, al tiempo que confiere un privilegio a quienes
hablan el idioma elegido. Si no se las aplica con mucha
prudencia, estas políticas pueden constituir un factor de
división y no de unificación.

126. La opinión según la cual la multiplicidad de
lenguas reconocidas y en uso en un país constituye un
obstáculo para la unidad nacional no se encuentra basa­
da en hechos firmemente establecidos en ninguna parte.

127. La pretensión de que hay lenguas «predispues­
tas» para la cultura, la ciencia, el arte o la civilización
no está basada en la realidad. Todas las lenguas que son
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medio idóneo de comunicación son capaces de todo lo
que pueden las otras.

128. Por todas estas razones muchos países cues­
tionan las virtudes de los métodos seguidos hasta hace
poco y se aprestan a enfocar estas cuestiones desde pun­
tos de vista de pluralismo cultural y lingüístico.

129. El uso de las lenguas indígenas implica a menu­
do su desarrollo como lenguas modernas que, según
afirman los expertos, como se ha apuntado en e! capítu­
lo XIV, no es ni técnicamente difícil ni costoso. La alfa­
betización y la educación inicial en lenguas indígenas de
educandos de esas hablas son más fáciles, económicas y
duraderas, como también se ha dicho en ese capítulo. A
la luz de todo esto, quizá haya llegado el momento, co­
mo han reconocido algunos Estados, de plantearse de
nuevo las políticas lingüísticas y culturales en los países
con importantes núcleos de hablantes de lenguas indíge­
nas, para orientarlas más firmemente por derroteros de
reconocimiento, respeto y utilización de esas lenguas.

130. Al oírecer las respuestas y recomendaciones
que se han incluido en la parte pertinente no se ha pre­
tendido prescribir o siquiera insinuar políticas lingüís­
ticas a los Estados, cosa que compete a cada uno de ellos
sobre la base de sus realidades y políticas que deben en­
juiciar serenamente.

5. LA CULTURA Y LAS INSTITUCIONES CULTURALES.

SOCIALES Y LEGALES

131. En la enorme mayoría de los casos, la situación
de las poblaciones indígenas en el campo cultural es es­
pecial, en sentido profundo, dentro de las sociedades de
los países en que viven.

132. La diametral oposición entre la cosmovisión
«moderna», impersonal y racionalmente orientada del
mundo «científico» y la cosmovisión «tradicional», per­
sonal e impregnada de concepciones magicorreligiosas
es un útil punto de referencia. Es preciso señalar que es­
tas visiones del cosmos no se dan en estado puro en nin­
gún caso, ya que siempre hay elementos «racionales» y
magicorreligiosos en ambas cosmovisiones (véase el
cap/lulo XV).

133. Algunos sectores recurren a una ideología de
origen colonial que reclama la necesidad de «civilizar» a
los grupos de cosmovisión «primitiva» asentándose en
la suposición básica de que la cultura «moderna» es su­
perior a la «primitiva» y a base de ideas de darvinismo
social que fundamentan el prevalecimiento de los gru­
pos «fuertes» sobre los «débiles». Esto frecuentemente
forma parte del esquema conceptual de los grupos pre­
dominantes en las zonas de convivencia inmediata, que
construyen marcos ad hoc de menosprecio, hostilidad y
agresión.

134. En las sociedades multiétnicas se debe siempre
actuar según criterios que, en principio al menos, afir­
men la igualdad de derechos culturales entre los diferen­
tes grupos étnicos. El Estado tiene la evidente obliga­
ción de formular y de poner en práctica una política cul­
tural que, entre otras cosas, cree las condiciones necesa­
rias para la coexistencia y el desarrollo armonioso de los
diferentes grupos étnicos que vivan en su territorio, ya
sea en virtud de disposiciones pluralistas que garanticen
la no injerencia de un grupo en otro, ya sea en virtud de



otros programas que garanticen oportunidades iguales y
reales para todos.

135. Se ha reconocido la necesidad de que haya
equilibrio entre la promoción del desarrollo económico,
que debe ser endógeno y acorde con los patrones cultu­
rales pertinentes, y la preservación de las formas de
cohesión social de los grupos y comunidades indígenas
integrantes de la sociedad. En el capítulo XV se han ci­
tado diversas declaraciones al respecto, sea que hayan
sido hechas en conferencias internacionales o en escritos
de los autores respectivos.

136. A veces los gobiernos aceptan con agrado a
quienes abandonan su cultura distintiva, al tiempo que
permiten o fomentan la discriminación contra los que
insisten en retener y desarrollar aún más sus cos­
tumbres, hábitos y tadiciones propios. Cuando estas úl­
timas medidas puedan caracterizarse como actos come­
tidos con el propósito deliberado de eliminar la cultura
de un grupo mediante actos destructivos y obstructivos
sistemáticos, podría llegarse, incluso, a configurar con
ellos claros casos de etnocidio o «genocidio cultural».

137. No se han encontrado casos en que se impon­
gan denegaciones o restricciones jurídicas al derecho de
las poblaciones indígenas a la igualdad con otros seg­
mentos de la población del país en el acceso a las institu­
ciones y actividades culturales.

138. De hecho e indirectamente, se presentan
problemas de capacidad económica y de distribución
geográfica de los centros que se dedican a actividades
culturales.

139. Los materiales escritos están fuera del alcance
de las personas que no saben leer ni escribir.

140. El escaso costo y la portabilidad de los
pequpños radiorreceptores transistorizados han neutra­
lizado parcialmente las dificultades de tipo económico y
las de la desigual distribución geográfica. En consecuen­
cia, la radio ha quedado «al alcance» en esa forma. La
televisión y los medios audiovisuales son medios de co­
municación directos y completos que, sin embargo, ado­
lecen del difícil acceso a los indígenas debido a su alto
costo. En general sólo están al alcance de los indígenas
por medio de aparatos y materiales de otros, con las
consiguientes limitaciones y peligros de manipulación y
presión.

141. Cuando el idioma utilizado es desconocido o
conocido imperfectamente por los indígenas, sigue pre­
sentándose el obstáculo o inconveniente de la lengua.
Este problema se supera con el uso de las lenguas indíge­
nas en la preparación de los programas y materiales.

142. Aun sin la adopción de una política de asimila­
ción y sin proponérselo deliberadamente, hayal respec­
to claros fenómenos de influencia cultural no siempre
deseados por las poblaciones indígenas, o que quizá no
convenga llevar en la forma que revisten.

143. Se han utilizado esos medios para fines de in­
doctrinación política, conversión religiosa y «desindige­
nizacióm>.

144. A menudo, además, las trasmisiones de radio y
de televisión, así como la prensa, llevan anuncios y otros
medios de presión al consumidor que pueden resultar
dañinos.
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145. La presencia de la cultura indígena (lenguas,
tradiciones, historia, costumbres, contribuciones cultu­
rales, música, artes plásticas, artesanía) en los medios de
difusión cultural del Estado es también renglón impor­
tante. Esto ayuda a crear una conciencia de la existencia
y de la importancia de los indígenas o de sus contribu­
ciones a la difusión de la cultura de los no indígenas ha­
ciendo posible así una más idónea percepción y difusión
de las culturas existentes en el país. Con ello se ampliará
el alcance de la difusión y el fomento de las culturas de
las comunidades diversas que componen la nacionali­
dad, dándose más pleno contenido al derecho a tomar
parte en la vida cultural del país.

146. Los Estados estimulan por diversos medios los
sentimientos de unidad nacional que se consideran in­
dispensables en el proceso de formación de la nacionali­
dad y del mantenimiento de sentimientos nacionalistas.
En esos procesos se producen a veces actos de imposi­
ción e intolerancia cultural e incluso fenómenos de con­
versión «forzada» a las religiones de los grupos domi­
nantes y presión o intimidación para que se dejen de
practicar ciertos ritos y ceremonias.

147. Se han hecho desaparecer no sólo objetos y
vestigios de carácter religioso sino también documenta­
ción o constancias de enorme importancia cultural para
las poblaciones indígenas y para la humanidad entera.
Posteriormente, sin embargo, en algunos países se han
promulgado disposiciones de protección de lugares ar­
queológicos debido a que tienen importancia religiosa y
cultural para las poblaciones indígenas actuales.

148. Ciertas costumbres han sido combatidas
enérgicamente por misioneros que las consideraban
ofensivas para sus principios culturales, como por
ejemplo la práctica de la poligamia. También se ha ten­
dido a suprimir los servicios de curanderos y «brujos».

149. En algunas materias incluso, la aplicación in­
discriminada de la ley general podría limitar la libertad
de los indígenas para seguir prácticas tradicionales.
Hay, por ejemplo, cuestiones relacionadas con el matri­
monio, las relaciones familiares, el entierro de los muer­
tos, etc., en que las personas o grupos indígenas siguen
apegados a sus prácticas y costumbres tradicionales.
Hay que hacer algunas concesiones en estas materias.

150. Las políticas estatales orientadas a obtener el
abandono de su cultura tradicional y la adopción de la
cultura de los segmentos prevalecientes por las pobla~
ciones indígenas, sólo serán legítimas en caso de que se
proceda al efecto con la aquiescencia de sectores consi­
derables de las mismas.

151. Deberá tomarse clara conciencia de los efectos
que producirán las medidas contempladas.

152. Cuando las poblaciones indígenas hayan mani­
festado, por el contrario, la determinación de conservar
su cultura tradicional, deberá procederse con respeto a
ese deseo y tomarse las medidas del caso, en consulta
con las poblaciones indígenas y con participación de las
mismas.

153. No es suficiente, pues, evitar o sancionar con­
ductas abusivas de penetración o imposición cultural.
Es necesario reconocer y proteger el derecho de las
poblaciones indígenas a mantener, desarrollar y perpe­
tuar su cultura y sus instituciones culturales, sociales y



legales mediante su transmisión a las generaciones futu­
ras, cuando así lo deseen y hayan manifestado clara­
mente aquellas poblaciones.

154. Se ha informado que en algunos países este te­
ma no surge porque se dice que las poblaciones indíge­
nas no observan ya las normas de su derecho tradicional
que antes rigieran sus vidas. Se afirma, en consecuencia,
que no se necesitan medidas de ninguna especie, por
aplicarse las mismas normas a todos.

155. Cuando ese derecho tradicional sigue teniendo
vigencia entre las poblaciones indígenas surge la coexis­
tencia de sistemas jurídicos. Mientras en unos países no
se reconoce vigencia alguna a las leyes y costumbres
jurídicas indígenas ante la innegable realidad de la per­
sistencia de esas normas jurídicas, en otros países sí se
ha reconocido la existencia de estas últimas para ciertos
efectos.

156. Entre los países que reconocen vigencia al siste­
ma jurídico consuetudinario indígena tradicional se dan
dos tipos de enfoque al respecto: en algunos se procede
a base de ideas de fuero personal atendiendo a las perso­
nas que se vean envueltas en fenómenos de aplicación de
esas normas. Si se trata de relaciones entre indígenas, se
aplicará el derecho tradicional común a las partes; en
cambio, si el negocio jurídico envuelve a indígenas y no
indígenas, se determinan criterios para la aplicación del
derecho tradicional indígena o del derecho de aplicación
general en el país. En otros, simplemente, siguiendo un
criterio hegemónico puro, se reconoce vigencia a las
normas consuetudinarias que «no sean contrarias a la
ley nacional».

157. En general, o no existen limitaciones o restric­
ciones a los actos civiles o comerciales de los indígenas,
o sólo existen cuando se trata de actos de disposición
(gravamen, transmisión, enajenación) de la tierra indí­
gena o comunal, reconociéndose en todo lo demás plena
capacidad jurídica a los indígenas. A veces se agregan
entre las limitaciones o restricciones algunas sobre actos
de disposición de los recursos relacionados con esas
tierras.

158. En algunos países, por el contrario, las limita­
ciones o restricciones se extienden a todo acto de dispo­
sición de los indígenas sobre la tierra en general, sea ésta
<<indígena» o «no indígena», o se impone un amplio
régimen de tutela que abarca también la propiedad per­
sonal, los actos de administración de fondos y las dispo­
siciones testamentarias por los indígenas y la representa­
ción de éstos en actos civiles y comerciales, así como lIna
amplia representación judicial por autoridades o fun­
cionarios públicos.

159. No se tuvo noticia de que subsistieran hoy ni de
derecho ni de hecho prohibiciones o restricciones a los
matrimonios entre indígenas y no indígenas. En ciertos
países, sin embargo, algunas disposiciones pueden pro­
ducir indirectamente efectos restricivos cuando la mujer
indígena que contrae matrimonio con un no indígena
pierde su condición de indígena; los hijos de estas
uniones también pierden esa condición.

160. En algunos países se da vigencia a los matrimo­
nios celebrados según los ritos y costumbres indígenas,
asimilándolos a uniones de hecho, que sólo en pocos
países producen todos los efectos del matrimonio civil.
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161. Se producen efectos desfavorables con la llega­
da de elementos de la vida urbana y su tecnología a las
áreas y poblaciones rurales. Entre estos efectos pueden
mencionarse la pérdida de tierra, estilo de vida, ocupa­
ciones tradicionales, agotamiento de los fondos recibi­
dos como compensación, competencia desleal de parte
de los inmigrantes, fr':Jstración y alienación general. En
general se convierte a los indígenas en seres dependien­
tes del suministro de bienes de consumo, con pérdida o
sustitución de instrumentos y trabajos tradicionales,
tanto o más efectivos que los recientemente introdu­
cidos.

162. El cambio de la vida rural a la urbana nunca es
fácil. Hay ajustes y cambios que se hacen inevitables.
Hay necesidad de ayudar a los grupos indígenas rurales
que llegan a los centros urbanos en el acceso a la vivien­
da y al ampleo y en la familiarización con servicios y
otros elementos de la vida urbana. La creación de
centros de asistencia y amistad y programas de forma­
ción profesional, de preempleo, de albergue y la organi­
zación de cursos sobre la vida en la ciudad han resultado
útiles en los pocos países en que se los ha introducido.

6. EMPLEO

Ocupación

163. Una esfera importante en que se han registrado
abusos e imposiciones es la constante hostilidad a las
ocupaciones tradicionales de las poblaciones indígenas y
el no reconocimiento de esas ocupaciones. Desde los pri­
meros tiempos coloniales, las poblaciones indígenas se
vieron acosadas constantemente por esfuerzos tendien­
tes a obligarlas a abandonar esas ocupaciones para
adoptar otras, o para que se incorporaran a las modali­
dades laborales, las prácticas de empleo y las aso­
ciaciones de trabajadores de los sectores no indígenas de
la población.

164. La caza, la pesca y la agricultura tradicionales
de las poblaciones indígenas fueron denunciadas como
prácticas primitivas, ineficaces e incluso nocivas que
debían abandonarse. Los asentamientos indígenas agrí­
colas o ganaderos se calificaron de perjudiciales para la
economía nacional por cuanto perpetúan modalidades
de economía de subsistencia.

165. Por el contrario, se ha tolerado e incluso asu­
mido prácticamente el sistema de arrandatarios vincula­
dos a las haciendas de grupos no indígenas mediante an­
tiguas normas semifeudales que les imponen diversas
obligaciones personales para con los propietarios, a la
vez que oficialmente se procura eliminarlas o modifi­
carlas con medidas legislativas y administrativas para
hacerlas más aceptables.

166. La única ocupación que parece haberse estimu­
lado e incluso fomentado en cierto modo es la artesanía
tradicional, pero sin intentar reducir en modo alguno
los considerables beneficios que obtienen los interme­
diarios.

167. Recientemente, todas estas tendencias han co­
menzado a invertirse, con cierta tolerancia y aceptación
de las ocupaciones tradicionales, estimulándose oficial­
mente e incluso prestándose ayuda financiera a los pro­
ductores artesanos a fin de contribuir a que establezcan



sistemas de comercialización independientes que incre­
menten sus ganancias.

El pasado colonial

168. En algunas zonas, el interés inicial de los colo­
nos condujo rápidamente a la explotación de la mano de
obra indígena en empresas extractivas. Posteriormente,
la atención de los colonos se dedicó a la ordenación y
aprovechamiento de la tierra y de los recursos agrícolas,
y se continuó exigiendo servicios obligatorios a las
poblaciones indígenas en las haciendas agrícolas y gana­
deras que se crearon. En otras esferas, la explotación de
la mano de obra indígena existió únicamente en algunas
partes, mientras que en otras llegó más tarde, junto con
la introducción de las formas iniciales de asentamiento
agrícola cultivadas principalmente por los propios colo­
nos. Cuando se estableció posteriormente una economía
de plantaciones, se obtuvo en diverso grado la mano de
obra, en diferentes sectores, mediante trabajadores indí­
genas e importados, y con frecuencia mediante la im­
portación de esclavos.

169. Estas prácticas de explotación de mano de obra
predominaron en las instituciones y las prácticas colo­
niales y luego en las independientes, y forman el antece­
dente de ciertas prácticas abusivas que subsisten hoy
día, pese a una legislación más ilustrada y a prácticas
administrativas más respetuosas.

170. Así pues, las condiciones de trabajo de las
poblaciones indígenas han sido determinadas en buena
parte por su grado de incorporación a la economía na­
cional e internacional.

171. Los empleadores utilizaban la «mano de obra
indígena barata» en la agricultura comercial, o en la mi­
nería y otras industrias extractivas. Era difícil con fre­
cuencia obtener la estricta aplicación de la legislación la­
boral en lo referente a las prácticas de contratación, la
eficacia de las disposiciones relativas al salario mínimo,
unas auténticas relaciones contractuales y su termina­
ción.

172. En muchas zonas, durante la primera mitad del
siglo xx fueron objetivos fundamentales proscribir las
formas de servicios personales obligatorios y establecer
disposiciones legales para limitar el pago en especie y
ofrecer garantías contra las prácticas coercitivas de
contratación. Sin embargo, en la práctica continúa ha­
biendo en todas las partes del mundo sistemas de traba­
jo obligatorio, formas diversas de servidumbre de traba­
jadores indígenas y explotación generalizada de la mano
de obra indígena en economías de minería y de planta­
ciones. La incidencia y la gravedad de estas prácticas di­
fieren y son motivo de grave preocupación.

Establecimiento de normas internacionales

173. Las distintas disposiciones de los instrumentos
internacionales mencionados en el capítulo XVI se ela­
boraron en el transcurso del presente siglo con miras al
ajuste de las condiciones de trabajo y empleo de los indí­
genas a los niveles aceptables que han alcanzado hasta la
fecha.

174. La limitada magnitud del éxito alcanzado con
estos esfuerzos hace imperiosamente necesario que se re­
visen todos estos textos, y que se procure aplicarlos con
objeto de adoptar una política auténticamente eficaz
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que abarque disposiciones, prácticas y procedimientos
de aplicación que redunden en mejores condiciones de
trabajo y de empleo para las poblaciones indígenas.

Situación del empleo

175. En la información que proporcionan, algunos
gobiernos únicamente exponen los textos jurídicos y las
buenas intenciones que han inducido a su adopción, las
cuales pueden ser innegables. Escasean, sin embargo,
las referencias oficiales a la situación defacto en los res­
pectivos países. Los datos facilitados por las organiza­
ciones no gubernamentales describen en términos muy
distintos las condiciones de empleo existentes de facto.

176. Los actos de discriminación reseñados obede­
cen a los prejuicios y al deseo de apoderarse de tierra
indígena a fin de obtener mano de obra indígena.
Muchos abusos dimanan de la posición desventajosa y
débil de las poblaciones indígenas en la economía,
a causa en parte de su apego a ideales de economía de
subsistencia dentro de una situación de economía de
mercado.

177. Aunque en la información facilitada no se
reneja discriminación de jure contra las poblaciones
indígenas en materia de elección de empleo, se comunica
que se hallan extendidas las desigualdades de oportuni­
dad de facto. En algunos países, en aquellos sectores de
la economía en que las condiciones laborales y de remu­
neración son muy malas y se hallan por debajo del pro­
medio nacional, se registra una tendencia a que la mano
de obra se componga casi exclusivamente de trabajado­
res indígenas. Aunque teóricamente sus condiciones de
trabajo deben ajustarse a las leyes laborales, en la prác­
tica se violan sistemáticamente las disposiciones de la le­
gislación laboral nacional e internacional.

178. Los problemas de subempleo y desempleo, que
en la actualidad afectan tanto a los países desarrollados
como a los países en desarrollo, tienen una repercusión
especialmente grave en las poblaciones indígenas. Las
tasas de subempleo y desempleo de los grupos indígenas
muestran una tendencia uniforme a situarse bastante
por encima del promedio nacional.

179. Se necesitan estudios específicos para profun­
dizar en el análisis de las condiciones actuales. sus
causas y sus efectos, así como estudios sobre la manera
de superar esas situaciones inaceptables.

Sistemas coercitivos de trabajo

180. En general, se han abolido por ley sistemas la­
borales explotadores tales como la servidumbre de la
gleba, la servidumbre por deuclas y los numerosos tipos
de servicio personal obligatorio. Sin embargo, pese a las
disposiciones legales, existen pruebas de que continúan
todavía tales prácticas en la actualidad y de que entre las
víctimas hay con mucha frecuencia poblaciones indíge­
nas. El Relator Especial ha dispuesto de información re­
lativa a «trabajo prestado no libremente», migraciones
provocadas o forzadas, sistemas de contratación inade­
cuados y condiciones de trabajo incompatibles con la
dignidad humana.

181. El Grupo de Trabajo sobre la Esclavitud reco­
noció que «existía un problema especial en los países
con poblaciones autóctonas que podrían ser vulnerables
a la explotación, tal como la servidumbre por deudas y



otras prácticas esclavizadoras [... )>>28. En especial, el
Grupo de Trabajo examinó también la servidumbre por
deudas o trabajo obligatorio, los trabajos forzados, las
prácticas laborales abusivas y explotadoras y la no apli­
cación de las disposiciones relativas al salario mínimo.
Todos estos aspectos deben considerarse detenidamente
a la luz de las normas internacionales existentes y desde
el punto de vista de las normas internacionales que ha de
elaborar el Grupo de Trabajo sobre las Poblaciones In­
dígenas, con especial referencia a los problemas con que
se enfrentan esas poblaciones en distintas partes del
mundo.

Formación profesional

182. En varios países se han establecido planes de
formación profesional, ya sea como parte de un progra­
ma nacional general sin disposiciones específicas para
los trabajadores indígenas, o bien orientados más
concretamente en función de las necesidades de las
poblaciones indígenas. Si bien tales programas han re­
port~do sin duda algunos beneficios a los participantes,
su efecto global ha sido criticado frecuentemente tanto
por las organizaciones que se interesan por los derechos
civiles como por las que atienden a las poblaciones
aborígenes, señalándose que el número de los
beneficiarios indígenas es pequeño.

183. Existen desigualdades en el acceso a los progra­
mas y actividades de formación profesional para ciertos
grupos, entre ellos las poblaciones indígenas; la ubica­
ción de las instalaciones pertinentes en zonas no indíge­
nas y la utilización de lenguajes no indígenas plantean
problemas adicionales que habrá que solucionar al es­
tablecer programas nuevos o modificar los actuales.

184. Para que sean eficaces, los planes de formación
profesional deben ir acompañados de proyectos de
creación de empleo en cuya planificación y aplicación
intervengan personalmente miembros capacitados de las
poblaciones indígenas. En las zonas urbanas a las que
p\.ledan haber emigrado gran número de indígenas en
busca de trabajo, por falta de oportunidades de subsis­
tencia adecuadas en sus regiones de origen, los progra­
mas de acción positivos son parte importante de toda
política de empleo concebida para beneficiar tanto a las
poblaciones aborígenes como a otros grupos minorita­
rios desfavorecidos.

185. Las actividades ulteriores son indispensables,
ya que en su defecto se frustrarían inevitablemente los
beneficios obtenidos. La ayuda en la colocación, una
vez que termina el período de formación, es comple­
mento necesario de los programas de formación; sin
esa ayuda, su utilidad resulta limitada y se pierde fácil­
mente.

186. Los aspectos comunicados de oportunidades
adicionales son útiles en este plano porque garantizan
cierto porcentaje de plazas estudiantiles, y notas de
admisión inferiores, en caso de necesidad, y porque
introducen cierta flexibilidad en el tope de edad para el
ingreso.

Proteoción de la artesanfa

187. Se ha comprobado que en diversos países exis­
ten medidas para la protección de la artesanía indígena.

" Véase capIllita l, párr. 57. apartado a.
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188. Un aspecto muy importante en este sentido es
la supresión de los intermediarios, así como la presta­
ción de la ayuda financiera y la asistencia técnica que
puedan necesitar y solicitar las poblaciones indígenas.

189. La autenticidad de los productos es lógicamen­
te objeto de interés y protección en varios países.

190. La diferencia entre los elevados precios que pa­
gan las poblaciones indígenas por los materiales que ne­
cesitan y los bajos precios que reciben por los artículos
de 8rte~anía que venden da una idea del grado de abuso
y de explotación en este aspecto, que debe corregirse.

7. TIERRA

191. Hay normas nacionales e internacionales que
reconocen el derecho de propiedad. No se tuvo noticia
de ningún sistema que excluyera a los indígenas del acce­
so al derecho de propiedad. Los indígenas llenan el re­
quisito de «personas», «nacionales» o «ciudadanos»
que las legislaciones exigen para poder adquirir legal­
mente el derecho a la propiedad de la tierra.

192. En cuanto a la facultad de administrar libre­
mente su propiedad, sí se encuentran limitaciones en al­
gunos sistemas. Mientras que en algunos de éstos se im­
ponen restricciones en general a la administración de
bienes muebles e inmuebles y a algunos derechos perso­
nales, en varios países se imponen restricciones sólo a
los actos de disposición de los bienes raíces y en particu­
lar sobre la tierra, especialmente la tierra calificada
como «tierra indígena».

193. La tierra, pero en particular la tierra indígena,
está sujeta a un régimen de protección especial que se ha
establecido, de acuerdo con las disposiciones o declara­
ciones pertinentes de los gobiernos, para proteger a los
indígenas mismos y asegurar que no se les privará de su
tierra sin que haya interés definido de parte del indígena
y justa causa para ello. En algunos sistemas esto se vin­
cula con la pertenencia de la tierra a las comunidades o
grupos indígenas o más bien con las facultades de dispo­
sición de esa tierra que radican exclusivamente en las co­
munidades, teniendo los miembros de la comunidad o
del grupo sólo acceso al usufructo temporal y específi­
co de una parcela dentro de la tierra de propiedad
comunal.

194. En algunos sistemas donde existían esas restric­
ciones se está ahora propugnando la abolición de ellas y
la concesión a los indígenas de la propiedad privada in­
dividualizada e irrestricta de la tierra. Las opiniones
varían considerablemente si se analizan los puntos de
vista de los gobiernos que han instituido esas medidas o
adoptado esas prácticas y los puntos de vista de las co­
munidades y organizaciones indígenas afectadas.

195. A todas estas instituciones y prácticas se dedica
atención en el capftulo XVII.

196. Es esencial que se conozca y comprenda la rela­
ción especial profundamente espiritual de los pueblos
indígenas con sus tierras como algo básico en su existen­
cia como tales yen todas sus creencias, costumbres, tra­
diciones y cultura.

197. Para los indígenas la tierra no es meramente un
objeto de posesión y producción. La relación integral de
la vida espiritual de los pueblos indígenas con la Madre
Tierra, con sus tierras, tiene muchas implicaciones pro-



fundas. Además, la tierra no es mercadería que pueda
apropiarse, sino elemento material del que debe gozarse
libremente.

198. Los pueblos indígenas tienen derecho natural e
inalienable a conservar los territorios que poseen y a
reinvindicar las tierras de las cuales han sido despoja­
dos. Esto es, tienen el derecho al patrimonio natural y
cultural que el territorio contiene y a determinar libre­
mente el uso y aprovechamiento de éste.

199. No se encuentra debidamente garantizado ni
realmente vigente el derecho de las poblaciones indíge­
nas a las tierras que ellas y sus antepasados han explota­
do inmemorialmente, ni a las formas de tenencia de la
tierra y explotación de los recursos generadas histórica­
mente, ni a los recursos que esas tierras contienen. En
algunos países, el despojo de las tierras se realiza por
medio de instrumentos jurídicos dados por los Estados,
en los que los terratenientes tienen tadavía una injeren­
cia significativa.

200. En forma sistemática a través de muchos siglos
ha habido violaciones en gran escala de los derechos de
los indígenas a la tierra y sus recursos.

201. Las experiencias de los pueblos indígenas están
llenas de casos documentados de lo que pasa cuando se
violan sus derechos a la libertad religiosa y a su cultura a
través de la toma de sus tierras a las que, como pueblos,
han estado ligados por miles de años. No puede en ver­
dad hablarse de respeto por las culturas indígenas cuan­
do se permite a los Estados poderosos y a gigantescas
compañías destruir esa relación cuando quiera que de­
sean explotar los recursos que contienen las tierras indí­
genas.

202. La información disponible contiene datos refe­
rentes a medidas de aplicación general. Hay, sin embar­
go, en ciertos países estatutos relativos a determinadas
zonas de tierra y a comunidades indígenas determina­
das. En algunos casos, hay estatutos o medidas destina­
dos a su utilización como modelo ajustable a otras cir­
cunstancias análogas.

203. Las garantías proclamadas incluso en las cons­
tituciones acerca de la posesión se sus propias tierras por
las comunidades indígenas se tornan inoperantes me­
diante estipulaciones que permiten la intervención de las
autoridades públicas en sus zonas e incluso prevén el
desplazamiento de comunidades enteras a otros lugares
por motivos específicos que son objeto de una defini­
ción impredsa. En otros casos se han dado a las autori­
dades públicas atribuciones para asumir la posesión de
propiedad indígena, retenerla, venderla o disponer de
ella si lo estiman «necesario para la preservación de la
propiedad». Otras autoridades públicas están faculta­
das para declarar que una zona de territorio es o deja de
ser indígena. Pueden asimismo modificar unilateral­
mente los linderos de esas zonas.

204. Las autoridades encargadas de proporcionar a
las comunidades indígenas títulos legales respecto de sus
territorios han invertido períodos desmesuradamente
prolongados en «deslindar» las tierras atribuidas a las
comunidades indígenas, o no han emitido esos títulos,
mientras proseguían durante muchos años una «extensa
labor de inspección». Desde el punto de vista legal, ello
ha dado lugar a que se considere a las comunidades indí­
genas como ocupantes sin título de sus propias tierras.

205. En otros casos, la población indígena ha estado
y está forzada a vivir en aldeas forestales a fin de obte­
ner, como «concesiones», derechos tradicionales suyos
tales como el de recoger productos de los bosques y cul­
tivar productos alimenticios. A cambio de este privile­
gio, tiene que avenirse a trabajar por salarios muy bajos
para las autoridades públicas correspondientes cuando
éstas se lo exígen, incluso cuando ello coincide conflicti­
vamente con períodos decisivos del ciclo de producción.
A los indígenas no se les deja que acepten otro trabajo
remunerado sin permiso de esas autoridades, y no tienen
derechos de posesión en las aldeas. En consecuencia, es­
tán sujetos a desalojo sumario si no cumplen con las exi­
gencias de las autoridades. Al carecer de un título legal
reconocido a la propiedad de la tierra, los que poseen
terrenos con arreglo al derecho consuetudinario indíge­
na no obtienen en ningún caso compensación por la
pérdida de su tierra, ya que las negociaciones corren a
cargo de funcionarios de fuera de esas comunidades.

206. En ocasiones, el mismo organismo oficial en­
cargado de la protección de las tierras indígenas las ha
enajenado o ha permitido que personas no aborígenes se
instalen en ellas sin compensación alguna, o sin reparar
la injusticia cuando se formulan quejas contra tales
actos.

207. Mediante tratados y otros acuerdos, o bien en
virtud de disposiciones legislativas u órdenes ejecutivas,
se han reservado ciertas zonas para su posesión y
usufructo por la población indígena. Sin embargo, es
posible modificar la clasificación de ciertas zonas de
tierra reservada, y no sólo mediante actos judiciales. Se
les puede privar de ese carácter utilizando diversas pre­
siones y hostigamientos que son tanto o más eficaces
que las disposiciones legislativas, ejecutivas u otros ac­
tos jurídicos oficiales.

208. En muchos países no hay dispociones espe­
ciales a ese respecto y se aplican las normas generales.
En otros rigen normas especiales, pero tienen muchas
ambigüedades y omisiones que permiten burlarlas y que
son explotadas por personas, grupos o autoridades no
indígenas. Son métodos habituales, entre otros la colu­
sión entre las autoridades públicas y las personas o gru­
pos no indígenas interesados en obtener el control de las
tierras que todavía subsisten como «propiedad» de per­
sonas indígenas, la falsificación de documentos para ad­
quirir tierra indígena cuando esa tierra es enajenable y la
ejecución de hipotecas por deudas impagadas.

209. Entre las medidas correctivas aconsejadas es­
tán las de hacer únicamente posibles las hipotecas a fa­
vor de cooperativas indígenas, establecer unos venci­
mientos más prolongados y unas cláusulas de aplicación
menos rigurosas, y devolver la tierra indígena ilegalmen­
te enajenada a sus legítimos dueños.

210. Estas medidas son únicamente paliativas. No
existen bastantes cooperativas y las que hay disponen de
recursos limitados. Los prestamistas imponen tasas de
interés usurarias y condiciones difíciles. El cumplimien­
to de las pocas disposiciones legislativas existentes en es­
te sector es lento o ineficaz. Además, con frecuencia la
tierra revendida a compradores sucesivos es irrecupe­
rable, a causa de las complicaciones legales que ello
supone.
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211. En varios sistemas es el Estado el que atribuye
la tierra que, en principio, le pertenece. Las autoridades
administrativas, judiciale~ o cuasijudiciales han sido en­
cargadas de establecer y registrar los títulos a la tierra,
inclusive la indígena. En algunos casos la misma legisla­
ción que instituyó esa autoridad y la facultó para re­
gistrar también estableció la posibilidad de que esa
tierra pueda ser vendida a no indígenas. En efecto, se ha
alegado que, en la práctica, esto sirvió más que nada co­
mo medio de regularizar el título que legalizaba la trans­
ferencia de esa tierra a los no indígenas.

212. Hay casos en que la atribución y la titulación
de la tierra como propiedad privada individualizada son
el resultado de procedimientos de partición que pueden
ser iniciados ante los tribunales del ramo civil desde
fuera de las comunidades indígenas, sea por funciona­
rios públicos o por uno de los interesados. Se ha intro­
ducido el concepto de (<ocupante» que se ha extendido a
toda persona que explote individual e independiente­
mente una parcela en una área indígena, tenga o no de­
rechos comunitarios, y aunque sea simplemente un
arrendatario. Se estipula que esto procede incluso a peti­
ción de uno solo de los ocupantes de la tierra indígena,
en vez de atribuir esa facultad a la mayoría absoluta de
los integrantes de la comunidad como lo hacen otras le­
gislaciones y, a veces, incluso las leyes anteriores del
mismo sistema en algunos países. La posibilidad de opo­
nerse a estas peticiones es limitada por disposiciones que
exigen el cumplimiento de formalidades y fondos para
las acciones necesarias. Cualquier ocupante, sea o no
indígena, puede adquirir la propiedad de la parcela an­
tes comunitaria. Además, no se establece límite a la su­
perficie adquirible. El embargo y la hipoteca sobre la
tierra indígena se hacen posibles, cuando antes estaban
prohibidos. Las operaciones de deslinde e inspección
duran un tiempo inusitadamente largo en muchos países
donde constituyen un requisito para conceder tierra a
las poblaciones indígenas o para reconocer sus títulos,
incluso en los casos en que están previstos procedimien­
tos especiales.

213. Las negociaciones y el asentamiento se fomen­
tan intensamente ahora en ciertos países como forma de
lograr una solución equitativa y justa de los casos que
surgen. Las partes interesadas intervienen en todo el
proceso de la negociación y en los asentamientos consi­
guientes. Es obvio, sin embargo, que no todas las partes
negocian en las mismas condiciones, con independencia
del sólido fundamento que puedan tener sus reclama­
ciones y su argumentación. Es demasiado pronto para
decir si este procedimiento será eficaz en definitiva.
Constituye, no obstante, una mejora por cuanto ofrece
a los grupos de población afectados mejores posibilida­
des de defender su caso. Lo que no se sabe es si sus argu­
mentos serán aceptados exclusivamente por su peso y su
importancia reales. Todos los indicios son, empero, fa­
vorables.

214. Es evidente que, antes de la llegada de los inva­
sores extranjeros, los pueblos indígenas ocupaban y
consideraban como propias extensas zonas de los terri­
torios en que se habían desarrollado como pueblos y na­
ciones. El reconocimiento de la «ocupación inicia!» co­
mo «título aborigen» fue una de las cláusulas funda­
mentales en los primeros convenios, acuerdos y tratados
concertados con las poblaciones indígenas, en los que se
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daba importancia a la previa ocupación económica y
físic~. de esas zonas.

215. El reconocimiento y protección del derecho a la
tierra es hoy la base de todos los movimientos y recla­
maciones de los indígenas, ante la constante usurpación
de sus tierras.

216. La posesión milenaria o inmemorial debería
bastar para establecer el título indígena a la tierra, el re­
conocimiento oficial y el consiguiente registro, a falta de
medidas legislativas o ejecutivas concretamente apli­
cables que declaren explícitamente caducos los derechos
aborígenes. Lo mismo que esos derechos no «se crean»
por ley, tampoco pueden ser cancelados mediante actos
unilatera,les.

217. Reconocimiento significa aquí aceptación de
una situación de Jacto que sirve de base para la existen­
cia de un derecho. El reconocimiento oficial y el registro
consiguiente deben producirse automáticamente una vez
probada la posesión y la ocupación económica.

218. No todos los sistemas prevén un régimen de
protección de la tierra indígena. Algunos contienen dis­
posiciones en el sentido de que la tierra indígena es ina­
lienable en los términos establecidos por ley y que, con­
forme a ésta, no puede ser objeto de arrendamiento, con
opción de compra o sin ella, ni de ningún otro acto jurí­
dico de disposición que pueda restringir el pleno ejerci­
cio de propiedad o la directa posesión de esa tierra por
las comunidades indígenas o por algunos de sus
miembros.

219. La interpretación dada a esta estipulación ha
resultado a menudo desventajosa para las comunidades
indígenas y ha sido frecuentemente denunciada por
representantes indígenas. El organismo encargado de
defender la posesión y la utilización concertó acuerdos
que originaron restricciones o desposesión.

220. En otros sistemas, el régimen de protección,
del que se dice que es «sustancialmente operativo y fun­
cional», entró en vigor cuando quedaba ya poca tierra
indígena que proteger, pues cuando se introdujo dicho
régimen la mayor parte de la tierra indígena había pasa­
do ya a manos no indígenas.

221. Los derechos a la tierra dependen de las rela­
ciones políticas entre los representantes de la comuni­
dad, los gobiernos y autoridades locales y los gobiernos
nacionales.

222. Incluso allí donde existe un régimen de protec­
ción suele obtenerse la enajenación ilegal de tierra indí­
gena mediante diversas formas de persuasión, presión o
abuso. No es infrecuente la colusión entre la policía, la
administración y poderosos grupos de intereses no indí­
genas, que lleva al desahucio forzoso de grupos indíge­
nas, su intimidación por el terror, la coacción física, las
palizas, la destrucción de cosechas, la falsificación de
documentos y la impresión de huellas digitales en docu­
mentos mientras las personas interesadas se hallan bajo
los efectos del alcoholo de drogas.

223. Además, en algunas zonas, nuevas disposi­
ciones han hecho alienable la tierra indígena, con todas
las notorias consecuencias que de ello se derivan. En
otras no es la tierra indígena lo que se protege, sino la
tierra utilizada con ciertos fines, incluso ocupaciones ge­
neralmente identificadas con las poblaciones indígenas,



pero que no son exclusivas de ellas. Pueden protegerse
también los caminos utilizados tradicionalmente por las
poblaciones indígenas.

224. El usufructo de la tierra es temporalmente atri­
buible a determinados miembros de la comunidad, pero
a la expiración del plazo o de otra cláusula terminal de
la atribución la tierra retorna al usufructo comunal. En
estos casos no interviene ninguna forma de enajenación.

225. En otros sistemas, la tierra indígena únicamen­
te es negociable entre aborígenes. Personas ·0 intereses
no indígenas no pueden adquirir tierra, pero otras per­
sonas indígenas sí pueden hacerlo.

226. Los gobiernos de varios países afirman que no
hay entre las poblaciones indígenas autoridades ni nor­
mas especiales que controlen la distribución de las
tierras de que éstas disponen.

227. En otros países la distribución de las tierras se
gobierna internamente en las comunidades indígenas,
pero hay una autoridad externa que debe autorizar pre­
viamente o aprobar posteriormente esa distribución. En
algunos casos se dispuso de información directamente
contradictoria entre los datos suministrados por el go­
bierno y los facilitados por los dirigentes o representan­
tes de las poblaciones afectadas y otros sectores de opi­
nión no gubernamental.

228. En otras situaciones, la decisión fundamental
queda sujeta a la libre voluntad de los afectados, y sólo
cuando los actos acordados por los indígenas implican
la enajenación de sus tierras se produce la necesidad de
aprobación externa. Cuando en algunos sistemas se re­
serva a los indígenas mismos la administración de sus
tierras o reservas, se apunta a la facultad primordial de
decisión por las autoridades indígenas. Entonces, para
determinar sí se está en presencia de decisiones internas
indígenas o no, habría que examinar en cada caso el ori­
gen auténtico o espurio de las autoridades que en efecto
deciden estas materias.

229. En todo caso, y aun en presencia de disposi­
ciones más claras, seguirá siendo esencial la autentici­
dad de las autoridades y de los procesos que se pongan
en marcha a estos efectos.

230. En varios países no parecen existir medidas es­
peciales en la materia. La cooperación y la ayuda mutua
son formas tradicionales de organización del trabajo
entre los indígenas de todas partes del mundo. Con la
asistencia financiera y la asistencia técnica que algunas
veces se ha puesto a su disposición se ha logrado organi­
zar exitosamente las explotaciones agrícolas, ganaderas
e industriales relacionadas con la tierra y con la utiliza­
ción de los recursos disponibles.

231. En algunos países se estipula que los individuos
que componen una comunidad a la que se dé tierra o
que formen unidades de explotación pastoralista o agrí­
cola deben necesariamente constituir una cooperativa
para esos efectos.

232. En otros, sólo se permite la hipoteca de las
tierras indígenas a favor de cooperativas indígenas. En
algunos países ha sido muy exitosa la organización de
cooperativas indígenas que han encontrado formas úti­
les de explotación de la tierra o de cooperación en enti­
dades de crédito, de producción, de consumo o de mer­
cadeo de sus productos de manera que queden menos
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librados a los embates de sectores que están prestos a
apoderarse de estos importantes renglones de la eco­
nomía en detrimento de los intereses de los indígenas. El
aspecto económico y financiero es uno de los más difíci­
les y así se ha recurrido a instituciones estatales que han
ayudado a esas asociaciones o sociedades a reducir los
intereses y costas todo lo posible.

233. En el cuerpo del estudio se dan algunos
ejemplos de la invasión de las tierras indígenas por per­
sonas o por compañías no indígenas, a menudo multina­
cionales. Es un hecho incontrovertible que esa invasión
se ha producido y se está produciendo en todas partes
del mundo sin que las autoridades públicas hayan ac­
tuado con firmeza y efectividad para evitarlas o amino­
rar las funestas consecuencias para las comunidades
indígenas afectadas. Además de la explotación pro­
piamente dicha de los recursos, hay otras formas de
explotación y muchos aspectos de penetración y aliena­
ción que producen efectos devastadores en todas esas
comunidades. Si bien no siempre se podrá evitar o poner
término a la explotación que se dé en cada caso concre­
to, sí pueden y deben encontrarse los medios de minimi­
zar las consecuencias desfavorables, dentro de una cre­
ciente tendencia a dar a las comunidades afectadas una
más directa y eficaz intervención en todos los aspectos
de licenciamiento o concesión y en la participación de
los beneficios.

234. Como norma general cabe afirmar que la ri­
queza del suelo de las tierras indígenas pertenece a los
indígenas y son ellos los que pueden explotarla. A me­
nudo, para poder explotar adecuadamente esa riqueza,
les hace falta material de trabajo, y conocimientos
técnicos y administrativos cuando esta explotación se
orienta a satisfacer exigencias de la economía de merca­
do. Sólo a los indígenas debe corresponder la decisión
básica de la forma y la escala de la explotación de los re­
cursos que ofrece el suelo de sus tierras.

235. En numerosos sistemas jurídicos la propiedad
de los yacimientos minerales y de hidrocarburos perte­
nece al Estado, por lo que compete principalmente a las
autoridades públicas la concesión de licencias de explo­
ración y de explotación de los yacimientos pertinentes.
Como las tierras pertenecen a las comunidades indíge­
nas, habrá desde luego que darles participación en los
beneficios que de las explotaciones minerales resulten.
También habrá que compensarles por los daños oca­
sionados. Y, más importante aún, habrá que darles par­
ticipación en los procesos de concesión de licencias de
exploración y de explotación y permitirles examinar to­
das las consecuencias que se derivarían de la exploración
y la explotación contempladas. Se debe cuidar en parti­
cular que las licencias o concesiones otorgadas por el Es­
tado no sean de tal naturaleza ni se den en tales cantida­
des ni sobre áreas extensas de tal manera que hagan ne­
gatorio el derecho de los indígenas a gozar de sus tierras.

236. Las tierras sagradas o de significación
histórico-espiritual para los indígenas deberán siempre
excluirse de las licencias o concesiones y protegerse de
las intrusiones de todo tipo.

237. En general, no parece haber medidas especiales
a este respecto, aplicándose las normas ordinarias sin
modificación. En algunos países pueden imponerse
prohibiciones o restricciones a ciertas personas o grupos



en relación con el acceso a zonas indígenas, o bien decla­
rarse nulas y sin efecto todas las acciones y disposiciones
que afecten a esas zonas y a su fauna y su flora. Se citan
casos de inversión de territorios indígenas por empresas
agrocomerciales, así como de consecuencias de determi­
nados proyectos hidroeléctricos en tierras indígenas y en
su fauna y flora, lo cual repercute en la vida de las
poblaciones indígenas de vastas regiones.

238. Se citan algunas de las resoluciones pertinentes
de la Primera Conferencia Circumpolar Inuit, con obje­
to de destacar los problemas en los que hizo especial
hincapié esa importante Conferencia.

239. Muy raramente se han tomado en cuenta las
necesidades de tierras de las poblaciones indígenas en el
marco de las reformas agrarias realizadas hasta la fecha.
Frecuentemente, por el contrario, parte de las tierras
que se han adjudicado en función y cumplimiento de
disposiciones de reforma agraria ha sido tierra a la que
los indígenas creen tener derecho o que poseían en efec­
to antes de la reforma.

240. Los criterios de tierra disponible y de «ocupa­
ción» han de examinarse muy de cerca. En ningún caso
se debe considerar como «tierra vacante» para los efec­
tos de reforma agraria ninguna de las tierras poseídas
por las poblaciones indígenas nómadas y seminómadas.

241. Es indispensable que antes de clasificar cual­
quier tierra como atribuible o no atribuible en virtud de
los planes de reforma agraria se tengan debidamente en
cuenta la verdadera ocupación de la tierra y las necesi­
dades de las comunidades establecidas.

242. La «conversión» de poblaciones pastoriles o
cazadoras y recolectoras en grupos ganaderos sedenta­
rios no siempre está realmente justificada y es raro que
se base en las necesarias pruebas de apoyo. En todo ca­
so, es siempre cuestionable que las comunidades afecta­
das hayan sido realmente consultadas y que se les haya
permitido participar.

243. En los casos en que el desplazamiento de
poblaciones sea indispensable por razones exhaustiva­
mente justificadas, procede trasladarlas a zonas que se
parezcan en lo posible a su tierra ancestral, con una
fauna y una flora del mismo tipo, Hay que reducir al
mínimo absoluto el sufrimiento de esas poblaciones.

244. La información disponible se refiere casi
siempre sólo a planes y programas generales, y cuando
hay referencias especiales a las poblaciones indígenas se
hacen en términos de descripción de disposiciones jurí­
dicas sin mayor referencia a la situación de hecho. Los
fondos destinados a realizar algunos de estos planes han
sido evidentemente insuficientes en algunos casos y de­
sesperadamente inadecuados en otros. En todo caso
esos fondos no han guardado relación con los ingresos
producidos, lo que ha llevado a la afirmación de que se
trata de una colonización interna, por la población no
indígena, de áreas indígenas existentes dentro de esos
países.

245. Algunos principios adoptados en relación con
este asunto (véase capítulo XVII, párr. 389) parecen
ofrecer criterios teóricos que conviene seguir. Sin em­
bargo, el Relator Especial no recibió información sufi­
ciente acerca de la aplicación práctica de esos criterios.
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246. Incluso en el marco de planes teóricamente
adecuados, se han invocado como obstáculos para con­
ceder tierra a las comunidades indígenas las numerosas
condiciones y el lento ritmo de los diversos procedimien­
tos. Habitualmente, los criterios que requieren la explo­
tación de la tierra «de manera racional y productiva» se
han aplicado en detrimento de los grupos y comunida­
des indígenas.

247. También ha influido contra la adquisición de
esas tierras por poblaciones indígenas el costo adicional
de la expropiación en los casos en que la tierra adjudica­
da no es de propiedad pública.

248. Siempre que grupos indígenas se asientan en
tierra no indígena que pueda habérseles facilitado, se
tornan dependientes de quienes «controlan» esos terre­
nos, tanto si los poseían como si no. El asentamiento de
grupos o individuos no indígenas en tierra adjudicada a
comunidades indígenas crea siempre problemas que las
autoridades no parecen ser capaces de resolver, o no
estar dispuestas a hacerlo.

249. Los datos comunicados en relación con varios
países mencionan únicamente disposiciones legales y los
buenos propósitos que entrañan. No se ha facilitado in­
formación alguna sobre la situación de Jacto.

250. La información recibida sobre algunos otros
países se refiere únicamente a los planes de asistencia
económica y financiera para ayudar a los granjeros indí­
genas individuales, y no a medidas en relación con las
comunidades o con grupos amplios.

251. No se tuvo información satisfactoria acerca de
programas de reforma agraria que se dirijan a obtener
tierras para las poblaciones indígenas y los medios para
explotar las que ya posean. En relación con numerosos
países sólo se dispuso de datos generales o información
sobre disposiciones legales aplicables en tesis general sin
indicaciones de su empleo en particular para obtener
tierra para los indígenas. La información relativa a cier­
tos planes y programas oficiales no da datos concretos
acerca de lo que se está haciendo a este respecto.

252. Las razones que se aducen para el fracaso de
los pocos programas concretos de que se tiene noticia
incluyen la mala calidad de las tierras disponibles, la fal­
ta de préstamos adecuados y asequibles y las complica­
ciones y formalidades que necesariamente implican la
obtención de las tierras y los préstamos que existen, ade­
más del inadecuado conocimiento de las normas que
rigen estas operaciones.

253. No faltan casos en los que se dan más facilida­
des a los extranjeros que a los indígenas, dentro del mar­
co de planes para inducir la inmigración de grupos «ade­
cuados». Ha resultado entonces casi imposible obtener
tierra «no indígena» o tierras públicas para adjudicarlas
a las poblaciones indígenas necesitadas. Otros grupos
parecen presentar con más éxito sus solicitudes perti­
nentes.

254. Hay escasez de tierras adquiribles. En algunos
casos se ha logrado la devolución de alguna tierra indí­
gena antes usurpada a las comunidades propietarias, pe­
ro muy poca tierra no indígena está a la disposición de
los indígenas. Lo realizado en esta materia se juzga ge­
neralmente como insuficiente e inadecuado. Se afirma



que ésta es en parte la razón por la que se ha producido
la inmigración a los centros urbanos.

8. DERECHOS poLíTIcos

255. La efectividad de los derechos políticos se ve
afectada en todas partes por factores diversos, entre los
que predominan en general los económicos y sociales.

256. En el caso de las poblaciones indígenas, la efec­
tividad en el ejercicio de los derechos políticos está con­
dicionada por una serie de circunstancias de compleja
naturaleza y larga enumeración que trascienden el reco­
nocimiento abstracto y formal que puede haber queda­
do consagrado en los instrumentos internacionales y en
la constitución y otras leyes fundamentales de los diver­
sos países, así como en acuerdos, convenios y tratados
concertados entre esos países y los pueblos indígenas del
caso, en calidad de naciones contratantes.

257. Cada vez hay menos disposiciones discrimina­
torias contra los indígenas en materia de derechos políti­
cos, por lo que es más bien en la situación de hecho en
que se encontrarán identificadas las razones por las que
los indígenas no pueden ejercitar en forma efectiva esos
derechos que han sido reconocidos de jure.

258. En algunos sistemas quedan disposiciones que
requieren saber leer y escribir para el ejercicio del de­
recho de voto y para ocupar cargos públicos. Si bien la
exigencia se justifica en casos de ocupación de puestos
públicos, sean éstos electivos o no, ya que el desempeño
de los mismos exigirá la lectura y la escritura para poder
cumplir las obligaciones y responsabilidades que conlle­
van esos puestos, este requisito no se justifica como exi­
gencia para votar en vista de los diversos procedimien­
tos que se han establecido para facilitar el voto, aun sin
saber leer y escribir.

259. También siguen existiendo arreglos insatisfac­
torios en cuanto a la demarcación de distritos electorales
y colocación de urnas electorales, pero ha habido una
sensible mejoría en general, con excepciones calificadas.
Deben discontinuarse las prácticas de manipulación, y
elevarse los arreglos pertinentes a planos de justicia y
equidad, eliminando prá.cticas discriminatorias y tratos
desfavorables en estas materias.

260. Se ha comprobado en todas partes una crecien­
te participación de los indígenas en las votaciones, tanto
en calidad de votantes como de candidatos. En varios
países hay un claro incremento en el voto por candida­
tos indígenas, tendencia acusada también entre los elec­
tores no indígenas, que cada vez votan más por candida­
tos indígenas.

261. Sin embargo, siempre sigue siendo insuficiente
la representación indígena, que a veces es meramente
simbólica. Han de tomarse las medidas pertinentes para
que haya una verdadera y justa representación indígena
en esas funciones yesos puestos públicos.

262. A esos efectos en varios países se han hecho
arreglos para obtener una representación de las pobla­
ciones indígenas en ciertos puestos públicos, sean éstos
de carácter electivo o no. Este acceso asegurado a ciertas
funciones ha tenido en general una buena acogida y
buenos resultados. Como ejemplo puede mencionarse la
reserva de ciertos puestos en el parlamento y en
asambleas provinciales y municipales. Se dan también
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otras variantes acerca de puestos no electivos, reserván­
dose un número determinado de puestos a los indígenas.
Esto acontece sobre todo en las entidades que se ocupan
de asuntos indígenas. Hay, sin embargo, algunas quejas
de qUf: no se cumplen cabalmente estas disposiciones.

263. Otro aspecto que ha de examinarse, así sea en
forma preliminar, es el de la autodeterminación y la
autonomía reclamada por los grupos, pueblos y na­
ciones indígenas.

264. Se ha subrayado que los pueblos indígenas, por
su existencia misma, tienen el derecho natural y original
de vivir libremente en sus propios territorios.

265. Se está empezando a comprender que los
pueblos indígenas tienen su propia identidad nacional
fundamentada en las realidades históricas que trascien­
den los fenómenos de mera solidaridad frente a la discri­
minación y la explotación.

266. El respeto a las formas de autonomía requeri­
das por estos pueblos es la condición imprescindible
para garantizar y realizar estos derechos.

267. Las formas propias de organización interna de
estos pueblos son parte de su acervo cultural y jurídico
que ha contribuido a su cohesión y al mantenimiento de
su tradición sociocultural.

268. El respeto y el apoyo a la organización interna
de los pueblos indígenas y sus manifestaciones cultura­
les es una consideración indispensable para todo arreglo
conducente a la apropiada participación de las comuni­
dades indígenas en todos los asuntos que influyen en su
destino. En virtud de ello se deben abandonar las políti­
cas gubernamentales de intervención en la organización
y el desarrollo de los pueblos indígenas y reconocerles
esa autonomía, así como la capacidad de tomar la direc­
ción de los procesos económicos pertinentes de la ma­
nera que ellos mismos perciban como apropiada a sus
intereses y necesidades.

269. La libre determinación en sus múltiples formas
es, consecuentemente, la condición previ ¿- fundamental
para que las poblaciones indígenas puedan disfrutar de
sus derechos fundamentales y determinar su futuro, a la
vez que preservar, desarrollar y transmitir su especifici­
dad étnica a las generaciones futuras.

270. En general, los pueblos indígenas tienen de­
recho a la libre determinación que les permita continuar
una existenCia digna y consecuente con su derecho histó­
rico de pueblos libres.

271. El derecho a la libre determinación se plantea a
diversos niveles e induye factores económicos, sociales
y culturales, además de políticos, que se deben estudiar
en cada caso, a fin de establecer a qué nivel y de qué tipo
se la requiere.

272. En el sentido más amplio de sus manifesta­
ciones «externas», ese derecho significa el derecho a
constituirse en Estado e incluye el derecho a elegir diver­
sas formas de asociación con otras comunidades polí­
ticas.

273. En sus expresiones «internas» dentro de la so­
ciedad nacional, sin embargo, ese derecho a la libre de­
terminación significa que un pueblo o grupo que tiene
un territorio definido puede ser autónomo en el sentido
de disponer de una estructura administrativa y un siste-



ma judicial separados y distintos, determinados por
ellos mismos e intrínsecos a ese pueblo o grupo.

274. El derecho a la libre determinación es también
un derecho de los individuos en el sentido de que cada
individuo posee el derecho a la libre expresión y a reali­
zar su pleno potencial humano según su propia defini­
ción.

275. En este último sentido se hace referencia al de­
recho a ser diferente, que es a la vez un derecho indid­
dual y colectivo como lo reconoce la Declaración sobre
la raza y los prejuicios raciales, aprobada por la
UNESCO en 1978 (reproducida en el capitulo JI,
anexo IV).

276. Tal como se aplica a las naciones y los pueblos
indígenas, la esencia de este derecho es el derecho a la
libre elección y, por lo tanto, los propios pueblos indíge­
nas han de crear en gran medida el contenido específico
de ese principio.

277. A este respecto se ha de mencionar aquí que la
Conferencia Internacional de las Organizaciones no Gu­
bernamentales sobre los Pueblos Indígenas y la Tierra
(Ginebra, 15-18 de septiembre de 1981) pidió a la Subco­
misión que designase un Relator Especial para que se
continúe estudiando el derecho a la autodeterminación,
en particular el derecho de los pueblos y naciones indí­
genas.

278. En reuniones internacionales, como la Segunda
Asamblea General del Consejo Mundial de Pueblos In­
dígenas [Kiruna (Suecia), 1977], la Conferencia Interna­
cional de las Organizaciones no Gubernamentales sobre
los Pueblos Indígenas y la Tierra antes mencionada y el
Seminario de las Naciones Unidas sobre los recursos y
otras formas de protección de que disponen las víctimas
de la discriminación racial y actividades que han de
cmprenderse a nivel nacional y regional [celebrado en
Managua (Nicaragua), diciembre de 1981], entre otras,
los representantes o participantes indígenas han subra­
yado que la causa indígena lograría mejores resultados
si fuera posible mantenerla a cierta distancia de los gru­
pos ideológicos de la derecha y de la izquierda que persi­
guen propósitos que no siempre coinciden con los que se
proponen desde el punto de vista de los grupos, pueblos
y naciones indígenas. Han dicho, además, que los indí­
genas deberían, más bien, continuar analizando el mun­
do desde la perspectiva de sus propias tradiciones y de
sus propias necesidades.

9. DERECHOS y PRÁCTICAS RELIGIOSOS

279. El concepto de religión debe comprender no
sólo las que han sido consideradas «grandes religiones
del mundo», sino también otras creencias o credos que
desempeñan esencialmente la misma función. Dentro de
este concepto amplio de los derechos y las prácticas reli­
giosas, se ha de otorgar reconocimiento y protección a
todas las formas de religión que buscan el mejoramiento
moral de los seres humanos y fomentan la comprensión
y el amor fraternal entre ellos.

280. Como resulta claro del contenido del presente
estudio, a pesar de intensas campañas de proselitismo y
catequización durante va.rios siglos, las poblaciones in­
dígenas han conservado en gran medida sus propias reli­
giones o creencias religiosas combinándolas a veces con
otros credos. Esto ha dado lugar al surgimiento, bajo la
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protección de una de las iglesias mayores en algunos paí­
ses, de lo que se ha llamado «iglesias indígenas», que
han conservado en alguna medida las creencias y los
ritos religiosos indígenas.

281. Las poblaciones indígenas no deberían ser so­
metidas a campañas sistemáticas de conversión compul­
siva que han tenido los resultados que se presentan en el
capítulo XIX, en la forma fragmentaria que permitieron
los datos disponibles. Tanto el sometimiento de las
poblaciones indígenas al sistema de misiones religiosas
en varios países como esa conversión -que no siempre
se intentó hacer por medios pacíficos- deberían ser es­
tudiados cabalmente. Se ha considerado, sin embargo,
que esas tareas caían más allá del alcance del presente
estudio.

10. IGUALDA!:':3N LA ADMINISTRACiÓN DE JUSTICIA

'1 ASISTENCIA JURÍDICA

282. A pesar de la consagración cada vez más acen­
tuada de disposiciones relativas a la igualdad ante la ley
y la igual protección de las leyes, así como de estipula­
ciones acerca de la igual administración de justicia para
todos, no se encuentra hoy en vigencia efectiva para los
indígenas el principio de la igualdad en la administra­
ción de justicia.

283. Para cumplir una de las funciones básicas del
idioma oficial, éste se usa en todas las actuaciones en los
tribunales de justicia. En consecuencia, tanto en los tri­
bunales como fuera de ellos, en la relación cliente­
abogado se necesitan en esas circunstancias, por razones
de equidad, los servicios de interpretación y de traduc­
ción cuando el interesado no conozca suficientemente el
idioma oficial.

284. En todos los países estudiados en relación con
estas materias se hacen consecuentemente arreglos para
que se pueda utilizar el idioma que entiende y en el que
sabe expresarse con adecuada suficiencia el acusado, li­
tigante, testigo o experto que conoce insuficientemente
el idioma oficial. En pocos países se hacen los arreglos
correspondientes para hacer factible la comunicación
adecuada entre el abogado y su cliente, que es tan nece­
saria para la actuación ante los tribunales y la prepara­
ción de los alegatos y las pruebas pertinentes, así como
durante las audiencias y en las actuaciones de prueba
que requieren su intervención.

285. En la mayoría de los países se sigue compro­
bando una situación de desventaja, si bien cada vez me­
nos acentuada, todavía subsistente de manera seria que
afecta a los indígenas en estas situaciones. A menudo la
prestación de esos servicios se prevé sólo para los casos
penales; si se hace para otros procedimientos, se deja a
la capacidad económica de las partes interesadas el pro­
curarse esos vitales servicios.

286. Además, mientras que es relativamente fácil
obtener los servicios eficientes de intérpretes a lenguas
extranjeras que se enseñan sistemáticamente en las insti­
tuciones pertinentes, no sucede lo mismo con los
idiomas indígenas que no gozan de esa enseñanza siste­
mática. Además, en los centros urbanos de importancia,
están al alcance de los interesados los servicios de los
funcionarios consulares respectivos que se prestan inclu­
so gratuitamente a los nacionales del país de que se
trate.



287. Existen también los factores de diferencias cul­
turales que son importantes y fundamentales en esta
materia.

288. Las relaciones entre el abogado y su cliente o
defendido se dificultan también en forma importante
cuando no se entienden éstos entre sí debido a la dife­
rente apreciación y valoración que tienen de los elemen­
tos que se presentan en casos concretos. A veces no
logran entenderse al discutir acerca de los aspectos que
parecen pertinentes o de la mayor importancia relativa
que deba atribuirse a los diversos aspectos pertinentes.

289. No se tuvo noticia de esfuerzos sistemáticos pa­
ra dar a los estudiantes de derecho ni a los abogados si­
quiera una instrucción de iniciación en las normas del
derecho consuetudinario indígena que existan en los paí­
ses, por lo que los profesionales del derecho no tienen
ninguna formación en estas materias.

290. Básicamente debe señalarse a este respecto que
en la administración de justicia se da muy poca vigencia,
o ninguna absolutamente, al derecho consuetudinario
tradicional indígena y se aplica el derecho que corres­
ponde a los sectores predominantes de la población. Es­
to en sí significa la imposición a los indígenas de un sis­
tema jurídico que les es extraño y al cual nunca se han
sometido voluntariamente, habiendo conservado vigen­
te en la práctica su sistema jurídico consuetudinario que
ha sido generado históricamente por ellos mismos.

291. Ha de señalarse, sin embargo, que en algunos
sistemas jurídicos se prevé el nombramiento de con·
jueces indígenas o asesores especiales en derecho indíge­
na que se integren a los tribunales en los casos perti­
nentes.

292. En las áreas en que hay fuerte presencia numé­
rica de la población indígena, procederá el estableci­
miento de tribunales mixtos o de tribunales indígenas o
el reconocimiento de los tribunales indígenas que fun­
cionan en esas áreas.

293. Se ha informado que en todos los países, aun­
que en medida distinta de una región a otra, existe una
falta de comprensión entre los indígena.s y los funciona­
rios de policía y otros encargados de la ejecución de las
leyes y que a menudo esto se interpreta como definida
animadversión de parte de los funcionarios.

294. A este respecto también se ha señalado que el
número de reclusos indígenas en cárceles y penitencia­
rías así como en establecimientos de detención de otro
tipo excede mucho del de los otros sectores de la pobla­
ción.

295. Sobre este particular se ha indicado que en va­
rios países se han propiciado juntas, seminarios y mesas
redondas de discusión entre los indígenas yesos fun­
cionarios a fin de buscar fórmulas de mejor entendi-
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miento. En esos países también se ha promovido el
ingreso de los indígenas a las profesiones y funciones de
policía y de ejecución de las leyes, así como a las de fun­
cionarios auxiliares de los anteriores ya las diversas mo­
dalidades de la asistencia social.

296. También se ha estimulado la formación de aso­
ciaciones mixtas de indígenas y no indígenas para vigilar
el comportamiento de los funcionarios y los integrantes
de las comunidades indígenas en estos respectos.

297. En todos los sistemas jurídicos hay una u otra
forma de asistencia jurídica a los habitantes del país que
necesitan hacer gestiones administrativas o judiciales.
Algunos países han establecido sistemas de ayuda judi­
cial que implican los servicios jurídicos propiamente
dichos y la asistencia económica y social necesaria para
actuar con cierta igualdad ante la administración de jus­
ticia y ante la administración pública.

298. Los planes y programas que se han establecido
en muchos países incluyen los servicios de abogado que
se proporcionan gratuitamente o a precio reducido y la
exención o reducción de gastos y costas judiciales. En
numerosos sistemas esto sólo se obtiene cuando se
prueba indigencia o extrema dificultad económica para
sufragar los gastos y costas pertinentes. En otros se da
asistencia a toda persona necesitada de ella, difiriéndose
o excluyéndose el cobro que corresponda en caso de in­
capacidad o dificultad comprobadas.

299. Hay sistemas en los que las escuelas de derecho
mantienen uno o más «bufetes populares» en los centros
urbanos pertinentes para dar asistencia jurídica gratuita
a los necesitados de la misma y proporcionar a los estu­
diantes de derecho la oportunidad de obtener la expe­
riencia y la práctica necesarias al encargarse de casos
concretos bajo la guía y la vigilancia de los profesores
universitarios del derecho procesal y del derecho sustan­
tivo que corresponda, según el caso (civil, comercial,
penal, administrativo, etc.).

300. Las dificultades lingüísticas y culturales a que
se ha hecho referencia antes aparecen nuevamente como
pertinentes al estudiar los arreglos de asistencia jurídica
que existan en los diversos sistemas.

301. Una de las formas más directas y sencillas de
superar esas dificultades yesos problemas lingüísticos y
culturales es propiciar y subvencionar programas de
preparación de abogados indígenas. En algunos países
hay planes y programas de preparación de estudiantes
indígenas para su ingreso aventajado en las facultades
de derecho y su acceso a las mejores escuelas de derecho
de esos países. En los Estados Unidos y en el Canadá
hay programas de este tipo que han obtenido un éxito
claro y creciente en esta preparación «prejurídica», co­
mo la llaman.



Capítulo XXII

PROPUESTAS Y RECOMENDACIONES

A.-Países de que se ha ocupado el estudio

302. El Relator Especial recomienda que se examine
cuidadosamente la posibilidad de realizar un estudio in­
dependiente acerca de las poblaciones indígenas de los
países o regiones de Africa. Ese estudio debería estar
mejor racionalizado que el que la Subcomisión tiene ac­
tualmente ante sí, pero debería basarse también en ma­
terial exacto y comprobado, que habría de determinar la
Subcomisión a la luz de información obtenida a ese fin
de sus miembros, en particular de los de países africa­
nos, y de otras fuentes dignas de crédito que pudieran
considerarse adecuadas para ello.

303. El Relator Especial confía en que cualquier
otra omisión o laguna del presente estudio sería corregi­
da a su debido tiempo por el Grupo de Trabajo sobre
Poblaciones Indígenas, que ampliará también sus activi­
dades para abarcar a los grupos existentes en Africa que
puedan considerarse incluidos dentro de los límites de su
mandato.

B.-Las Naciones Unidas

l. EL GRUPO DE TRABAJO SOBRE

POBLACIONES INDÍGENAS

304. El Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indí­
genas, que como lo indica su nombre ha sido consti­
tuido y facultado para que se ocupe exclusivamente de
los problemas y la efectividad de los derechos y liberta­
des de poblaciones indígenas en todas partes del mund-;),
debe ser apoyado y asistido en el cabal cumplimiento de
sus importantes y delicadas funciones, otorgándosele la
más plena libertad de acción, los recursos financieros
necesarios y el acceso a toda fuente de información.

305. Debe apoyársele y asistírsele en el cumplimien­
to de las funciones específicas que le han sido atri­
buidas, que son, vale repetirlo: l. o Examinar los acon­
tecimientos relativos a la promoción y protección de los
derechos humanos y las libertades fundamentales de las
poblaciones indígenas; esto incluye la información soli­
citada por el Secretario General anualmente a los go­
biernos, a los organismos especializados, a las organi­
zaciones intergubernamentales regionales y a las
organizaciones no gubernamentales reconocidgs ('l)mo
entidades consultivas, particularmente las de pe bla­
ciones indígenas; el Grupo de Trabajo ha de ana. izar
esos materiales y presentar sus conclusiones a la Subco­
misión teniendo presente el informe del Relator Especial
de la Subcomisión. 2. o Prestar atención especial a la
evolución de las normas relativas a los derechos de las
poblaciones indígenas, teniendo en cuenta tanto las se­
mejanzas como las diferencias en lo que respecta a la si-
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tuación y a las aspiraciones de las poblaciones indígenas
en todo el mundo.

306. Se apoya explícitamente el enfoque amplio to­
mado por este Grupo de Trabajo en la aceptación de los
representantes de organizaciones indígenas, aunque no
tengan estatuto consultivo formal, como aspecto indis­
pensable para el cabal cumplimiento de su mandato.

307. Todos los órganos y organismos que dentro de
!as Naciones Unidas se ocupen de materias que puedan
interesar a las poblaciones indígenas de los diversos
países deberían tomar debidamente en cuenta los traba­
jos, conclusiones y propuestas del Grupo de Trabajo al
tratar de estas cuestiones y proporcionar a éste la infor­
mación y la asistencia que necesita para cumplir más
cabalmente sus importantes funciones.

308. Se debe solicitar al Secretario General que
preste su constante y decidido apoyo al Grupo de Traba­
jo en lo que respecta a personal y recursos, de manera
que pueda cumplir con su cometido lo más cabalmente
posible.

309. Se sugiere la conveniencia de una constante
representación recíproca, al menos entre el Grupo de
Trabajo y la Comisión de Derechos Humanos, el Co­
mité de Derechos Humanos y el Comité para la
Eliminación de la Discriminación Racial y viceversa, de
manera que cada uno de esos cuerpos esté siempre
plenamente informado y al corriente de la acción em­
prendida por cada un(\ de los otros. Para el efecto,
deberá hacerse a través del Secretario General de las Na­
ciones Unidas, dejándose constancia del informe de
cada período de sesiones, una invitación formal a cada
uno de los organismos interesados.

310. Expresa su más decidido apoyo a la idea de la
constitución de un fondo para asegurar la presencia
auténtica indígena en las sesiones del Grupo de Trabajo
debiendo manifestarse esto en asistencia financiera y de
información a los representantes indígenas que según las
normas pertinentes tengan derecho a esa ayuda, para
que se mantengan informados de lo que hace el Grupo
de Trabajo y asistan a los períodos d.: sesiones del
Grupo dondequiera que éstos se celebren.

311. En vista de la resolución 1983/23 de la Co­
misión de Derechos Humanos en el sentido de que la
Subcomisión «sugiera medios apropiados para lograr
que las actividades del Grupo de Trabajo sean mejor
conocidas en todos los países con el fin de obtener la
participación más amplia posible de observadores
representativos de poblaciones indígenas», se sugiere lo
siguiente:

a) Promover y fomentar la más amplia presencia de
los medios de información durante las sesiones del
Grupo de Trabajo;



b) Proporcionar información en la prensa, la radio,
la televisión, en películas y en vídeo, acerca de lo que
pasa en el seno del Grupo de Trabajo;

c) Promover la preparación de materiales de infor­
mación al público sobre las labores del Grupo de Tra­
bajo;

d) Emitir las listas de puntos principales o cualquier
otro sistema que se adopte para reflejar cada día las
discusiones del Grupo de Trabajo y los temas presen­
tados a éste durante sus períodos de sesiones, al menos
en español además del inglés, ya que, en ausencia de ac­
tas resumidas, es el único medio que tienen el Grupo y
su secretaría de reflejar inicialmente su percepción de
los aspectos importantes de las labores del Grupo y pro­
porcionar una idea preliminar del probable contenido
del proyecto de informe del Grupo de Trabajo;

e) Emitir el proyecto de informe del Grupo de Traba­
jo al menos en español además del inglés como se lo
pidió expresamente al término del primer período de se­
siones y lo acordó el Grupo y, de ser posible, durante el
período de sesiones o durante los cinco días laborables
siguientes a su conclusión. Muchas de las organiza­
ciones indígenas que asisten a los trabajos del Grupo no
pueden quedarse por más tiempo y ese texto es lo único
que pueden llevar consigo para informar a sus bases de
lo realizado en el período de sesiones;

f) Dar la más amplia difusión posible al informe del
Grupo de Trabajo entre las poblaciones indígenas y el
público en general debiendo, además, enviárselo en los
idiomas pertinentes a las instituciones y personas que lo
soliciten formalmente a la secretaría.

312. El Grupo de Trabajo deberá, en cumplimiento
de su mandato contenido en el párrafo 2 de la resolución
1982134 del Consejo Económico y Social relativo al
desarrollo de normas, formular un conjunto de prin­
cipios básicos en la materia, sobre cuya base los órganos
competentes de las Naciones Unidas elaborarán el texto
de un proyecto de declaración y propondrán opor­
tunamente un proyecto de convención.

313. El trabajo relativo a las poblaciones indígenas
debe considerarse como tarea multidisciplinaria que en­
vuelve cuando menos a la FAO, la OIT, la OMS y la
UNESCO, así como a las Naciones Unidas pro­
piamente, y está necesitado de coordinación técnica.
Por ello se propone institucionalizar las consultas
periódicas y coordinación de los trabajos de todos los
organismos involucrados incluyendo a las Naciones
Unidas mismas, tanto a nivel de órganos competentes
dentro de las diversas organizaciones como entre las
secretarías respectivas.

2. SERVICIOS DE ASESORAMIENTO EN MATERIA

DE DERECHOS HUMANOS

314. Se estima que el programa de servicios de
asesoramiento en materia de derechos humanos con­
figurado en virtud de la resolución 926 (X) de la
Asamblea General, de 14 de diciembre de 1955, ofrece
claras posibilidades de gran interés para el estudio y la
solución de los problemas que confrontan las pobla­
ciones indígenas hoy en día en diversas regiones del
mundo y la determinación de políticas y actividades de
los Estados en intentos de solucionarlos. Las tres ac­
tividades principales que se establecen según ese pro-
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grama, consistentes en seminarios, becas y asesoramien­
to de expertos, serían sin duda de gran utilidad a este
respecto, ya sea que se actúe a petición de los gobiernos
interesados o en cumplimiento de resoluciones de la
Asamblea General, el Consejo Económico y Social y
la Comisión de Derechos Humanos. También lo serán
los cursos de formación que fueron agregados
posteriormente a estas actividades.

315. Se mencionarán separadamente esas cuatro
actividades para luego proponer y recomendar un pro­
grama mínimo de actividades en relación con las pobla­
ciones indígenas del mundo.

a) Seminarios regionales y mundiales

316. En el cuerpo del estudio se ha señalado que en
1979 en Ginebra (véase el capítulo 1, párr. 81, y el
anexo, secc. B) y en 1981 en Managua29 se celebraron
seminarios regionales sobre los recursos y otras formas
de protección de que disponen las víctimas de la
discriminación racial y actividades que han de em­
prenderse a nivel nacional y regional, dentro del marco
del decenio de la lucha contra el racismo y la
discriminación racial (1973-1983). Gran parte de los
debates del segundo de estos seminarios se dedicó a los
problemas que confrontan las poblaciones indígenas de
los países del hemisferio occidental. Las conclusiones a
que llegaron los participantes en ese seminario se
dedican exclusivamente a esas poblaciones.

317. El Decenio de la lucha contra el racismo y
la discriminación racial quedó terminado en 1983,
clausurado por la Segunda Conferencia Mundial sobre
este tema (Ginebra, Loa 12 de agosto), celebrada in­
mediatamente antes del 36.o período de sesiones de la
Subcomisión (15 de agosto a 9 de septiembre).

318. Existen, sin embargo, los seminarios que se
celebran en el marco del programa de los servicios de
asesoramiento en materia de derechos humanos. Estos
seminarios reúnen a persom\s clave en sus países respec­
tivos por cortos períodos de dos semanas para estimular
su pensamiento proporcionándoles la oportunidad para
el intercambio de ideas, experiencias y conocimientos
logrados en la solución o intentos de solución de pro­
blemas de derechos humanos y libertades fundamen­
tales. Se crea así una más amplia conciencia de esos pro­
blemas y se contribuye a una mejor comprensión de los
problemas que se estudian y sus posibles soluciones. Las
conclusiones y recomendaciones que de ellos emanan
han sido siempre de gran utilidad en la materia respec­
tiva, y son una fuente de inspiración para todos los
Estados, puesto que en las diversas regiones del mundo
surgen problemas de características diferentes que cabe
analizar en mejor forma a base de la región pertinente.

319. A juicio del Relator Especial, convendría
celebrar seminarios regionales que se ocuparan como
tema exclusivo de los problemas de las poblaciones in­
dígenas en distintas regiones del mundo.

320. El Relator Especial también desea sugerir que
estas actividades podrían culminar en la celebración de
una conferencia mundial sobre este tema, que podría
celebrarse en 1992 en un país donde haya importante

" E/CNA/Sub.2I198212, párr. 8.



población indígena y que ofrezca las facilidades
necesarias para la celebración de tan importante
acontecimiento.

b) Concesión de becas

321. En virtud del programa de servicios de asesora­
miento, también se conceden becas de derechos
humanos a los candidatos designados por los gobiernos
y seleccionados por el Secretario General de acuerdo
con los procedimientos elaborados con ese propósito.

322. Un programa de becas sobre la cuestión de la
protección de los derechos humanos y los libertades fun­
damentales de las poblaciones indígenas, el estímulo de
solicitudes al respecto o el examen favorable de las
solicitudes que se presenten sobre esta materia, con­
tribuiría indudablemente a una mayor toma de concien­
cia y a una mejor solución de los problemas que surgen
en la materia en los países de procedencia y en aquellos
en que se otorga la beca, a la luz de lo que se ha logrado
en los respectivos países. Sería aconsejable estimular a
los gobiernos a que respaldaran las candidaturas de las
personas que como becarios espontáneamente pro­
pongan las organizaciones y comunidades de esos
países.

c) Cursos de formación

323. Como variante y combinación de los progra­
mas de becas de estudios y de los seminarios, estos
cursos han consistido en el otorgamiento de becas a fun­
cionarios gubernamentales de gran experiencia (en nú­
mero de hasta 20 personas en cada uno de los cursos ce­
lebrados hasta ahora) para que se reúnan por pocas se­
manas (un promedio de tres hasta el presente) en la sede
de un instituto especializado en la materia que es tema
del curso a fin de intercambiar puntos de vista y expe­
riencias entre ellos mismos, contando al efecto con las
instalaciones y el personal de ese instituto y con las con­
ferencias y la guía de dos o tres expertos y uno o dos
funcionarios de las Naciones Unidas.

324. Las discusiones entre los participantes en esos
cursos bajo la guía de esos expertos y funcionarios han
sido francas y de gran significación y se han visto
complementadas con visitas a instituciones locales rela­
cionadas con el tema del curso, y un intercambio
adicional con el personal de estas instituciones ha
contribuido grandemente a ampliar el alcance de las dis­
cusiones del curso.

325. El Relator Especial considera muy importante
que pudieran celebrarse cursos de este tipo con la parti­
cipación de altos funcionarios de los departamentos
administrativos dedicados a asuntos indígenas o las ins­
tituciones que en cada país correspondan a aquellos de­
partamentos, una vez cada dos años durante los diez
años siguientes para cubrir las cinco áreas geográficas
que se han establecido como base para la composición
de la Comisión de Derechos Humanos y de Subcomi­
sión.

d) Prestación de los servicios de expertos

326. Asimismo en virtud del programa de servicios
de asesoramiento en materia de derechos humanos se
prevé que a solicitud de los Estados interesados el Secre-
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tario General pueda proporcionarles los servicios de ex­
'pertos para asistirles en la materia de derechos humanos
en que aquéllos soliciten esa asistencia. Al efecto se pro­
pone que debería formularse y mantenerse al día una lis­
ta de expertos reconocidos en materia de derechos hu­
manos y que además tengan conocimiento de las normas
internacionales vigentes y propuestas en la materia, para
que el Secretario General pueda ofrecer a los Estados in­
teresados sugerencias de candidatos a base de la misma
en respuesta a las solicitudes que se reciban al efecto.

e) Programa de acción

327. Por el escaso trabajo hecho hasta ahora a nivel
mundial en pro de la eliminación de la discriminación
contra las poblaciones indígenas y de la institución de
medidas concretas para la protección eficaz de estos
grupos vulnerables, existe hoy una verdadera y urgente
necesidad de que la experiencia obtenida por algunos
esté a la disposición de todos.

328. Los programas de prestación de asistencia
técnica de servicios de asesoramiento en la esfera inter­
nacional llevan como finalidad fundamental la movili­
zación de los conocimientos y de experiencia de un lugar
a otro de la Tierra.

329. Por ello, y por este medio, se sugiere un
programa de actividades que se debe emprender en el fu­
turo inmediato, y precisamente para que, además de lle­
nar una urgente necesidad, sirva de apoyo a las labores
del Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas, de
la Subcomisión y de la Comisión mediante el intercam­
bio de información y la evaluación comparativa de los
logros alcanzados en ese ámbito, obteniéndose a la vez
la preparación parcial de materiales indispensables de
base para el subsiguiente trabajo de las Naciones Unidas
en esta materia.

330. A este respecto se desea proponer la organiza­
ción de intercambios de conocimientos y experiencias,
de diversos tipos:

a) Reuniones pluripersonales a las que cada uno lleve
la experiencia recogida y todos tengan la oportunidad de
aprender directamente de los demás mediante las discu­
siones de grupo como seminarios, simposios, conferen­
cias, etc.;

b) Juntas de funcionarios de los departamentos gu­
bernamentales respectivos de varios países de recoger
nuevas experiencias;

c) La combinación de los anteriores procesos de in­
tercambio de información y experiencia.

331. Dentro de esos programas podrían contemplar­
se al menos las siguientes actividades inmediatas:

a) Estímulo a la solicitud y otorgamiento de becas de
ampliación de estudios a candidatos que escojan temas
relacionados con la asistencia y la protección de las
poblaciones indígenas;

b) Arreglos necesarios para la asequilibilidad de los
servicios de asesoramiento de expertos reconocidos a los
países que los soliciten;

c) Organización de cursos de formación, posiblemen­
te del tipo de los que se han celebrado en Fuchu, Tokio
(Japón), San José (Costa Rica) y Canberra (Australia)
desde 1972 en virtud de la resolución 17 (XXIII) de la



Comisión de Derechos Humanos, de 22 de marzo de
1967, que pide al Secretario General que estudie la posi­
bilidad de organizar esos cursos a partir de 1969;

el) Celebración de seminarios o ciclos de seminarios
regionales y seminarios mundiales sobre temas impor­
tantes de los previstos en el esquema para la reunión de
datos, los capítulos respectivos del estudio, las áreas de
interés identificadas por el Grupo de Trabajo sobre
Poblaciones Indígenas y las que determinen los órganos
y autoridades competentes de las Naciones Unidas;

e) Celebración oportuna de una conferencia mundial
de protección de poblaciones indígenas, con asistencia
de representantes de todos los países que las tengan.

332. Concretamente podrían financiarse estos pro­
yectos con fondos asignados respectivamente a los servi­
cios de asesoramiento en materia de derechos humanos,
a otros aspectos de la asistencia técnica de las Naciones
Unidas y a la asistencia técnica que prestan el PNUD, el
UNICEF, así como los organismos especializados, prin­
cipalmente la FAO, la OIT, la OMS y la UNESCO.

333. Para el período comprendido entre 1984 y 1993
se propondría al Centro de Derechos Humanos que tra­
te de organizar estos tres tipos de actividades bajo los
servicios de asesoramiento en materia de derechos hu­
manos: seminarios regionales o simposios sobre temas
pertinentes al estudio, que se podrían determinar más
adelante; cursos regionales de formación para los fun­
cionarios pertinentes, pudiendo celebrarse el primero en
1985 con posible sede en México u otro país del hemisfe­
rio occidental y bajo los auspicios del Instituto Indige­
nista Interamericano como institución técnica en la ma­
teria; en 1992, una conferencia mundial que reúna a las
personas que en los diversos países de las diferentes re­
giones del mundo y en la esfera internacional se ocupan
de asuntos indígenas sobre un tema que, asimismo,
podrá determinarse después por el Centro de Derechos
Humanos y que podría ser «Presencia y contribuciones
históricas de las poblaciones indígenas del mundo».

334. El Relator Especial desea sugerir a la Subcomi­
sión que ésta quizá se incline a recomendar a los órganos
de que depende la organización formal de un decenio de
acción para propiciar el respeto y la protección de los
derechos humanos y las libertades fundamentales de las
poblaciones indígenas desde 1984 ó 1985, en forma simi­
lar al que se ha organizado para el Decenio de la lucha
contra el racismo y la discriminación racial.

C.-Los organismos especializados

l. LA ORGANIZACiÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO

335. El Convenio 107 no ha mostrado gran eficacia
para la efectiva protección y el desarrollo de los de­
rechos humanos y libertades fundamentales de las
poblaciones indígenas en los países que son Estados par­
te en ese instrumento internacional, ya que hoy, más de
veinticinco años después de su adopción, existe poca di­
ferencia (y no siempre en favor de los Estados partes en
ese Convenio) entre los países que están y los que no es­
tán obligados al cumplimiento del Convenio.

336. Se debería apoyar a la OIT en sus esfuerzos por
realizar una revisión del Convenio 107 y la Recomenda-
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ción 104, ambas de 1957, a fin de tener en cuenta las de­
terminaciones y demandas de las poblaciones indígenas,
sin perjuicio de trabajar, si así lo deciden los órganos
competentes de las Naciones Unidas, hacia la adopción
de una convención de las Naciones Unidas sobre pobla­
ciones indígenas, según se ha expresado ya.

337. Se necesitan disposiciones sustantivas más idó­
neas y precisas y normas de procedimiento más prácti­
cas y eficaces. En el aspecto sustantivo en particular, ha
de ponerse énfasis en el etnodesarrollo y la autonomía o
autodeterminación en vez de en la «integración y protec­
ción». También en cuanto a las normas de ejercución es
menester desarrollar métodos más eficaces, incluyendo
modalidades de inspección y de supervisión del cumpli­
miento en la práctica de las disposiciones pertinentes, en
vez de concebirlas como suplemento de los informes pe­
riódicos y su examen y consideración por la Comisión
de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomenda­
ciones. En todo caso, quizá debería prestarse más cuida­
dosa atención a los resultados de la acción emprendida
en el cumplimiento efectivo de las normas pertinentes.

338. La OIT debería quizá concentrar sus esfuerzos
en materias en que es especialmente competente, o sea,
la ocupación, el trabajo y el empleo, así como la forma­
ción profesional y preparación vocacional pertinentes.
A pesar de la existencia del Convenio 107 y la Recomen­
dación 104, no se ha desarrollado hasta ahora una polí­
tica específica de la OIT en esas materias que sea cohe­
rente y puesta a prueba en su aplicación práctica en los
diversos países que la acepten.

339. Se sugiere, pues, la posibilidad y la convenien­
cia de que, aprovechando la competencia específica de
ese organismo especializado, se desarrolle por los órga­
nos competentes y medios establecidos para ello una
política de ocupación, trabajo, empleo, formación pro­
fesional y fomento y protección de las artesanías en rela­
ción con las poblaciones indígenas.

340. En materia de ocupación deberán incluirse en
especial las ocupaciones tradicionales indígenas, carac­
terísticas de los diversos tipos de población (cazadores,
recogedores, pastoralistas, agricultores, y combina­
ciones de los anteriores); y en materia de empleo las for­
mas de trabajo y empleo a que se dediquen los indígenas
incorporados a la economía de mercado en las zonas ru­
rales y urbanas de los países pertinentes. En esa política
se deberá necesariamente prestar la atención indispen­
sable a las condiciones en que se desarrollan esas ocupa­
ciones, ese trabajo, ese empleo y esa formación profe­
sional, ya las normas y políticas que hayan de adoptarse
para llevarlos a un plano de respeto y eficacia a través de
métodos de ejecución en los diversos países miembros
de la orr y no sólo en los países obligados por el Conve­
nio 107 y la Recomendación 104 tal como quedan refor­
mados.

341. Debería pedirse a la OIT cooperar en los es­
fuerzos para estudiar los fenómenos de servidumbre por
deudas, servidumbre de la gleba o la entrega de niños
para la explotación de su persona o su trabajo, etc. Es­
tos estudios los deberán emprender conjunta o separa­
damente el Grupo de Trabajo sobre la Esclavitud y el
Grupo de Trabajo sobre las Poblaciones Indígenas, a
fin de hacer propuestas coherentes a la Subcomisión y la
Comisión de Derechos Humanos acerca de estas mate-



rias buscando la eliminación de esas prácticas inacep­
tables de explotación del prójimo.

2. LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA
EDUCACIÓN, LA CIENCIA y LA CULTURA

342. El estudio muestra que sería preciso solucionar
muchos problemas para poder aplicar plenamente en to­
dos los países el derecho de las poblaciones indígenas a
preservar su cultura, desarrollarla y transmitirla a las
generaciones futuras. También surgen muchos proble­
mas en materia de educación, tecnología e información.
La UNESCO, que se ha mostrado siempre muy activa
en la iniciación de programas relacionados con el de­
recho a la cultura, ha incluido recientemente en sus pia­
nes de acción los problemas concretos que enfrentan los
grupos étnicos. En consecuencia, la Subcomisión tal
vez considere oportuno recomendar a los órganos
competentes de las Naciones Unidas que alienten a la
UNESCO para que prosiga el estudio del etnocidio y el
etnodesarrollo y amplíe sus enfoques, a fin de incluir
también aspectos de los problemas culturales y educa­
cionales de los grupos étnicos, con particular énfasis en
los problem,as de las poblaciones indígenas.

343. El Relator Especial desea dejar constancia de
que en su opinión así debería hacerse.

344. Se apoya con entusiasmo el programa de la
UNESCO sobre el etnocidio y el etnodesarrollo como
aspectos negativo y positivo, respectivamente, en la to­
ma de conciencia acerca de la debida protección a la
identidad y la integridad de los grupos étnicos en diver­
sas partes del mundo y de las poblaciones indígenas en
ellas, como grupos étnicos que son, pero también dán­
doles atención como comunidades, pueblos y naciones
que también son.

345. Se desea expresar la esperanza de que ese im­
portante ciclo de actividades regionales prosiga y se
complete con una reunión final con la participación de
todos los que han tomado parte en los ejercicios re­
gionales, a fin de determinar los aspectos comunes y
generales a todas las regiones del mundo que presentan
estos problemas.

346. En opinión del Relator Especial, en cuestiones
de educación, cultura, ciencia, y tecnología indígenas,
debería siempre solicitarse la opinión, la colaboración y
la activa intervención de la UNESCO como organismo
especializado de las Naciones Unidas en esas materias,
en toda oportupidad en que se discutan aspectos de estas
cuestiones. Debe involucrarse a la UNESCO en toda ac­
tividad relativa a los medios de información y a las for­
mas de diseminación de datos en relación con los
problemas de las poblaciones indígenas.

3. LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD

347. Debería solicitarse formalmente a la OMS su
continuación con renovados bríos de los estudios de la
medicina y farmacología indígenas que iniciaron y de­
sarrollaron con tanta capacidad el Dr. R. H. Banner­
man y sus colaboradores en ese organismo especializa­
do, y la aplicación de los datos y conocimientos adquiri­
dos en el mejoramiento de la prestación de servicios
básicos de salud a todos los sectores de la población de
los países de todas partes del mundo.
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348. Debe procederse siempre en estrecha colabora­
ción con las dependencias competentes de la OMS al tra­
tarse de asuntos de medicina, farmacología y prestación
de servicios de salud y servicios sociales conexos.

4. LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS
PARA LA AGRICULTURA y LA ALIMENTACIÓN

349. Debería actuarse siempre en consulta con la
FAO en materia de atribución de tierras y de reforma
agraria que afecten a las poblaciones indígenas de los di­
versos países.

350. Se sugiere la conveniencia de proporcionar a la
FAO la información disponible acerca de las necesida­
des especiales de las poblaciones indígenas en materia de
tierra y sus recursos y la protección de las mismas, así
como en la dotación de tierras y el respeto debido a las
tierras indígenas en todo proceso de reforma agraria. Se
sugiere pedir a la FAO que estudie la mejor forma de es­
tablecer qué pertenece a los indígenas, antes de iniciarse
cualquier proceso de reforma agraria y tener siempre en
cuenta sus necesidades de tierra al formular políticas
agrarias y realizar las reformas necesarias en los diferen­
tes países.

351. Sería útil hacer un estudio a fondo del régimen
protector de inalienabilidad e inembargabilidad con que
se intenta proteger la tendencia efectiva de la tierra por
las pol;>laciones indígenas, analizando en particular las
ventajas y desventajas que este régimen represente, no
sólo en sus aspectos teóricos, sino también, preferente­
mente, en su aplicación y funcionamiento prácticos en
las sociedades contemporáneas. Debe solicitarse a la
FAO que, en caso de que las conclusiones sean negati­
vas, proponga otros procedimientos y regímenes que
sean más efectivos para esa necesaria protección contra
sectores más fuertes económica, social y políticamente
en el seno de la sociedad en su conjunto.

352. En particular deben estudiarse las alternativas
existentes en materia de financiación sin que se tome la
tierra como garantía del pago, ya que el pago de
préstamos puede asegurarse a base de otros criterios
pertinentes que podrían ser, por ejemplo, ia honradez y
laboriosidad de las poblaciones indígenas y su perma­
nencia en las tierras ancestrales que ocupan y de las
cuales no migrarán a menos que fenómenos naturales o
presiones extrañas a ellas lo hagan indispensable.

D.-La Organización de los Estados Americanos

353. Debe mejorarse el sistema de información reCÍ­
proca y participación en las sesiones entre órganos y or­
ganismos de las Naciones Unidas y los correspondientes
de la OEA. Debe haber estrecha coordinación entre la
Comisión de Derechos Humanos y la Subcomisión de
Prevención de Discriminaciones y Protección a las Mi­
norías y la Comisión Interamericana de Derechos Hu­
manos, y entre el Grupo de Trabajo sobre Poblaciones
Indígenas y el Instituto Indigenista Interamericano en lo
que se refiere a las poblaciones indígenas.

354. Además de la nota que en cumplimiento de la
resolución 1982/34 del Consejo Económico y Social ha
de enviarse al Secretario General de la OEA, se debería
invitar formal y explícitamente cada año al Instituto In-



digenista Interamericano a que se haga representar en
las sesiones del Grupo de Trabajo sobre Poblaciones
Indígenas y a que se mantenga constantemente en con­
tacto con los miembros del Grupo de Trabajo en mate­
rias de acción para beneficio de las poblaciones indíge­
nas de las Américas. Debe hacerse lo propio con otros
institutos similares que existan en otras partes del
mundo.

E.-Las organizaciones no gubernamentales

355. En materia de derechos y libertades de las
poblaciones indígenas se debe actuar siempre en
estrecha relación y consulta y con la más amplia colabo­
ración de las organizaciones no gubernamentales, en
particular las constituidas por poblaciones indígenas.

356. Se comprueba con beneplácito el recono­
cimiento de estatuto consultivo a tres organizaciones
indígenas más, con las que, por ahora, son seis las orga­
nizaciones con ese estatuto, a saber: el Consejo Interna­
cional de Tratados Indios, el Consejo Mundial de
Pueblos Indígenas, el Centro de Recursos Jurídicos para
los Indios, el Consejo Indio de Sudamérica, la Confe­
rencia Inuit Circumpolar y el Consejo de los Cuatro
Vientos. Se tiene la esperanza de que las otras organiza-o
ciones indígenas que están solicitado reconocimiento co­
mo entidades consultivas tengan éxito en sus solicitudes.

357. Se debe apoyar la obtención del estatuto con­
sultivo por toda organización indígena que llene los re­
quisitos del caso y venga a dar representación a grupos
indígenas no representados ya ante las Naciones Unidas.

358. Se sugiere el establecimiento de una lista de or­
ganizaciones especialmente interesadas en la cuestión
indígena para mantenerse en contacto lo más plenamen­
te posible con ellas en lo que se refiere a las materias de
la especial atribución del Grupo de Trabajo sobre
Poblaciones Indígenas.

359. Se sugiere que, de acuerdo con las directrices
establecidas en su primer período de sesiones por el Gru­
po de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas acerca de la
recepción de documentación de organizaciones indíge­
nas que no gocen del estatuto consultivo como organis­
mo no gubernamental por el Consejo Económico y
Sociapo se establezca, se mantenga al día y se revise pe­
riódicamente una lista de tales organizaciones aceptadas
por el Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas
para los efectos de presentarle información y documen­
tos que considerará éste en el curso de sus sesiones.

360. Se debe actuar en la esfera de los derechos y li­
bertades de las poblaciones indígenas en la más estrecha
colaboración con toda institución especializada en esa
materia.

361. Se recomienda que, en los diez años compren­
didos entre 1984 y 1993, se celebren varias conferencias
internacionales de las organizaciones no gubernamenta­
les sobre temas de importancia para las poblaciones in­
dígenas del mundo con numerosa participación de
representantes de esas poblaciones. Con ello se ayudaría
a enfocar los problemas y las posibles soluciones en es­
tas materias, orientando así la atención de la comunidad

lO E/CN.4/Sub.2/1982/33, párr. 23, inciso ii).
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internacional hacia los problemas más importantes o
más urgentes y las medidas que puedan tomar tanto las
Naciones Unidas como la OEA y las otras organiza­
ciones intergubernamentales de carácter regional, así
como sus organismos especializados respectivamente
correspondientes.

F. - Ideas para la definición de las poblaciones
indígenas desde el punto de vista internacional

362. En el informe preliminar en relación con el
estudi031 se anunciaban las cuatro etapas del trabajo
que debía cumplirse en relación con el tema de la defini­
ción de las poblaciones indígenas. Las tres primeras de
estas etapas del trabajo se han cumplido ya. La primera,
o 'sea la formulación de un criterio guía o definición de
trabajo, se acometió en el propio documento que con­
tenía el informe preliminar arriba mencionado. La se­
gunda, o sea la determinación de las definiciones adop­
tadas en cada uno de los treinta y siete países que cubre
el estudio, quedó atendida al incluirse en los resúmenes
relativos a todos los países indicados 32 las diferentes for­
mulaciones pertinentes, según las indicaba la informa­
ción disponible. La tercera, o sea el examen comparado
de todas esas definiciones, quedó realizada en el capítu­
lo V. Cumple ahora emprender la cuarta etapa, o sea la
de formular, en la medida de lo posible, la definición de
las poblaciones indígenas desde el punto de vista inter­
nacional.

363. Esta es, desde luego, una materia sumamente
complicada, difícil y delicada.

364. En la «definición de trabajo» se reunieron los
cuatro elementos que se han considerado básicos a estos
efectos33

• El capítulo V contiene los elementos objetivos
y subjetivos que se han discernido en las definiciones
adoptadas en los diferentes países que cubre el estudio.

365. El Relator Especial ha estado tentado a no ex­
poner nada más, juzgando que ya ha presentado todos
los elementos que tuvo a su disposición sobre este tema
particular. Sin embargo, como, según se ha expresado
antes, en el informe preliminar se previó una cuarta eta­
pa en el proceso de la definición dentro del estudio, el
Relator Especial estima que debe cumplir con entregar a
la Subcomisión y a su Grupo de Trabajo sobre Pobla­
ciones Indígenas una formulación meramente provi­
sional.

366. Al ofrecer los párrafos que siguen no se ha
hecho sino presentar conceptos y criterios indicativos
que puedan colocarse sobre la mesa de trabajo como in­
tentos meramente preliminares y provisionales, sobre la
base de los criterios que se estiman válidos para el efec­
to. Usándolos de punto de partida se los podrá entonces
criticar y modificar al orientarse a la formulación de
proyectos más acabados de definición de las pobla­
ciones indígenas.

JI E/CN.4/Sub.2/L.566, párr. 19. Véase también capitulo V,
párrs. 1 a 3.

II Véase la lista de esos países que aparece en el documento
E/CN.4/Sub.2/476, párr. 9 y cuadro descriptivo correspondiente.

JJ Véase E/CN.4/Sub.2/L.566, párrs. 24 a 45.



367. Estas líneas no llevan otra pretensión, enton­
ces, que la de estimular el pensamiento y el análisis que
conducirán a la formulación de definiciones como pro­
puestas más formales. Estas, a su vez, habrán de llevar
finalmente a una definición de las poblaciones indígenas
que sea aceptable en todas partes desde el punto de vista
internacional. Esto podrá y deberá servir de guía en los
trabajos sobre esta materia cuando se entre a adoptar
las normas concretas que han de determinar los de­
rechos específicos y las libertades indispensables de las
poblaciones indígenas, ya que entonces será imprescin­
dible saber de qué grupos de población se habla en la ac­
ción que se emprenda para hacer respetar esas normas a
través de las medidas de ejecución que correspondan.

368. Cabe empezar por expresar algunas ideas bási­
cas que han de proporcionar el marco intelectual dentro
del cual se debe producir este esfuerzo. Al respecto ha
de indicarse que esta ha de ser un área privativa para las
comunidades indígenas mismas. Fundamentalmente, ha
de afirmarse que los pueblos indígenas deben ser reco­
nocidos de acuerdo con su propia percepción y concep­
ción de sí mismos, en relación con otros grupos, en vez
de pretender definirlos con arreglo a la percepción de
otros a través de valores de sociedades foráneas o los de
los sectores predominantes en ellas.

369. El derecho de definir qué y quién es indígena
debe reconocerse a los pueblos indígenas mismos.

370. Esta facultad, obviamente, incluye la correlati­
va de definir o determinar qué o quién no es indígena.

371. Ningún Estado deberá tomar, mediante legisla­
ción, reglamentos o por otras vías, medidas que inter­
fieran con la facultad de las naciones o grupos indígenas
para determinar quiénes son sus propios miembros.

372. En todo caso, deben rechazarse las definiciones
artificiales, antojadizas o de manipulación.

373. Buscando la circunstancia que ha producido el
surgimiento de la noción de poblaciones indígenas ha de
afirmarse que la posición especial de las poblaciones
indígenas dentro de la sociedad de naciones-Estados que
hoy existe procede de sus derechos históricos a sus
tierras y de su derecho a ser diferentes y a ser considera­
dos como tales.

374. Muchas de sus tierras les han sido arrebatadas
y las que les quedan están sometidas a constante intru­
sión. Su cultura y sus instituciones y sistemas sociales y
jurídicos han estado constantemente siendo objeto de
ataques a todos los niveles, a través de los medios de in­
formación, de las leyes y de los sistemas públicos de
educación. Nada más natural, pues, que haya habido
por su parte una resistencia a ulteriores pérdidas de
tierras y un rechazo de la deformación o la negación de
su historia y de su cultura, así como una reacción defen­
siva y ofensiva contra las constantes agresiones lingüísti­
cas y culturales y contra los ataques en lo tocante a su
estilo de vida, su integridad social y cultural y su misma
existencia física. Tienen derecho a seguir existiendo, a
defender sus tierras, a mantener y transmitir su cultura,
su idioma, sus instituciones y sistemas sociales y jurídi­
cos y su estilo de vida, que han sido ilegal yabusivamen­
te atacados.

375. Es en el contexto de estas situaciones y de estos
derechos donde debe plantearse la cuestión de la defini-
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ción. Los especialistas de las ciencias sociales han llega­
do a la conclusión de que los grupos étnicos sólo pueden
caracterizarse por las distinciones que ellos mismos per­
ciben entre ellos y otros grupos con los que tienen que
mantener relaciones. Existen como tales grupos étnicos
en tanto en cuanto se consideren diferentes de esos otros
grupos. Los grupos étnicos determinan sus normas
sobre pertenencia al grupo, previendo la inclusión o la
exclusión de las personas a las que pueden aceptar o
rechazar como miembros, o las que van a adoptar o a
excluir del grupo, o las que pueden o no representarlos.
Desde un punto de vista individual, la pertenencia a esos
grupos depende de dos factores principales: la autoiden­
tificación como miembros del grupo (conciencia de gru­
po) y el reconcomiento por el grupo de que esos indivi­
duos pertenecen a él (aceptación por el grupo). Por eso
el grupo puede, con arreglo a sus propias normas sobre
pertenencia a él, e inclusión o exclusión de individuos,
aceptar o rechazar a personas como miembros, o adop­
tar o excluir a otras. Puede también mantener sin cam­
bios esas normas, o modificarlas como desee, sin inje­
rencias exteriores.

376. Es evidente que los pueblos indígenas se consi­
deran diferentes de los otros grupos que forman la so­
ciedad de los actuales Estados-naciones en los que ahora
se encuentran incluidos. Se consideran sucesores históri­
cos de los pueblos y las naciones que existían en sus
territorios antes de la llegada de los invasores de éstos,
que acabaron por prevalecer sobre ellos y por impo­
nerles formas de sujeción colonial o de otro tipo, y cu­
yos sucesores históricos forman ahora los sectores pre­
dominantes de la sociedad. Es también abundantemente
claro que los pueblos indígenas se consideran diferentes
de esos otros pueblos y reclaman su derecho a ser consi­
derados diferentes por otros sectores de la sociedad y
por la comunidad internacional.

377. Los pueblos indígenas desean conservar los
territorios que les quedan y recuperar los que ilegalmen­
te se les han arrebatado, a fin de disponer de una base
territorial adecuada para su existencia como pueblos di­
ferentes. Quieren también que en esas naciones-Estadc';>
se respeten y se reconozcan su cultura, su idioma y sus
instituciones sociales y jurídicas, que ellos consideran
esenciales para su organización y existencia. Y desean
mantener, desarrollar y transmitir a futuras genera­
ciones esos territorios, esas instituciones y sistemas
sociales y legales, esa cultura y ese idioma.

378. Las poblaciones indígenas pueden, por lo tan­
to, definirse como sigue a efectos de las medidas inter­
nacionales que puedan adoptarse y afectar a su futura
existencia.

379. Son comunidades, pueblos y naciones indíge­
nas los que, teniendo una continuidad histórica con las
sociedades anteriores a la invasión y precoloniales que
se desarrollaron en sus territorios, se consideran distin­
tos de otros sectores de las sociedades que ahora preva­
lecen en esos territorios o en partes de ellos. Constituyen
ahora sectores no dominantes de la sociedad y tienen la
determinación de preservar, desarrollar y transmitir a
futuras generaciones sus territorios ancestrales y su
identidad étnica como base de su existencia continuada
como pueblo, de acuerdo con sus propios patrones cul­
turales, sus instituciones sociales y sus sistemas legales.



380. Esa continuidad histórica puede consistir en la.
continuación, durante un período prolongado que lle­
gue hasta el presente, de uno o más de los siguientes fac­
tores:

a) Ocupación de las tierras ancestrales o al menos de
parte de ellas;

b) Ascendencia común con los ocupantes originales
de esas tierras;

c) Cultura en general, o en ciertas manifestaciones
específicas (tales como religión, vida bajo un sistema tri­
bal, pertenencia a una comunidad indígena, trajes, me­
dios de vida, estilo de vida, etc.);

el) Idioma (ya se utilice como lengua única, como len­
gua materna, como medio habitual de comunicación en
el hogar o en la familia, o como lengua principal, prefe­
rida, habitual, general o normal);

e) Residencia en ciertas partes del país o en ciertas re­
giones del mundo;

f) Otros factores pertinentes.

381. Desde el punto de vista individual, se entiende
por persona indígena toda persona que pertenece a esas
poblaciones indígenas por autoidentificación como tal
indígena (conciencia de grupo) y es reconocida y acepta­
da por esas poblaciones como uno de sus miembros
(aceptación por el grupo).

382. Eso preserva para esas comunidades el derecho
y el poder soberano de decidir quién pertenece a ellas,
sin injerencia exterior.

G.-Composición de la población

383. Al hacer cálculos estadísticos de cualquier tipo
sobre las poblaciones indígenas cabe recordar que el uso
de criterios y definiciones ajenos a esas poblaciones no
da un cuadro verdadero de la importancia numérica de
las mismas.

384. En estimaciones y censos de las poblaciones
indígenas ha de tomarse en cuenta que, además de ser
un derecho que debe corresponder enteramente a esas
poblaciones el de determinar quiénes son y quiénes no
son miembros de sus comunidades, este es el medio más
eficaz de establecer cuántas personas son indígenas
dentro de la población del país.

385. Se recomienda compilar estadísticas serias y ri­
gurosas de las poblaciones indígenas tomando siempre
en cuenta, hasta donde esto sea posible, los criterios
subjetivos de autoidentificación y aceptación como se
los ha descrito en el capítulo V.

H.-Principios básicos y eliminación
de la discriminación

1. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES

386. El Relator Especial sugiere que la Subcomisión
quizá desee recomendar la ratificación34 y la estricta

J4 El vocablo «ratificación» se usa para indicar un acto que obliga al
Estado a cumplir las disposiciones del instrumento pertinente, sea éste
un acto de ratificación propiamente di:ho, o de «accesión», «notifica­
ción de sucesión», «aceptación» o «firma definitiva», según el caso.
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aplicación de los distintos instrumentos internacionales
sobre derechos humanos (llamamiento explícitamente
dirigido a todos los gobiernos que todavía no lo hayan
hecho).

387. Entre esos instrumentos cabe citar los siguien­
tes:

a) Convención para la Prevención y la Sanción del
Delito de Genocidio, de 9 de diciembre de 194835

, que
entró en vigor el 12 de enero de 1951;

b) Convención sobre la Esclavitud, de 25 de sep­
tiembre de 1926, enmendada por el Protocolo de 7 de di­
ciembre de 195336

• La Convención enmendada entró en
vigor el 7 de julio de 1955;

c) Convención suplementaria sobre la abolición de la
esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prác­
ticas análogas a la esclavitud, de 7 de septiembre de
195637, que entró en vigor el 30 de abril de 1957;

el) Convención Internacional sobre la Eliminación de
todas las Formas de Discriminación Racial, de 21 de
diciembre de 1965 38

, que entró en vigor el 4 de enero
de 1969;

e) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí­
tiocos, de 16 de diciembre de 196639

, que entró en vigor
el 23 de marzo de 1976;

f) Pacto Internacional de Derechos Económicos, So­
ciales y Culturales, de 16 de diciembre de 19664°, que
entró en vigor el 3 de enero de 1976;

g) Convención relativa a la lucha contra las discrimi­
naciones en la esfera de la enseñanza, de 14 de diciembre
de 196041

, que entró en vigor el 22 de mayo de 1962;
h) Convención Americana sobre Derechos Huma­

nos, de 22 de noviembre de 196942, que entró en vigor el
18 de julio de 1978.

2. ESTUDIO DE LOS TRATADOS CELEBRADOS

CON LAS NACIONES INDÍGENAS

388. En el curso de la preparación del presente estu­
dio se ha hecho evidente la importancia vital que para
ciertos pueblos y naciones indígenas de diversos países y
regiones del mundo tienen los tratados que estas na­
ciones y pueblos celebraron con los Estados-naciones
hoy existentes o con los países que en la época del caso
ejercían poderes de administradores coloniales.

389. Se necesita hacer un estudio profundo y cuida­
doso acerca de los aspectos referentes a las disposiciones
que figuran en esos tratados y convenios, a la vigencia
formal de las mismas en la actualidad, a la observancia
o falta de observancia efectiva de esas mismas disposi­
ciones y a las consecuencias que todo esto tiene para los
pueblos y naciones indígenas pertinentes.

JI Derechos humanos-Recopilación de instrumemos internaciona­
les (publicación de las Naciones Unidas, N.o de venta: S.78.XIV.2),
pág. 47.

16 lbid., págs. 52 y 54.

" lbid., pág. 55.
" lbid., pág. 26.
39 lbid., pág. 8.

" lbid., pág. 3.
" lbid., pág. 36.
" üEA, Convención Americana sobre Derechos Humanos, «Pacto

de San José de Costa Rica», Serie sobre Tratados, N.o 36, Wáshing­
ton (D.C.), 1970.



390. Al respecto ha de contarse necesariamente con
la intervención y los puntos de vista de todas las partes
directamente interesadas en estos tratados y para ello se
necesita tomar en cuenta gran volumen de documenta­
ción. Por ello el Relator Especial estimó que ese trabajo
no podía realizarse adecuadamente dentro del marco del
presente estudio.

391. Se estima, en consecuencia, que sólo mediante
un estudio enjundioso dedicado exclusivamente a esta
materia se podrá, con la necesaria precisión, determinar
cuál sea la condición que guardan esos acuerdos interna­
cionales en la actualidad.

392. Se sugiere la conveniencia de que, a la luz de
los principios y normas vigentes en esta materia, se reali­
ce un estudio sobre estos aspectos con el detenimiento y
la atención que estas delicadas materias exigen, debien­
do procederse a la documentación pertinente y a recabar
opiniones y datos de las diversas fuentes interesadas,
primordialmente de los Estados y de las naciones y
pueblos indígenas que firmaron y ratificaron esos tra­
tados.

3. CONDICIÓN JURíDICA FUNDAMENTAL

Y DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES:

ALGUNAS CONSIDERACIONES GENERALES

393. Se considera justificado el régimen de protec­
ción especial consistente en restricciones a los actos de
disposición de la tierra indígena, siempre que sr.:a para
asegurar que no se prive abusivamente de su tierra a las
comunidades indígenas.

394. No se estima idóneo, por el contrario, imponer
restricciones generales a los indígenas en la administra­
ción de sus bienes y su transmisión mortis causa basán­
dose en un deseo de proteger la conservación de éstos
por aquéllos. Tampoco se estima aconsejable la imposi­
ción de una capitis diminutio afectando en forma más
drástica el pleno goce y ejercicio de los derechos y obli­
gaciones civiles y políticos mientras no sepan expresarse
en el idioma oficial, no sepan leer y escribir en ese
idioma y no estén integrados en la sociedad nacional.

395. Sin pretender dictar políticas a ningún Estado
soberano, se recomienda revisar cuidadosamente estas
disposiciones y mantenerlas constantemente en revisión
a fin de determinar si se estima procedente conservarlas
o cambiarlas por otras que vayan siendo más adecuadas
a los tiempos en que vivimos y a las cambiantes circuns­
tancias del mundo actual.

396. Se recomienda estudiar cuidadosamente si con­
viene o no incorporar disposiciones básicas acerca de las
poblaciones indígenas en las constituciones y, en su caso,
qué tipo de disposiciones serían éstas. Al efecto ha de te­
nerse en cuenta que, al tiempo que gozarán del estatuto
especial que favorece a las normas fundamentales de la
constitución a través de acciones y recursos de protec­
ción especial, estas normas quedarán afectadas por la
relativa rigidez de las disposiciones constitucionales y
será mucho más difícil modificarlas.

4. ALGUNOS ELEMENTOS QUE PODRíAN CONSIDERAR'iE

AL FORMULAR PRINCIPIOS BÁSICOS

397. Se sugiere la conveniencia de que, al revisar las
políticas y los programas de acción, así como las dispo-
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siciones legislativas y administrativas del caso, los go­
biernos tengan debidamente en cuenta los principios
enunciados en las diversas resoluciones, decisiones, re­
comendaciones y declaraciones finales de las conferen­
cias internacionales en las que han participado los repre­
sentantes de las poblaciones indígenas y que han sido
recogidas en el capítulo IV y sus anexos. Esos textos
contienen aspectos fundamentales de la posición de las
poblaciones indígenas en relación con las importantes
materias allí tratadas.

398. Asimismo se sugiere tomar debida cuenta de la
Declaración de San José, contenida en el capítulo /l,
anexo IV y los debates y conclusiones del Seminario de
las Naciones Unidas sobre los recursos y otras formas de
protección de que disponen las víctimas de la discrimi­
nación racial y actividades que han de emprenderse a
nivel nacional y regional43

•

l.-Política fundamental

399. El Relator Especial es plenamente consciente
de que cada país determinará sus políticas étnicas, cultu­
rales, lingüísticas y religiosas en función de sus realida­
des y otros criterios guías que estime pertinentes para la
determinación de eras políticas. Las sugerencias que se
hacen a este respecto sostienen ideas que se desprenden
de las alternativas existentes y de las preferencias que
parecen imponer las necesidades de las poblaciones indí­
genas y las ideas prevalecientes en este momento en el
mundo. No se pretende dictar políticas a ningún Estado
soberano. Se estima procedente, sin embargo, hacer las
siguientes sugerencias.

400. Los Estados deberían buscar y orientar sus
políticas hacia las poblaciones indígenas en el sentido de
respetar su deseo de ser consideradas como diferentes y
la identidad étnica explícitamente definida por esas
poblaciones. En la opinión del Relator Especial esto de­
bería hacerse dentro de un ambiente de pluralismo
sociocultural y político que permita a esas poblaciones
el necesario grado de autonomía, de autodeterminación
y de autogestión que correspondan a las ideas del etno­
desarrollo expuesto en los capítulos IX y XV.

401. La unidad que preocupa legítimamente a nu­
merosos Estados, sobre todo los de más reciente inde­
pendencia, puede lograrse más cabalmente y a niveles
más profundos a través de una auténtica diversidad res­
petuosa de las diferencias entre los grupos existentes que
reivindican una realidad diferenciada dentro de la so­
ciedad global. La anhelada unidad será más lograda si
se basa sobre la diversidad que si busca sustentarse
sobre una uniformidad que no corresponde a los senti­
mientos profundos de los pobladores. En esa diversidad
cada grupo participaría más plenamente, pues lo haría a
base de sus propias concepciones, valores y patrones y
no pretendiendo hacerlo a través de vías de expresión
que le son extrañas.

402. La diversidad en sí no es contraria a la unidad.
Tampoco la uniformidad en sí produce necesariamente
la deseada unidad. Puede, en efecto, haber debilidad y
hostilidad en la uniformidad producida artificialmente

4.1 ST/HR/SER.A/II.



y, por el contrario, fortaleza en la diversidad coordina­
da dentro de un todo armónico, aunque polifacético, a
base del respeto a la especificidad de cada uno de los
componentes.

403. Pluralismo, autogestión, autogobierno, auto­
nomía y autodeterminación dentro de una política de et­
nodesarrollo como la define la Declaración de San José
parece ser la fórmula que reclaman los tiempos en que
vivimos actualmente y que haría justicia a las aspira­
ciones y deseos de las poblaciones indígenas que han es­
tado sometidas a interferencias e imposiciones de todo
tipo por tanto tiempo. Se tiene la convicción de que si­
guiendo esos lineamientos no se estaría fomentando di­
ferenciaciones artificiales ni separatismos donde estos
sentimientos no existen sino meramente reconociendo la
realidad multiforme de las sociedades de los Estados en
que viven poblaciones indígenas. Es indispensable no
obstaculizar la recuperación plena por ellos de la con­
ciencia histórica de su propia existencia como tales y
tomar las riendas de su destino según sus propias aspira­
ciones y tradiciones. Hacer otra cosa es prologar la suje­
ción y la opresión de grupos y culturas que pueden hacer
grandes contribuciones a la humanidad hoy, nuevamen­
te como en el pasado. Debe dárseles esa oportunidad,
como a todo otro pueblo del planeta, si se quiere evitar
fricciones y conflictos que emanarían de la incompren­
sión y la injusticia.

J.-Arreglos administrativos

404. Los países en que viven poblaciones indígenas
deben revisar periódicamente los arreglos administrati­
vos que hayan hecho para la formulación y el cumpli­
miento de la política hacia esas poblaciones, tomando
especialmente en cuenta la evolución de las necesidades
a este respecto, los puntos de vista de las poblaciones
pertinentes y los enfoques administrativos que hayan te­
nido éxito en países en los que prevalezcan circunstan­
cias similares.

405. Los gobiernos que aún no lo hayan hecho de­
berían considerar el establecimiento de instituciones,
mecanismos y procedimientos administrativos especiali­
zados, ya que las entidRdes con mandato concreto y bien
delimitado están en mejores condiciones para dar aten­
ción adecuada a la solución de los delicados y complejos
problemas que confrontan las poblaciones indígenas
hoy en los países en que viven.

406. Los gobiernos que han dividido la responsabili­
dad de los asuntos indígenas entre varios ministerios,
departamentos o instituciones deberían considerar la
conveniencia de crear un organismo especial que coordi­
ne esos esfuerzos. Se debe también examinar la posibili­
dad de facultar a ese o a otro organismo para coordinar
y armonizar los programas privados con la política gu­
bernamental.

407. Los gobiernos con sistemas parlamentarios de­
berían procurar la formación de comités y subcomités
legislativos especializados en asuntos indígenas con mi­
ras a dar más cuidadoso estudio y consideración especí­
fica a la legislación en esta materia.

408. Los gobiernos deben estudiar la institución de
órganos consultivos o de asesoría, sean éstos generales o
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especializados y a nivel nacional o local, para apro­
vechar los conocimientos especializados de los expertos
no gubernamentales, en particular para propiciar la par­
ticipación de representantes auténticos de las pobla­
ciones indígenas; se promovería así la participación de
esas poblaciones en la formulación y el cumplimiento de
la política y los programas oficiales, inspirándose en sus
puntos de vista al revisarlos y modificarlos.

409. La selección y la inamovilidad en sus puestos
del personal que trabaja en las dependencias que se ocu­
pan de los asuntos indígenas deberían regirse por las
normas generales aplicables al servicio civil o carrera ad­
ministrativa, pero se deben adoptar medidas especiales
para obtener los servicios de personas especialmente ca­
lificadas, yen particular de indígenas, para ocupar esos
puestos, reservarándoseles al menos algunos de los
puestos de importancia y decisión. Los programas de
formación en el conocimiento y la comprensión de los
problemas de las poblaciones indígenas y su· posible so­
lución, sea que esta formación se aplique antes de ocu­
par el cargo o mientras se lo ocupe, deben considerarse
como medidas esenciales suplementarias para la efectiva
preparación y utilización del personal y los recursos dis­
ponibles.

410. Se deben hacer esfuerzos especiales para garan­
tizar fondos adecuados a las instituciones y a los pro­
gramas administrativos que se ocupen de los asuntos
indígenas en todo momento. Se debería prever la posibi­
lidad de establecer fondos en fideicomiso para propor­
cionar la estabilidad requerida a ciertas disposiciones
presupuestarias y suplementar las asignaciones regulares
en determinadas áreas críticas. Las entidades o empre­
sas que de por sí produzcan ingresos deben ser someti­
das a revisiones anuales por cuerpos mixtos (guberna­
mentales y no gubernamentales, indígenas y no indíge­
nas) de consulta o de asesoría, a fin de asegurar que el
cumplimiento de los objetivos propuestos para los
ingresos no entren en conflicto con la política general,
de manera que esa política constituya un cuerpo com­
pacto y significativo de principios rectores que estén al
servicio de los intereses de las poblaciones indígenas, se­
gún conciban ellas mismas esos intereses.

411. Los gobiernos deben estudiar la manera de fo­
mentar y alentar a las organizaciones no gubernamenta­
les, en particular las constituidas por indígenas, a través
de los medios normativos y la asistencia financiera que
sea necesaria y propiciar la participación de éstas en
cuerpos y procedimientos de consulta y de asesoría.

412. Los gobiernos deben reconocer la pertinencia y
la especial competencia de las comunidades y organiza­
ciones indígenas en esta materia e incorporarlas en for­
ma creciente a las entidades y procesos de formulación y
aplicación práctica de la política y los programas perti­
nentes en relación con las poblaciones indígenas como
aspectos indispensables. La necesaria participación de
esas comunidades y organizaciones en procesos consul­
tivos y de asesoría debe reconocerse explícitamente y de­
be hacerse lo posible cada vez más en la vida diaria en
materia de asuntos indígenas.



K.-Areas especiales de acción

1. SALUD

413. Dada la situación actual en lo que se refiere a la
salud de las poblaciones indígenas y tomando en consi­
deración el medio sociocultural particular de los distin­
tos grupos, será necesario adoptar medidas especiales
para lograr que los servicios de salud y otros servicios
sociales sean más accesibles a las poblaciones indígenas
y respondan mejor a sus necesidades.

414. Los gobiernos deberían hacer todo lo posible
para que los servicios de salud y otros servicios sean más
fácilmente accesibles a las poblaciones indígenas. De­
berían crearse servicios de salud suficientes en las zonas
en que residen los indígenas. Deberían desarrollarse los
medios modernos de comunicación para responder a las
necesidades sanitarias de las zonas aisladas. Cuando no
existan servicios públicos pueden ser necesarias diversas
formas de subvenciones que hagan accesible la asisten­
cia sanitaria privada.

415. Han de tomarse, en consulta con las pobla­
ciones indígenas, las medidas necesarias para el fomento
del desarrollo de medidas sanitarias efectivas entre las
poblaciones indígenas, enfocando esta acción a través
de la combinación de las prácticas médicas tradicionales
indígenas con las de la medicina moderna y a través de
la cooperación entre los médicos tradicionales y los
científicos en relación constante, a fin de proporcionar a
esas poblaciones en la forma más completa y adecuada
posible los servicios primarios de salud.

416. Otras medidas pertinentes serían, a juicio del
Relator Especial:

a) La preparación, el nuevo adiestramiento y la for­
mación suplementaria de personas indígenas como per­
sonal médico, paramédico, enfermeros y auxiliares
médicos, dentro de programas integrados que se formu­
len, desarrollen y apliquen en activa consulta y coopera­
ción con las comunidades o grupos indígenas intere­
sados;

b) La disponibilidad y mejoramiento de los servicios
de salud y servicios médicos de carácter preventivo, cu­
rativo y rehabilitativo, así como de los programas rela­
cionados de seguridad social y servicios sociales, adap­
tados a las necesidades de las comunidades y grupos
interesados.

417. A guisa de ejemplo en materia de medicina pre­
ventiva y en vista de que ciertos grupos indígenas que vi­
ven aislados del resto de la población, como los silvíco­
las, son especialmente sensibles a las enfermedades
extrañas a su medio, se deben adoptar las medidas indis­
pensables para evitar la propagación de brotes
epidémicos que diezman a la población aborigen.

418. Todo programa de planificación de la familia y
de colocación de niños indígenas en adopción o «padri­
nazgo» ha de adoptarse únicamente previa consulta con
las comunidades y grupos indígenas interesados, y con
la estrecha colaboración y la participación y el control
activos de los mismos.

419. Los gobiernos deberían ser sensibles a los fac­
tores socioculturales y ambientales que obstaculizan la
prestación de servicios de salud y servicios sociales efica­
ces a las poblaciones indígenas; análogamente, deberían
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identificar y aprovechar las características sociocultura­
les y ambientales que pueden contribuir al éxito de tales
programas y servicios.

420. A ese respecto, debería dedicarse especial aten­
ción a la búsqueda de la mejor manera de utilizar la
medicina tradicional y a las personas que la ejercen. De­
berían estudiarse las prácticas médicas y la farmacología
indígenas, a fin de determinar cuáles son sus aspectos
positivos y útiles que pueden combinarse con los servi­
cios y medicamentos modernos.

421. El reconocimiento renovado de la validez de la
medicina y la farmacología tradicionales contribuiría
a mejorar la calidad y disponibilidad de servicios
médicos y a emplear medicamentos acreditados por su
uso eficaz milenario, así como a elevar el nivel general
de salud básica, facilitando al mismo tiempo la rein­
tegración de las comunidades en su propia cultura.

422. Los gobiernos deberían efectuar una nueva
evaluación de la legislación relacionada con la salud cu­
yo carácter discriminatorio se ha criticado y derogar las
disposiciones que se consideraran contrarias a los crite­
rios actuales. A este respecto, deberá prestarse especial
atención a la legislación que regula la venta o el consu­
mo de bebidas alcohólicas y a los requisitos que han de
reunir para recibir asistencia los miembros de los grupos
indígenas.

423. Los programas que se introduzcan para
controlar y combatir el alcoholismo y las toxicomanías
que existan entre las poblaciones indígenas han de
emprenderse con la activa participación de las comuni­
dades o grupos interesados y tomándose plenamente en
cuenta los aspectos particulares que estas afecciones
adopten entre los indígenas, y no meramente como ex­
tensión no modificada de programas generales, ya que
la experiencia muestra la ineficacia de estos últimos.

424. Las barreras culturales deberían superarse me­
diante la capacidad de personal indígena y la participa­
ción de la comunidad indígena en la administración o la
distribución de los servicios.

425. Los gobiernos deberían adoptar un enfoque in­
tegrado del problema que plantea el suministro de servi­
cios sanitarios suficientes. Serán necesarios esfuerzos
simultáneos y coordinados en las esferas de la
enseñanza, la vivienda, el saneamiento, la cría de ani­
males domésticos y el desarrollo económico.

2. VIVIENDA

426. El Relator Especial recomienda lo siguiente:
a) Que los gobiernos nacionales y locales amplíen con

urgencia los programas de viviendas indígenas, a fin de
intentar satisfacer la demanda;

b) Que, cuando sea posible, los gobiernos ejecuten
sus programas de viviendas indígenas a través de coope­
rativas o asociaciones de la comunidad indígena que se
ocupen de las cuestiones de vivienda;

e) Que los gobiernos hagan participar a las comuni­
dades indígenas en la planificación, la ubicación, el
diseño y la construcción de las casas que hayan de edifi­
carse en esas comunidades y establezcan, por lo tanto,
procedimientos apropiados al efecto;



d) Que las entidades públicas y privadas que se ocu­
pen de la vivienda hagan todo lo posible por utilizar
materiales disponibles localmente y métodos de cons­
trucción apropiados, a fin de reducir el costo de las
viviendas y permitir así que se construyan en mayor nú­
mero;

e) Que se prepare un estudio general del problema de
la vivienda, en la medida en que afecta a las poblaciones
indígenas de diversas partes del mundo;

1) Que se adopten medidas especiales para proteger
los derechos legítimos de propiedad, arrendamiento y
ocupación de viviendas de los indígenas contra pre­
siones indebidas destinadas a privarlos de esos derechos
o a impedirles que los adquieran;

g) Para tener éxito, los reglamentos, políticas y
programas han de modificarse para tener en cuenta las
circunstancias jurídicas, económicas y sociales que dis­
tinguen a las comunidades indígenas de otras comuni­
dades;

h) Para cumplir sus funciones en lo relativo a esta
cuestión, los gobiernos han de estar dispuestos a consi­
derar la posibilidad de modificar en forma significativa
la orientación de su política de vivienda, a fin de incluir
en ella adaptaciones importantes por lo que se refiere a
organización, disposiciones para la financiación y siste­
mas de entrega;

1) Que se tomen, en todos los países, medidas para
ocuparse de la situación existente en la esfera de la vi­
vienda, con objeto de eliminar las discriminaciones que
puedan existir al respecto y adoptar políticas adecuadas
orientadas a reforzar la efectividad del derecho de los
indígenas a un entorno limpio, sano y satisfactorio, con
los tipos y niveles de viviendas adecuados a sus necesida­
des familiares en las comunidades elegidas por ellos y
con los servicios esenciales para la vida actual.

427. Al adoptar tales medidas, han de respetarse los
aspectos de las tradiciones indígenas que considere esen­
ciales la comunidad indígena de que se trate.

3. EDUCACiÓN

Criterios generales

428. Es de importancia vital que se atienda a la edu­
cación no académica o informal que no es siquiera men­
cionada por las autoridades públicas de educación de los
Estados, que parecen ocuparse sólo de la escolaridad
pública.

429. Se deben abandonar y discontinuar las políti­
cas orientadas deliberadamente a «desindigenizar» al
indígena, como formas integrales de opresión cultural
que deben rechazarse in tato. La subversión de la so­
ciedad y la cultura indígenas a través de los métodos y
programas de educación es incaceptable. Se debe garan­
tizar a las comunidades indígenas el grado de control y
supervisión de la forma y del contenido de la educación
para su pueblo, que garantice que esa subversión sea
discontinuada inmediatamente.

430. La infraestructura educativa es escasa e insufi­
ciente y la orientación general de las políticas educativas
no responde a una apreciación correcta de los verdade­
ros intereses y necesidades de las poblaciones indígenas.
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431. Deben introducirse en los sistemas educativos
nacionales, estatales, provinciales y locales las modifica­
ciones conducentes a poner la educación que se imparta
a las poblaciones indígenas al servicio de los intereses y
las necc:~idades de las poblaciones indígenas, desterrán­
dose de ese modo las concepciones y orientaciones que
pretenden simultáneamente la «integración» o «asimila­
ción» de los indígenas a la cultura predominante y el
aniquilamiento de ia cultura indígena. A este respecto
debe darse a los indígenas la participación que les
corresponde en los procesos educativos y en el profeso­
rado, así como en la preparación de materi.ales, planes y
programas y en la creación, administración y funciona­
miento de las instituciones educativas a. ellos dirigidas.

432. Han de orientarse las nuevas políticas de edu­
cación hacia al respeto de la identidad étnica indígena y
la integridad cultural de las mismas, debiendo para ello
superan:~ las deficiencias existentes en los servicios ac­
tuales de educación.

Acceso a la educación

433. Han de tomarse medidas decisivas para superar
los aspectos de distribución geográfica deficiente, me­
diante soluciones que no signifiquen separar el alumno
de su comunidad ni someterlo a influencias alienantes
como las escuelas de internado fuera de las comunida­
des. En el caso de poblaciones nómadas o seminómadas
se debe, en la medida de lo posible, hacer que la escuela
viaje con las comunidades o que haya en el camino de
las migraciones estacionales escuelas establecidas y
mantenidas por esas comunidades o sometidas directa­
mente a su control y supervisión. Para resolver los otros
problemas señalados de lengua, cultura, analfabetismo
y distribución geográfica entre poblaciones sedentarias
se apuntan las sugerencias, propuestas y recomenda­
ciones contenidas en los párrafos siguientes.

Medidas especiales necesarias para la educación indí­
gena

434. Debe postularse como ideal establecer, en cada
comunidad, una escuela con personal docente de la pro­
pia comunidad y dotada de materiales idóneos para la
satisfacción de las necesidades de la comunidad que esté
abierta a las influencias de los dirigentes de la comuni­
dad y los elementos socioculturales indígenas de la mis­
ma. No contendrIa entonces elementos alienantes ni los
ocasionaría por la necesidad de desplazamiento a otro
medio ambiente. Esta realización reposaría en el
cumplimiento de los elementos que enseguida se expo­
nen aisladamente.

435. Se deben establecer escuelas en las comunida­
des indígenas o en los lugares que tengan al menos el nú­
mero de alumnos estipulado como mínimo para esos
efectos y que deben ser adecuadas, sea como escuela «de
puesto», «de parada estacional» o «de comunidad».

436. Los maestros deben tener conocimiento del
idioma materno de los alumnos o de la lengua vernácula
predominante en el área donde viven y está la escuela y,
preferentemente, provenir de la comunidad indígena
misma.

437. Debe hacerse uso de la lengua materna del edu­
cando al enseñarle a leer y a escribir y continuar la ins-



trucción en ese idioma durante los grados que compren­
da la instrucción primaria. La instrucción o enseñanza
de ese idioma debe continuar como material opcional
aun después de terminada la primaria.

438. Se debe instruir en los elementos esenciales de
la cultura indígena a los alumnos indígenas de manera
que esto afiance sus vínculos con la cultura de su comu­
nidad y los proteja contra deliberadas instrusiones
alienantes.

439. Se debe familiarizar a los alumnos indígenas
con los elementos necesarios de la cultura dominante de
manera que puedan desenvolverse adecuadamente en el
seno de la sociedad global, pero de manera que no se les
aleje de la cultura indígena propia.

440. Se debe enseñar a los alumnos indígenas a
hablar, leer y escribir correctamente el idioma oficial del
país en que viven, como idioma adquirido cuidando de
que lo conozcan cabal y suficientemente para hacer uso
de ese idioma en forma correcta y eficiente.

441. Se deben formular planes para proporcionar
ayuda, becas, asignaciones, subsidios, alojamiento,
transporte, vestimenta adecuada y otras prestaciones a
los niños indígenas que van a la escuela.

Materiales de educación en general
442. Los Estados deberían desarrollar programas

que preparen a los niños más adecuadamente para la vi­
da en el seno de sociedades multiculturales, eliminando
todo prejuicio racista y etnocentrismo agresivo en la in­
terpretación de la historia y promover una más amplia
comprensión de la cultura indígena. Se necesita tomar
medidas positivas para crear un clima de percepción
alerta de la necesidad de que se haga justicia a todos los
grupos étnicos, en particular a las poblaciones indíge­
nas, y promover una aceptación mutua dentro de un
enfoque pluralista.

443. La educación en general ha de dar gran impor­
tancia a las virtudes de la amistad entre los diferentes
segmentos de la población y promover la comprensión y
el aprecio de las culturas indígenas y no indígenas.

Material de educación para indígenas
444. Se debe dar plena intervención a los indígenas

en la formación y el cumplimiento de las políticas sobre
educación indígena y en la preparación de planes y
programas, materiales de educación y programas esco­
lares, así como en la efectiva introducción de las lenguas
y la cultura indígenas en los programas escolares y de las
enseñanzas y técnicas educativas indígenas en los proce­
sos educacionales.

445. Los programas y materiales para la educación
indígena deben estar basados en los estudios etnológicos
apropiados y poner el necesario énfasis en las culturas,
tradiciones y costumbres indígenas, tal como las conci­
ben los indígenas mismos, que han de dirigir y controlar
esas actividades.

446. La autenticidad de la tradición, la historia y las
instituciones indígenas debe ser preservada al intentarse
su reducción a forma escrita.

447. Los materiales de educación deben ser de­
sarrollados para las poblacione~ indígenas por ellas mis-
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mas o con su importante y decisiva participación y, así
como los preparados para las poblaciones no indígenas,
deben propiciar el desarrollo pleno de la personalidad
humana, fortalecer el respeto por los derechos humanos
y libertades fundamentales de todos los pueblos y fo­
mentar la comprensión, la tolerancia y la amistad entre
todos los grupos. Estos materiales deben contener infor­
mación adecuada sobre los derechos y obligaciones pro­
pios del grupo indígena y los de otros grupos en el seno
de la sociedad global.

Material de educación para no indígenas
448. La coexistencia adecuadamente respetuosa en

el seno de una sociedad pluralista no puede fundarse en
la ignorancia o el desprecio de la cultura de ciertos gru­
pos por otros grupos de la población y, en particular, de
la de los que erradamente se han tenido hasta ahora por
«inferiores» o «primitivos» o como «obstáculos al de­
sarrollo», aunque esto a veces se muestre sólo encubier­
tamente.

449. Es necesario desarrollar y realizar campañas
sistemáticas, persistentes y generalizadas contra las con­
cepciones equivocadas, los prejuicios fijos, las ideas
erróneas o distorsionadas en relación con las pobla­
ciones indígenas en todas sus manifestaciones. Los tex­
tos educacionales para no indígenas han de poner el ne­
cesario énfasis en la necesidad de proceder en la vida
diaria siempre con respeto a los derechos de las pobla­
ciones indígenas.

450. Se debe lograr eliminar los datos erróneos, pre­
juiciosos y distorsionados y sustituirlos por una infor­
mación exacta y verificada acerca de la historia, las
tradiciones, las costumbres, la cultura, las artes y las ar­
tesanías de las poblaciones indígenas y sobre sus contri­
buciones al ambiente cultural de las poblaciones no indí­
genas en las sociedades actuales. Consecuentemente, es
menester introducir las necesarias correcciones en los
materiales de educación y de índole informativa en for­
ma más determinada y eficiente a fin de eliminar esos
aspectos ofensivos de los libros de texto y de otros mate­
riales básicos de educación e introducir en ellos infor­
mación correcta acerca de esos grupos, su historia, sus
tradiciones, hábitos y costumbres y sus contribuciones
al desarrollo de los otros grupos de la población actual
del país o de la región de que se trate.

Contribuciones, autonomía, autogestión y autodetermi­
nación en Inateria de educación
451. Se debe dar a los indígenas la intervención que

corresponde en la creación y el funcionamiento de los
establecimientos de educación, y en la integración del
profesorado de los mismos.

452. Se debe postular como meta el control de la
educación indígena por los indígenas mismos, de mane­
ra similar a lo que sucede con otros segmentos de la
población. Se debe, al efecto, actuar dentro de procesos
de creciente autonomía educativa indígena hasta llegar a
la autodeterminación en la educación de las poblaciones
indígenas, integrada dentro de los sistemas educativos
de los países.

453. La participación o la colaboración de las co­
munidades indígenas o de sus dirigentes o representan­
tes, de personas, grupos u organizaciones en la funda-



ción y el funcionamiento de establecimientos e institu­
ciones de educación en las comunidades indígenas debe
fomentarse y garantizarse de la manera más decidida y
categórica, como medio de orientarlos a servir las
auténticas aspiraciones de esos grupos y comunidades.

454. Ha de impulsarse y apoyarse la educación tra­
dicional indígena a través de la cual se transmite a los jó­
venes, hoy como ayer, la cultura heredada de los ante­
pasados, con los cambios intiOducidos en ella por cada
generación. Debe apoyarse decididamente la formula­
ción de esa enseñanza a través de la creación y operación
de escuelas que proporcionan una alternativa a las es­
cuelas públicas o privadas establecidas en sus comunida­
des o para servir a esas poblaciones, o las complementan
a fin de mantener vivos los enfoques tradicionales en
materia de educación. Eso incluye las escuelas de sobre­
vivencia indígena a las cuales ha de apoyarse, en parti­
cual' ya que hacen posible la eventual toma de la plena
responsabilidad de la educación por las comunidades
indígenas con el subsidio y la asistencia pública o bien
con ayuda privada. Los gobiernos deberían proveer fon­
dos adecuados a las escuelas y programas iniciados por
los indígenas para la enseñanza de la cultura y la tradi­
ción indígenas.

455. Debe fomentarse la extensión de la educación a
toda la comunidad a través de las actividades educa­
cionales de las comunidades indígenas mismas incluyen­
do jóvenes y adultos en la forma y con el alcance que
esas comunidades deseen.

456. El reclutamiento de los profesores e instructo­
res de las comunidades indígenas debe hacerse, hasta
donde esto sea posible, en estrecha colaboración y vin­
culación con esas comunidades y de entre los miembros
de las mismas, ya que éstos conocen plenamente las len­
guas y las culturas indígenas, así como las costumbres
de esas comunidades y su organización interna. Se satis­
facen así los requisitos lingüísticos y culturales sin
alienaciones del medio físico y sociocultural indígena
correspondiente en la educación.

457. Se debe explorar seriamente la posibilidad de
ayudar a crear las universidades indígenas que los
pueblos indígenas han repetidamente declarado desear.
Quizá pueda hacerse esto erigiendo altas instituciones de
estudios en regiones en las que existan pobladores indí­
genas en capacidad de beneficiarse de la existencia de
aquellas instituciones.

4. LENGUA o IDIOMA

458. Los Estados deben reconocer a las lenguas in­
dígenas una condición jurídica que corresponda a la im­
portancia de los habitantes que las hablan dentro de la
población del país. Esta condición podrá ser la de uno
de los idiomas oficiales o la de una de las lenguas na­
cionales. En ningún caso será menor que la de lengua
auxiliar en la escolaridad pública y otras funciones
concretas que se establezcan.

459. En áreas y regiones del país en que haya gran
porcentaje de indígenas deberán emplearse las lenguas
indígenas correspondientes como lenguas oficiales a la
par de cualquiera otra que tenga ese fuero o incluso con
preferencia sobre las otras si así lo exigen las circunstan­
cias.
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460. En todo caso han de crearse bibliotecas, heme­
rotecas, magnetotecas, discotecas y otras instituciones
depositarias que conserven materiales en las lenguas
indígenas importantes del país.

461. Se debe garantizar a los pueblos indígenas el
acceso a los medios de comunicación para divulgar sus
valores culturales, tradiciones e instituciones y hacer po­
sible sus contribuciones y participación en la vida y el
desarrollo histórico del país.

462. Las lenguas indígenas han de utilizarse en to­
dos los medios de comunicación, los cuales deben po­
nerse a disposición de los grupos y personas indígenas
en medida adecuada a sus necesidades y a las posibilida­
des de esos medios.

463. Se considera indispensable que se publiquen
obras en esos idiomas, sean éstas originales o versiones,
en ellos, de obras escritas en otras lenguas. En revistas y
periódicos, la presencia de esos idiomas podrá consistir
en secciones, páginas o artículos en aquéllos.

464. Según las circunstancias, los medios grabados
son especialmente aptos para perpetuar narraciones, re­
latos, tradiciones, historia, actividades culturales diver­
sas, representaciones teatrales y toda otra manifestación
en las lenguas indígenas.

465. En la radio y la televisión deberá haber progra­
mas, noticieros o cortos de información general, así co­
mo la difusión de materiales educativos en esos idiomas,
según las necesidades de las poblaciones indígenas.

466. En todas las actividades del Estado debe hacer­
se posible la utilización de los idiomas indígenas que
cuenten con numerosos hablantes, especialmente cuan­
do éstos ignoren o no conozcan bien el idioma oficial.

467. Debe permitirse el uso de la lengua materna
por los indígenas en sus presentaciones o intervenciones
ante las cámaras legislativas y autorizarse explícitamen­
te en las normas procesales pertinentes el empleo de su
lengua materna por cualquier miembro que no puede
expresarse adecuadamente en el idioma oficial.

468. Si no se prevé la utilización de la lengua mater­
na indígena en las gestiones administrativas, debe
estipularse el derecho a la asistencia de un intérprete
competente pagado por el Estado. Las comunicaciones
a las autoridades que se presenten concebidas en
idiomas indígenas no deben rechazarse. En cambio, de­
be proporcionarse -a expensas públicas- la traduc­
ción que se haga necesaria.

469. En los tribunales debe poderse utilizar el
idioma materno indígena cuando no se conozca o se co­
nozca deficientemente el idioma oficial. Cuando las len­
guas indígenas no tengan fuero de idiomas oficiales, la
intervención de intérpretes y traductores se hace indis­
pensable no sólo en las actuaciones de los tribunales
mismos, sino además en la preparación de memoriales y
otra documentación que deba presentarse en idioma ofi­
cial, para que el abogado y su cliente puedan entenderse
cabalmente. Los gastos y costas los sufragará el Estado.

470. La atribución no solicitada de nombres y el
cambio no consentido de los nombres tradicionales por
otros extraños pertenecientes a otras culturas y prove­
nientes de otras regiones del mundo constituyen cuando
menos actos de imposición y de agresión culturaL Debe



discontinuarse la suplantación de los topónimos tradi­
cionales indígenas y la atribución a personas indígenas
de antropónimos ajenos a la cultura indígena y que no
han sido solicitados ni consentidos por los indígenas
afectados. Debe propiciarse la vuelta a los topónimos y
antropónimos tradicionales indígenas, en lo posible
desligándolos de elementos extraños agregados a éstos,
siempre que lo pidan los indígenas interesados.

471. El uso de los idiomas indígenas en la escolari­
dad pública puede presentarse a nivel primario en otra
forma que a los niveles más elevados, secundario y supe­
rior.

472. La educación bilingüe debe consistir en la
enseñanza en el idioma indígena materno, en lo posible
por profesores indígenas del mismo grupo étnico y lin­
güístico, hasta que quede bien afianzado el conocimien­
to de la lengua materna, incluso a través de la lectura y
la escritura. Esto debería en general continuar al menos
durante todo el ciclo primario, y sólo después de ese
afianzamiento sólido deberá procederse a la enseñanza
del idioma oficial como segunda lengua o idioma ad­
quirido. La enseñanza en el idioma oficial sólo podrá
emprenderse 'como etapa posterior a las descritas.

473. El Estado se esforzará por dar, a nivel de la
educación primaria, facilidades suficientes para la
enseñanza de la lengua materna de los niños indígenas
debiendo, en todo caso, enseñárseles a leer y a escribir
en su lengua materna y afianzar ese conocimiento, antes
de enseñarles ningún otro idioma o lengua, así sea como
segunda lengua o idioma adquirido.

474. En su mayoría, las lenguas indígenas están
entre los idiomas ágrafos que han sobrevivido por tradi­
ción oral de generación en generación a pesar de los
siglos de agresiones lingüísticas concertadas por medio
de la educación académica y la falta de reconocimiento.

475. Para que estas lenguas estén en condiciones de
cumplir las importantes finalidades que se les asignan en
virtud de su posible reconocimiento cómo oficiales, na­
cionales o auxiliares, se han tle crear, mejorar o depurar
alfabetos para su aprobación formal y su utilización al
escribirlos.

476. Se habrán de elaborar los materiales indispen­
sables para el cumplimiento de los fines indicados y sus
funciones en la escolaridad pública (como cartillas,
libros de lectura y de ejercicio, etc.).

477. También se habrán de formar maestros bilin­
gües y preparar los materiales necesarios para poder
proporcionar los conocimientos indispensables a los
profesores no indígenas, o de grupo lingüístico diferen­
te, que deseen formarse como profesores en un idioma
indígena dado.

478. La. enseñanza del idioma oficial a los indígenas
no debe imponerse por la fuerza como acto de agresión
lingüísticBI ni buscando establecer el dominio de una len­
gua suput:stamente superior. Debe concebirse más bien
como una forma de ayudar a los indígenas a escapar de
un posible aislamiento lingüístico y de proporcionarles
una Iingua franca en los contextos nacional e interna­
cional.

479. Debe insistirse en la enseñanza correcta de la
lengua oficial, pues una segunda lengua mal aprendida
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proporcionará más dificultades y problemas que ven­
tajas.

5. CULTURA

480. La política cultural del Estado debe de­
sarrollarse dentro de un ambiente de reconocimiento de
la existencia de la cultura de los grupos indígenas y en
función de normas de conducta respetuosas de las mani­
festaciones culturales indígenas y, si ese es el deseo cla­
ramente expresado por las poblaciones indígenas, del
derecho que tienen a conservarlas, desarrollarlas y
transmitirlas a sus descendientes.

481. Debe procederse a un inmediato abandono de
la~ políticas gubernamentales de intervención en la orga­
nización y desarrollo de las poblaciones indígenas,
reconociéndose su autonomía y su capacidad de invo­
lucrarse en los procesos económicos en función de lo
que ellas mismas perciban como adecuado a sus intere­
ses y necesidades.

482. Es evidente que se ha de adoptar una política
pluralista para proceder con respeto a los derechos fun­
damentales de las poblaciones indígenas que manifies­
ten claramente el deseo de conservar, desarrollar y
transmitir su cultura a generaciones futuras y así afir­
men su derecho a ser diferentes en el seno de la sociedad
global del país en que viven. En desarrollo de aquélla se
han de tomar una serie de medidas que se orienten a ha­
cer posible esa vida diferenciada, libremente escogida
por esos grupos humanos, armonizándola con la de los
otros segmentos de la sociedad. En consecuencia, si bien
para los grupos que desean la asimilación total a los gru­
pos dominantes no cabe sino plantearse su participación
sin cortapisas en la vida cultural del país, para 'os demás
surgirá una serie de otras medidas indispensables.

483. No se debe privar a ningún sector de la pobla­
ción del derecho a tomar parte libremente en la vida
cultural de la comunidad. Es preciso reconocer, sin em­
bargo, que más allá de las privaciones específicas de ese
derecho y aun de las denegaciones o restricciones de
otro orden que no vayan orientadas a esa finalidad en
particular pero que en ella resulten, existen circunstan­
cias que, sin entrañar fenómenos de privación, implican
limitaciones o restricciones operantes directa o indirec­
tamente como consecuencia de las mismas.

484. La violencia o la intimidación, la sugestión
coactiva, el incentivo material y la condenación explícita
y violenta de la cultura indígena en su totalidad deben
considerarse como medios ilegítimos de ejercer influen­
cias y de provocar cambios culturales o religiosos. Su
utilización lleva directamente a la configuración del et­
nocidio.

485. Es indispensable encontrar procedimientos pa­
ra impedir los ataques burdos y las imposiciones abusi­
vas en materia cultural; es preciso, también, orientar en
lo posible las influencias de una cultura sobre otra por
cauces conducentes a cambios culturales positivos que
no se agoten meramente en la deformación y alienación
cultural de ciertos sectores de la población. Esto es im­
perativo, sea cual fuere la meta final propuesta para la
política escogida a este respecto por el Estado, si no se
desea la destrucción de las comunidades indígenas.



486. Se ha de respetar el derecho fundamental de las
poblaciones indígenas al libre desarrollo de la personali­
dad dentro de los propios patrones culturales. Las insti­
tuciones y las actividades culturales de los segmentos
predominantes de la población no deben imponerse de
ningún modo a quienes no desean esas intromisiones y
las rechazan. Se debe proceder siempre con respeto por
el fondo cultural de aquellos grupos y la íntima relación
de las personas, grupos o comunidades indígenas con
aquél. Hace falta comprender o al menos percibir los
efectos destructivos que en las sociedades indígenas pro­
ducen las intromisiones abusivas a este respecto.

487. El Estado puede y debe tomar una serie de me­
didas para dar protección a las actividades desplegadas
en beneficio de ese derecho y para fomentar el respeto a
las mismas.

488. Ante la coexistencia de un orden jurídico na­
cional y otros órdenes jurídicos consuetudinarios que ri­
gen la vida de las poblaciones indígenas, se recomienda
que:

a) Se respeten los órdenes jurídicos indígenas y se ad­
mita la existencia de un pluralismo jurídico sin preemi­
nencias injustificadas de parte del sistema jurídico
nacional;

b) Se acepten los criterios de fuero personal y de con­
sideraciones geográfico-demográficas para la aplicación
de los sistemas jurídicos existentes, según corresponda a
las circunstancias;

c) Se definan los límites del pluralismo jurídico y se
delimiten los espacios culturales en los que no debe in­
terferir el orden jurídico nacional; y se definan también
aquellos aspectos que inevitablemente deben quedar re­
gidos por el orden jurídico nacional, en la medida en
que se refieren a la vigencia de valores y derechos consi­
derados internacionalmente en la actualidad como fun­
damentales e indispensables a la vida contemporánea en
sociedad;

d) Se facilite la utilización, por las poblaciones indí­
genas, del orden jurídico nacional y de una pronta ad­
ministración de justicia en condiciones de igualdad para
la protección de sus derechos y libertades y sin perjuicio
del respeto a sus formas jurídicas propias. Para ello de­
ben difundirse los principios del orden jurídico na­
cional, proveer asistencia jurídica idónea, y adoptarse
medidas económicas y procesales que hagan real y no
meramente formal dicho derecho a la utilización.

489. Toda limitación o restricción que no se rela­
cione con la tierra indígena o comunal debe mantenerse
sólo si así lo desean y piden explícitamente los indígenas
mismos y en la medida en que ellos indiquen. Deben
abolirse las injerencias en los actos civiles y testamenta­
rios y la representación no requerida libremente, pro­
porcionándose en vez de ella la asistencia jurídica y de
otro tipo que los indígenas libremente soliciten.

490. En ningún caso deben imponerse ni prohibi­
ciones ni restricciones al matrimonio entre indígenas y
no indígenas ni afectarse la condición jurídica de las pa­
rejas mixtas ni la de los descendientes de matrimonios o
uniones mixtas.

491. Deben examinarse a fondo las disposiciones le­
gales de ciertos sistemas segÍln los cuales la mujer indí­
gena pierde su condición de tal por contraer matrimonio
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con un no indígena y se afecta a la condición indígena de
los descendientes.

492. Deben reconocerse plenos efectos jurídicos a
los matrimonios celebrados según los ritos y costumbres
indígenas equiparándolos plenamente al matrimonio ci­
vil para los efectos de registro.

493. Aunque no es siempre posible ni deseable im­
pedir o parar los procesos de contacto, cuando llegan
elementos de la cultura urbana a una población indígena
rural, sí se puede y se debe pedir el planeamiento de los
mismos en defensa de la tenencia de la tierra, el estilo de
vida, las formas de cohesión social existentes y los inte­
reses fundamentales de los grupos indígenas.

494. Se debe ayudar a los indígenas rurales que lle­
gan a la ciudad, sea a través de centros de asistencia y
amistad o de los servicios públicos pertinentes, en aspec­
tos como el acceso a la vivienda, a los programas de for­
mación profesional, de preempleo y de empleo y de
'familiarización con los recursos y otros elementos de la
vida urbana.

6. EMPLEO

Ocupación

495. Debería reinar en todos los países el respeto de
los modos de vida y las ocupaciones tradicionales de las
poblaciones indígenas. Deberían hallarse medios para
dar a éstas un lugar en los programas de desarrollo eco­
nómico teniendo en cuenta su contl ibución al estable­
cimiento de modalidades positivas que, a lo largo de mi­
lenios, han resistido la prueba del tiempo.

Mano de obra y empleo. El trabajo forzoso

496. El recurso a la «mano de obra indígena» debe­
ría rechazarse y sustituirse, lo antes posible, por oportu­
nidades de empleo reales para los trabajadores indíge­
nas. Debería procurarse, enérgica y categóricamente, el
cumplimiento estricto de las disposicones que rigen las
prácticas de contratación, el salario mínimo y la termi­
nación de las relaciones contractuales en el momento y
en la forma previstos.

497. Deberían adoptarse medidas contra las viola­
ciones de la prohibición del trabajo forzoso y obligato­
rio. Deberían rechazarse y eliminarse en la práctica, co­
mo lo han sido en la legislación, esas prácticas abusivas,
a las que las poblaciones indígenas han sido y siguen
siendo sometidas.

498. Deberían buscarse y hallarse medios para
contribuir a la eliminación de la servidumbre en todas
sus formas, incluida la servidumbre por deudas.
Señalando que las poblaciones indígenas han sufrido
particularmente los efectos de esas prácticas abyectas a
manos de prestamistas y terratenientes, el Relator Espe­
cial apoya enérgicamente la petición hecha al Secretario
General por la Subcomisión de Prevención de Discrimi­
naciones y Protección a las Minorías en el párrafo 13 de
su resolución 6 B (XXXI), de 13 de septiembre de 1978,
de que lleve a cabo, junto con el organismo especializa­
do pertinente, «un estudio a fondo y de ámbito mundial
acerca de la servidumbre por deudas, teniendo en cuenta
todos los aspectos económicos, sociales y jurídicos per­
tinentes y las relaciones con otras prácticas análogas a la



esclavitud y que a este fin utilice cualquier información
de que disponga procedente de fuentes fidedignas».

499. El Relator Especial recomienda asimismo que
se preste especial atención a los medios para ejercer un
control suficiente sobre los contratistas independientes
de mano de obra, que aprovechan un endeudamiento
provocado a fin de obtener mano de obra barata para el
trabajo estacional en las plantaciones comerciales.
Señala que la mejor manera de que la fuerza de trabajo
indígena goce de una protección suficiente es que los
trabajadcres indígenas constituyan sus propias organi­
zaciones con objeto de negociar para obtener mejores
condiciones de vida y de trabajo. Por consiguiente, re­
comienda que los gobiernos dediquen mayor atención a
permitir, facilitar y promover el establecimiento por los
trabajadores indígenas de sus propios sindicatos y co­
operativas.

500. Los programas de desarrollo que se apliquen
en las reservas y comunidades indígenas deberían con­
tar, en todos los casos, con la aceptación expresa de las
poblaciones indígenas interesadas en general y, en la
medida de lo posible, deberían entrañar la capacitación
de trabajadores indígenas en las zonas indígenas y en la
lengua local, y basarse en un análisis detallado de las
condiciones y oportunidades de empleo en cada zona.
Conviene señalar, sin embargo, que la mayor parte de
las oportunidades de trabajo dependen de la tenencia se­
gura de tierra y del acceso sin limitaciones a los recursos
naturales. A fin de garantizar esa protección esencial de
la tierra y los recursos, toda capacitación debería incluir
información acerca de los derechos de esas poblaciones
en materia de tierra y trabajo con arreglo a la legislación
nacional e internacional.

501. Deberían hallarse maneras de evitar y suprimir
las constantes violaciones de las disposiciones de los ins­
trumentos nacionales e internacionales, a fin de hacer
más eficaces esas disposiciones y reducir las tasas de
subempleo y desempleo de los trabajadores indígenas
para ponerlas, por lo menos, al nivel de las que afectan
a otros sectores de la población.

Formación profesional

502. Deberían revisarse los programas de formación
profesional para que su elaboración y aplicación se ajus­
ten más a los criterios de igualdad, e.liminando los obs­
táculos de hecho que puedan impedir el acceso a ellos de
los indígenas, yesos programas se deberían organizar,
en la medida de lo posible, en las zonas indígenas o cer­
ca de ellas :v utilizarse la lengua indígena hablada por los
participantes o beneficiarios.

503. Deberían introducirse, en la medida de lo po­
sible, disposiciones que proporcionaran a las pobla­
ciones indígenas «oportunidades adicionales», garanti­
zando a los solicitantes indígenas un determinado por­
centaje de las plazas disponibles, reduciendo, en caso de
necesidad, las notas mínimas que hayan de obtenerse en
los exámenes e introduciendo la flexibilidad necesaria en
los requisitos exigidos para la admisión, siguiendo, en lí­
neas generales, los procedimientos ya aplicados en algu­
nos países.

504. Los programas de formación profesional de­
berían ir acompañados de medidas ulteriores comple­
mentarias, entre las que figuren actividades destinadas a
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hallar puestos de trabajo para las personas que terminen
los cursos.

505. Cuando un gran porcentaje de la población
indígena se dedica a actividades asalariadas, permanen­
tes o estacionales, le es indispensable para promover sus
intereses que tenga un conocimiento detallado y comple­
to de sus derechos legales por lo que se refiere a contra­
tación, remuneración y terminación del contrato. Esta
información puede ser proporcionada por las autorida­
des públicas o por grupos no gubernamentales.

506. Los programas de capacitación en las zonas ru­
rales deberían considerarse como parte de los planes de
desarrollo rural integrado y se deberían elaborar en con­
sulta con las poblaciones indígenas locales y organizar
con la participación de éstas. De lo contrario, si los
programas de capacitación se elaboran sin un conoci­
miento suficiente de las condiciones locales y sin la
contribución de los indígenas, pueden resultar
contraproducentes.

Protección de la artesanía

507. Deberían adoptarse medidas para eliminar a
los intermediarios, proteger la autenticidad de los pro­
ductos y rechazar las imitaciones, así como para poner
los precios de los productos de artesanía a un nivel
realista, en el contexto de las condiciones reales del mer­
cado.

508. La consulta y la participación son esenciales en
las esferas del empleo y la formación profesional, así co­
mo en lo relativo a la producción artesanal, su comer­
cialización y la protección de su autenticidad. Ello es
particularmente importante en las sociedades actuales,
debido al aumento de los vínculos y contactos interna­
cionales.

7. TIERRA

509. Es necesario que se sepa que para las pobla­
ciones indígenas la tierra no es meramente un objeto de
posesión y producción. No es mercadería que pueda
apropiarse, sino elemento material del que debe gozarse
libremente. Es indispensable que se comprenda también
la relación especial y profundamente espiritual de los
pueblos indígenas con la Madre Tierra como algo básico
para su existencia como tales y en todas sus creencias,
costumbres, tradiciones y cultura, y para ello, ha de di­
fundirse la información necesaria.

510. También ha de darse a conocer la profunda
alienación que sufren esas poblaciones cuando se les to­
man tierras a las que, como pueblos, han estado ligados
por miles de años. No se debe permitir a nadie destruir
esa relación. Debe terminarse con las sistemáticas viola­
ciones de los derechos de los indígenas a la tierra y sus
recursos.

511. Se debe reconocer que los pueblos indígenas
tienen un derecho natural e inalienable a conservar los
territorios que poseen y a reivindicar las tierras de las
cuales han sido despojados, así como a determinar libre­
mente su uso y aprovechamiento.

512. Debe garantizarse realmente y dar plena vigen­
cia al derecho de las poblaciones indígenas a las tierras
que ellos y sus antepasados han explotado inmemorial­
mente y a los recursos que esas tierras contienen, así co-



mo a las formas de tenencia de la tierra y la explotación
de los recursos generadas históricamente.

513. Las poblaciones indígenas tienen un derecho
natural e inalienable a conservar las tierras que poseen y
a reclamar aquellas de que han sido despojadas. En
otros términos, tienen derecho al patrimonio natural y
cultural contenido en su territorio y a decidir libremente
su manera de usarlo y beneficiarse de él.

514. Ha de reconocerse el derecho de todas las na­
ciones o pueblos indígenas, como mínimo, a que se les
devuelva y se someta a su control una extensión sufi­
ciente y adecuada de tierra, que les permita llevar una
existencia económicamente viable, de conformidad con
sus propias costumbres y tradiciones, y desarrollarse
plenamente a su propio ritmo. Deberían hacerse todos
los esfuerzos posibles para asegurar el reconocimiento
por los gobiernos del derecho a la tierra de los pueblos
indígenas. Los Estados en cuya legislación no se recono­
cen los derechos de los indígenas sobre la tierra deberían
modificar su política respecto de los pueblos indígenas
y comprometerse prontamente a promulgar tal legis­
lación.

515. Puesto que existen formas consuetudinarias de
adquisición de la tierra por los indígenas, deberían pro­
mulgarse leyes especiales en las que se reconozcan explí­
citamente esas formas. No deben quedar en esos textos
lagunas que puedan utilizarse para hacerlos ineficaces.
Los pueblos no indígenas deberían reconocer que los
pueblos indígenas correspondientes fueron los primeros
propietarios de sus países y, en consecuencia, respetar
los derechos establecidos que subsisten en la actualidad.

516. La posesión milenaria o inmemorial y la ocu­
pación económica deberían bastar para acreditar el títu­
lo de los indígenas a la tierra ocupada en esas condi­
ciones, y para reconocerlo y registrario oficialmente,
admitiéndose así la existencia de una situación de pose­
sión y ocupación de hecho que constituye la base de un
derecho establecido.

517. Los gobiernos nacionales, ya sean de carácter
federal o central, deberían utilizar las facultades que les
conceden sus respectivas constituciones para derogar la
legislación local inadecuada, especialmente en lo que se
refiere a los derechos sobre la tierra.

518. Puesto que la negociación y el acuerdo parecen
proporcionar a las poblaciones indígenas la participa­
ción necesaria en los procesos encaminados a solucionar
las controversias en materia de derechos sobre la tierra,
deberían utilizarse esos procedimientos, a menos que se
encuentren otros mejores, siempre que ambas partes in­
tervengan en la negociación en pie de igualdad; esto
implica el reconocimiento de las leyes y costumbres tra­
dicionales de los indígenas.

519. Todos los Estados deberían reconocer inme­
diatamente a las poblaciones indígenas respectivas la
propiedad de las tierras indígenas. Debería darse por su­
puesto que la tierra ocupada por las poblaciones indíge­
nas y que está bajo su control es tierra indígena. En caso
de duda o controversia, la carga de la prueba de la pro­
piedad de la tierra no debería corresponder a las pobla­
ciones indígenas, que descienden de los primeros ha­
bitantes de esos territorios, sino a las poblaciones no
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indígenas que pretenden haber adquirido derechos a una
parte de la tierra.

520. Deberían entregarse inmediatamente a los res­
pectivos grupos indígenas todas las zonas reservadas, y
la tierra debería ser propiedad de los pueblos indígenas
de esa zona y estar bajo su control efectivo, con arreglo
a sus leyes y costumbres.

521. La tierra pública que sea sagrada o tenga un
significado religioso para las poblaciones indígenas de­
bería atribuírseles a perpetuidad.

522. Todos los lugares de importancia histórica o
tradicional para los pueblos indígenas que .;e encuentren
en tierras públicas o privadas no indígenas deberían
conservarse en su estado original y estar abiertos a los
pueblos indígenas gratuitamente y sin limitaciones.

523. Deberían adoptarse todas las medidas necesa­
rias para proteger, jurídicamente y en la práctica, los
legítimos derechos de propiedad de las poblaciones indí­
genas, mediante la investigación, acreditación y registro
de los títulos sobre la tierra y los recursos hídricos ad­
quiridos con arreglo a procedimientos jurídicos con­
suetudinarios.

524. La propiedad y el control de la tierra indígena
deberían protegerse jurídicamente y considerarse in­
violables. No debería crearse ni designarse ninguna ins­
titución intermedia de tipo alguno para actuar como
titular de las tierras de los pueblos indígenas en su
nombre.

525. Deberían adoptarse medidas jurídicas para ga­
rantizar a las poblaciones indígenas una protección más
amplia de la posesión y el control efectivo de sus terri­
torios.

526. Debería establecerse un régimen de protección
de la tierra indígena para evitar que los indígenas sean
despojados directamente de ella, que se les expropie de­
liberadamente o que se vean obligados a enajenarla. Ese
régimen debería comprender, por lo menos, disposi­
ciones que limitaran la enajenación, los gravámenes y
embargos y la prescripción y debería tener carácter pre­
ventivo, ya que tendría escasa utilidad cuando la tierra
ya se hubiera perdido. Deberían adoptarse disposiciones
apropiadas para la concesión de asistencia financiera,
puesto que la tierra no puede ofrecerse como garantía de
pago.

527. En ningún caso debería darse posteriormente
validez a los actos que constituyan violaciones de ese
régimen; de lo contrario, se abriría el camino al fraude,
la simulación y las presiones, haciendo ineficaz el
régimen de protección.

528. Toda adquisición ilegal de tierra indígena de­
bería ser nula y sin efectos de pleno derecho y no debería
otorgar derecho alguno a los compradores o adquirentes
posteriores. Nadie podría invocar su carácter de tercer o
ulterior adquirente como pretexto para no devolver la
tierra así usurpada.

529. La división de las tierras propiedad de las co­
munidades indígenas sólo debería llevarse a cabo a peti­
ción, explícita y reiterada, de los «copropietarios», re­
sultante del consenso claro y comprobado de éstos y
expresada por conducto de sus instituciones tradiciona­
les. En los casos en que las comunidades indígenas ac-



túen sobre la base de una votación mayoritaria (ya sea
por mayoría absoluta o especial), no debería llevarse a
cabo la división, a menos que la petición haya sido apro­
bada o verificada por la autoridad tradicional de la co­
munidad. Debería garantizarse de manera firme y
amplia el derecho a oponerse a una división propuesta.
En cualquier caso, la comunidad conservará un interés
jurídico en la tierra y no se debería llevar a cabo ninguna
enajenación sin su autorización, previo informe y
comprobación, expresada por los procedimientos tradi­
cionales apropiados a que se ha hecho referencia.

530. Debería proporcionarse asistencia técnica y fi­
nanciera eficaz a las comunidades indígenas que inten­
ten proteger su tierra contra las actividades de las
empresas transnacionales, si tales actividades no han
sido autorizadas previamente con arreglo a los procedi­
mientos tradicionales de la comunidad interesada.

531. Deberían adoptarse medidas especiales para
proteger a los indígenas o grupos de indígenas contra el
abuso en caso de transferencia, arrendamiento o grava­
men de su tierra, que en determinados casos deberían
incluir el requisito de autorización previa o aprobación
posterior por la autoridad competente de la comunidad.

532. Debería compensarse a las poblaciones indíge­
nas por la pérdida de todas las reservas o zonas reserva­
das, tierras indígenas y tierras de otro tipo que les hayan
sido asignadas y de las que hayan sido o puedan ser des­
pojadas.

533. Cuando proceda, debería proporcionarse a los
pueblos indígenas asistencia jurídica, técnica y finan­
ciera a fin de que puedan adquirir la tierra que necesitan
para seguir llevando una existencia digna.

534. Deberían proporcionarse a los pueblos indíge­
nas servicios jurídicos que les ayudaran a establecer sus
derechos sobre la tierra y sus derechos territoriales.

535. Las autoridades y los procedimientos que las
comunidades indígenas utilizan para controlar la asig­
nación del uso de la tierra a sus miembros deberían ser
conocidos y apoyados. En ningún caso debería obstacu­
lizarse la actuación de esas autoridades y procedimien­
tos internos.

536. Debería reconocerse a nivel internacional y na­
cional y protegerse plenamente por ley el derecho de las
poblaciones indígenas a la propiedad comunitaria de su
tierra ya la administración de ésta de conformidad con
sus propias tradiciones y cultura.

537. Los actos de enajenación u otra disposición de
la tierra indígena deben siempre emanar de dentro de la
comunidad indígena en procedimientos genuinamente
endógenos.

538. En estos casos podrá instituirse, respondiendo
a la explícita petición de las comunidades indígenas mis­
mas, la necesidad de una verificación de la autenticidad
de los actos dispositivos por autoridad imparcial e inde­
pendiente para garantizar la pureza de estos actos.

539. En lo posible deben apoyarse las formas orga­
nizativas y aspectos funcionales cooperativos, sean éstos
tradicionales o contemporáneos, pero auténticamente
indígenas. La asistencia técnica y financiera debe ser ex­
peditiva y eficaz. Estas formas no deben nunca impo­
nerse desde fuera. Siempre han de ser el resultado de
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procesos endógenos de decisión y de acción. Las mani­
festaciones no indígenas de cooperativismo deben usar­
se sólo cuando soberanamente lo decidan así las comu­
nidades indígenas interesadas.

540. Debería reconocerse el principio de la pro­
piedad y el control sin restricciones de la tierra,
incluidos todos los recursos naturales, por los pueblos
indígenas. No debería privarse a los pueblos indígenas
de la tierra, sus derechos sobre ésta ni los recursos natu­
rales, yesos derechos no deberían dejarse sin efecto ni
declararse extinguidos unilateralmente o sin el consenti­
miento de los pueblos indígenas interesados, concedido
sin reservas y con pleno conocimiento de causa.

541. Por lo que se refiere al aprovechamiento de las
tierras y recursos de los pueblos indígenas, debería reco­
nocerse, apoyarse y protegerse el derecho de éstos de
actuar de conformidad con sus propios valores, estruc­
turas sociales y normas y a su propio ritmo.

542. Los recursos del suelo indígena pertenecen to­
talmente a las comunidades indígenas. Sólo a ellas debe
corresponder la decisión básica acerca de la forma y la
escala de la explotación de los recursos que ofrece ese
suelo.

543. Donde esto sea posible dentro del sistema jurí­
dico imperante, los recursos del subsuelo indígena
también deben corresponder totalmente a las comunida­
des indígenas. Donde esto no sea posible por reservarse
el Estado los yacimientos del subsuelo, deberá éste, en
relación con los recursos existentes en tierras indígenas,
dar plena participación a las comunidades indígenas que
corresponda: a) en la concesión de licencias de explora­
ción y de explotación; b) en los beneficios que de esas
operaciones resulten; e) en los procedimientos para de­
terminar los daños ocasionados y las compensaciones
debidas a los indígenas por la explotación de los recur­
sos del subsuelo de la tierra indígena en el examen de to­
das las consecuencias de esas exploraciones y explota­
ciones.

544. No debería permitirse ninguna actividad mine­
ra en las tierras indígenas sin que antes se haya nego­
ciado con el pueblo indígena que haya de resultar afec­
tado por las operaciones de minería un acuerdo por el
que se le garantice una proporción justa de los ingresos
que puedan obtenerse.

545. Puesto que los derechos de los indígenas a la
tierra deberían comprender el derecho a todos los recur­
sos naturales que ésta contenga y puesto que son las co­
munidades afectadas las que sufrirán todas las conse­
cuencias de las actividades de minería y prospección, las
operaciones de este tipo que se estén llevando a cabo en
la actualidad deberían suspenderse hasta que se celebren
negociaciones con las poblaciones indígenas intere­
sadas.

546. Debería suspenderse la concesión de licencias
para realizar actividades de prospección y minería en de­
terminadas zonas, a fin de dar tiempo a las poblaciones
indígenas interesadas para comprender plenamente los
cambios ocurridos o que se producirán, así como sus
consecuencias, de modo que puedan determinar los me­
dios y procedimientos que han de utilizar para proteger
sus intereses.



547. Debería garantizarse la protección y salvaguar­
dia de los territorios indígenas existentes contra la
explotación de las empresas transnacionales, sin el con­
sentimiento expreso de las comunidades interesadas.

548. La explotación de los recursos naturales ubica­
dos en tierras propiedad de comunidades indígenas de­
bería ser realizada por los propietarios indígenas. De­
berían examinarse y modificarse las leyes y los criterios
vigentes que rigen la adjudicación de las prioridades,
que actualmente favorecen a los no indígenas y a las
empresas transnacionales, a fin de que se adopten dispo­
siciones más justas, por las que se reconozcan plena­
mente los derechos de los indígenas sobre sus tierras.

549. Se debe cuidar en particular de que las licencias
o concesiones otorgadas por el Estado no sean de tal na­
turaleza ni se den en tales cantidades ni sobre áreas de
tal extensión que hagan nugatorio el derecho de los indí­
genas a gozar de sus tierras. Las tierras sagradas o de
significación histórico-espiritual para los indígenas de­
berán siempre excluirse de las licencias o concesiones y
protegerse de las intrusiones de todo tipo.

550. Debería promulgarse legislación apropiada pa­
ra garantizar que no se permitan actividades de prospec­
ción en zonas indígenas sagradas o que tengan un signi­
ficado religioso sin la autorización por escrito de la
comunidad indígena que custodie esos lugares y de las
demás comunidades que tengan un interés legítimo en la
cuestión, debidamente registrada ante un tribunal com­
petente. Esa autorización debería ser confirmada por
los verdaderos representantes de las comunidades, antes
de que pueda iniciarse la exploración, mediante su com­
parecencia en persona ante una autoridad judicial inde­
pendiente e imparcial.

551. Deberían adoptarse disposiciones para que los
pueblos indígenas tengan plena participación en los cá­
nones producidos por las minas situadas en sus tierras
que estén siendo ya explotadas sin que las comunidades
indígenas correspondientes obtengan de ellas ese benefi­
cio. Se debería asignar a las comunidades indígenas inte­
resadas un porcentaje de los cánones estatales con desti­
no a sus planes y programas de desarrollo.

552. Los gobiernos deberían proporcionar fondos
suficientes a las verdaderas autoridades indígenas que
se ocupen de las cuestiones relativas a la tierra, sin
comprometer su independencia.

553. Se deben compensar todos los daños y per­
juicios ocasionados y todas las pérdidas y privaciones
que hayan sufrido las comunidades indígenas a conse­
cuencia de estas invasiones y explotaciones que no se
hayan podido evitar, pero que en todo caso deben con­
denarse, terminarse y sancionarse.

554. Deberían investigarse seriamente y con urgen­
cia los efectos sobre el medio ambiente de la explotación
de los recursos naturales no renovables situados en las
tierras indígenas -especialmente el agua, de importan­
cia decisiva para la supervivencia.

555. Debería reconocerse a las comunidades cuyo
equilibrio ecológico no haya sido destruido la propiedad
del territorio que ocupan. Cuando haya sido destruido
el equilibrio ecológico, deberían ofrecérseles nuevas
oportunidades de desarrollar actividades compatibles
con el debido respeto a su identidad cultural. Deberían

43

elaborarse planes para prestar socorro a las comunida­
des que se encuentran en esa situación, sin olvidar su de­
recho a sus tierras ancestrales; deberían conservarse,
protegerse y ampliarse las reservas existentes y deberían
concederse nuevos territorios a las comunidades indíge­
nas que carecen de tierra o poseen una extensión insufi­
ciente.

556. El Relator Especial recomienda que se señale la
destrucción del equilibrio ecológico que anteriormente
mantenían las poblaciones indígenas, destrucción que se
produjo en diversas comunidades indígenas al abando­
narse las costumbres tradicionales.

557. Se recomienda expresamente que se prohíba o
se evite toda actividad en relación con los territorios de
las comunidades indígenas que, directa o indirectamen­
te, origine la contaminación de la tierra, el aire o el
agua, o, de cualquier manera, agote, desplace o destru­
ya cualesquiera recursos naturales o de otro tipo pro­
piedad de una nación o grupo indígena, ocupados por
éstos o vitales para su subsistencia.

558. Cuando sea necesario el traslado de pobla­
ciones, por una razón que habrá de ser plenamente justi­
ficada, las poblaciones indígenas que resulten afectadas
deberían ser instaladas en zonas que se parezcan lo más
posible a su tierra ancestral, con fauna y flora del mis­
mo tipo. Los sufrimientos de esas poblaciones habrán
de reducirse al mínimo absoluto y habrán de compen­
sarse las pérdidas que sufran, a menos que ello sea im­
posible a causa de fenómenos naturales. Su vuelta a sus
tierras ancestrales debería ser siempre una parte indis­
pensable del plan.

559. Se deben siempre tomar en cuenta las necesida­
des de tierras de las poblaciones indígenas al planear
cualquier programa de reforma agraria.

560. Las tierras que se adjudiquen en función y
cumplimiento de disposiciones de reforma agraria no
deben en ningún caso incluir la tierra a la que los indíge­
nas tienen derecho o que poseían en efecto antes de la
reforma.

561. Los criterios de «tierra disponible» y de «ocu­
pación» han de examinarse muy de cerca. En ningún ca­
so se debe considerar como «tierra vacante» para los
efectos de reforma agraria ninguna de las tierras poseí­
das por las poblaciones indígenas nómadas y seminó­
madas.

562. Es esencial que, antes de clasificar las tierras
como adjudicables o no adjudicables con arreglo a los
planes de reforma agraria, se tengan debidamente en
cuenta su auténtica ocupación y las necesidades de las
comunidades establecidas.

563. Deberían hacerse especiales esfuerzos para ob­
tener tierras para los indígenas o grupos de indígenas y
proporcionarles los medios de trabajar su tierra en los
programas de reforma agraria.

564. Ha de revisarse la aplicación de los criterios
que requieren la explotación de la tierra en forma «na­
cional y productiva», ya que, por lo general, han sido
desfavorables en los grupos y comunidades indígenas.

565. Al despojar a los indígenas de sus tierras y apli­
car políticas de asimilación forzosa se ha provocado un
proceso de pérdida de identidad, urbanización y calami-



dades sociales sin cuento. Es indispensable que se de­
vuelva a los indígenas su base territorial mediante refor­
mas agrarias por las cuales recuperen la propiedad de la
tierra, sin compra ni imposición de gravámenes. Es asi­
mismo esencial que las tierras indígenas sean contiguas,
a fin de salvaguardar la unidad del pueblo.

566. En ningún caso deben darse a los indígenas me­
nos facilidades que a otros grupos dentro del marco de
los planes de reforma agraria. Debe hacerse todo lo po­
sible por obtener tierra «no indígena» o tierras públicas
para adjudicarlas a las poblaciones indígenas necesi­
tadas.

567. Deben recibirse y examinarse favorablemente
las solicitudes indígenas pertinentes, prefiriéndolas en
todo caso a las presentadas por grupos extraños a la
región.

568. Debe darse toda prioridad a la devolución de
la tierra usurpada a las comunidades indígenas propie­
tarias.

569. Cuado se examinen cuestiones relacionadas
con la distribución de tierras, deberían tenerse siempre
en cuenta las necesidades de las poblaciones indígenas al
respecto.

570. Debería alentarse a los gobiernos a nombrar
comisiones que estudien el modo de obtener tierras para
las comunidades indígenas que las necesitan y la mejor,
manera de conceder derechos sobre la tierra a las pobla­
ciones indígenas que hayan sido privadas de ellos y de
proteger esos derechos después de su restitución.

571. Todos los gobiernos deberían reconocer a las
autoridades competentes de las comunidades indígenas
o a las organizaciones de pueblos indígenas constituidas
para defender los derechos de éstos a la tierra y sobre su
tierra y deberían iniciar con ellas negociaciones signifi­
cativas para resolver sus problemas relativos a la tierra.

572. Las disposiciones jurídicas y las buenas inten­
ciones que las inspiran deberían llevarse a la práctica
mediante medidas eficaces de ejecución y actividades ul­

, teriores complementarias.

573. Deberían reducirse al mínimo las condiciones
para la adquisición de tierra por las comunidades indí- ,
genas y los procedimientos aplicados deberían ser rápi­
dos y sencillos.

574. Deberían asignarse a las autoridades indígenas
que se ocupen de la cuestión de la tierra fondos conside­
rables, que les permitieran comprar tierra para las
comunidades indígenas.

8. DERECHOS poLíTICOS

575. No debe exigirse saber leer y escribir como con­
dición para el ejercicio del derecho de voto, ya que este
requisito no se justifica en vista de los diversos procedi­
mientos que se han establecido para facilitar el voto aun
sin saber leer y escribir. Deben discontinuarse las prácti­
cas de manipulación, en la demarcación de distritos y
colocación de urnas electorales, y elevarse estos arreglos
a planos de justicia y equidad, eliminando prácticas
discriminatorias y tratos desfavorables en estas mate­
rias.

576. Debe estimularse el voto por candidatos indíge­
nas entre los electores no indígenas. Han de tomarse las
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medidas pertinentes para que, en vez de una representa­
ción meramente simbólica, haya una verdadera y justa
representación indígena en las funciones y otros puestos
públicos, sean éstos de carácter electivo o no electivo.
Este acceso asegurado a ciertas funciones puede consis­
tir en la reserva de ciertos puestos en el parlamento y en
asambleas provinciales y municipales. También cabe
proponérselo en relación con ciertos puestos no electi­
vos, reservándose un número determinado de estos
puestos a los indígenas. Esto debe hacerse sobre todo en
las entidades que se ocupan de asuntos indígenas.

577. Se han de tomar además las medidas adecuadas
para que se cumplan fielmente esas disposiciones y que,
cuando sea necesario, se ajusten de manera que reflejen
equitativamente las proporciones debidas.

578. Se ha de reconocer que los pueblos indígenas
tienen su propia identidad nacional fundamentada en
las realidades históricas que trascienden los fenómenos
de mera solidaridad frente a la discriminación y la
explotación, y que, por su existencia misma, tienen el
derecho natural y original de vivir libremente en sus pro­
pios territorios.

579. Como consideración indispensable para todo
arreglo conducente a la apropiada participación de las
comunidades indígenas en todos los asuntos que influ­
yen en su destino, se debe actuar con respeto y apoyo a
las formas de organización interna de estos pueblos, ya
que forman parte de su acervo cultural y jurídico y han
contribuido a su cohesión y al mantenimiento de su tra­
dición sociocultural. En virtud de ello se deben abando­
nar las políticas gubernamentales de intervención en la
organización y el desarrollo de los pueblos indígenas y
reconocerles esa autonomía, así como la capacidad de
asumir la dirección de los procesos económicos perti­
nentes de la manera que ellos mismos perciban como
apropiada a sus intereses y necesidades.

580. Debe reconocerse que la libre determinación en
sus múltiples formas se plantea como condición esencial
por las poblaciones indígenas para poder disfrutar de
sus derechos fundamentales y determinar su futuro.

581. Se debe reconocer también que este derecho se
plantea a diversos niveles e incluye factores económicos,
sociales y culturales, además de los políticos, y consiste
fundamentalmente en la libre decisión de los propios
pueblos indígenas que han de crear en gran medida el
contenido de este principio, tanto en sus expresiones in­
ternas como en sus expresiones externas que no implican
necesariamente la facultad de separarse del Estado en
que viven y constituirse como entidades soberanas. Esta
facultad puede bien manifestarse como diversas formas
de autonomía dentro del Estado e incluso del derecho
individual y colectivo a ser diferente y ser considerado
diferente reconocido por la Declaración sobre la raza
y los prejuicios raciales, aprobada por la UNESCO
en 1978 (reproducida en el capítulo II, anexo IV).

582. En efecto, en el curso de la preparación del pre­
sente estudio el Relator Especial trabó contacto más
profundo con el concepto de libre determinación invo­
cado en diversas circunstancias por diferentes grupos de
población como preocupación básica y subyacente en
todos sus planteamientos tal como se ha indicado en el
cap((ulo XVIII y en las conclusiones acerca de esta ma­
teria. Todo esto le lleva a pensar que la sugerencia lan-



zada por la Conferencia mencionada en el párrafo 277
supra podría dar por resultado una elucidación de as­
pectos importantes del concepto de libre determinación
en relación con la situación actual de numerosas pobla­
ciones indígenas.

583. Por ello, dejando explícita constancia de su ad­
miración por la excelente calidad en todo sentido de los
estudios presentados por los Sres. Héctor Gros Espiell y
Aureliu Cristescu sobre el tema de la libre determina­
ción, desea manifestar su acuerdo con esa sugerencia y
darle su decidido apoyo al recomendar que se nombre
un Relator Especial para que prepare un estudio de la
libre determinación, centrando la atención en particular
en este derecho en lo tocante a las naciones y pueblos
indígenas.

584. A este respecto, se recomienda también que se
estudie cuidadosamente el proyecto de declaración de
principios para la defensa de las naciones y los pueblos
indígenas del hemisferio occidental, propuesto a la Con­
ferencia Internacional de las Organizaciones no Guber­
namentales en 1977 (reproducido en el capítulo IV,
anexo IV, secc. A).

9. DERECHOS y PRÁCTICAS RELIGIOSOS

585. Se recomienda que se estudie el sometimiento
de las poblaciones indígenas al sistema de misiones reli­
giosas y a procesos de conversión sistemática a reli­
giones que les son extrañas. Ese estudio deberá hacerse
por los órganos y con los medios que se estimen necesa­
rios a fin de conocer de manera clara y precisa los aspec­
tos de derechos humanos que estén involucrados en tales
situaciones y procesos.

586. Algo similar se debería hacer con otras institu­
ciones o entidades que, según denuncias insistentes de
numerosas personas y organizaciones indígenas y no
indígenas, se pretexto de acción religiosa o bajo
nombres que tenderían a indicar otras funciones, actúan
como elementos de penetración y preparación de los
grupos o comunidades indígenas para su explotación
por núcleos de interés extraños a esos grupos o comuni­
dades entre los que despliegan sus actividades.

587. Se tomarán las medidas necesarias para impe­
dir todo acto o práctica de interferencia o de pertur­
bación o prohibición de ritos, prácticas y ceremonias
religiosas indígenas y para castigar aquellas que no se
hayan podido evitar.

588. Las interferencias indirectas o incidentales de
los ritos y ceremonias religiosas indígenas deben evitarse
y superarse al descubrírselas y al determinarse las causas
y la manera de superarlas, dentro de un ambiente de
equidad, respeto y entendimiento.

589. Los días feriados de las religiones indígenas de­
ben equipararse a los de otras religiones y se les han de
dispensar las mismas consideraciones que a los de las
otras.

590. Se hará todo esfuerzo para que los practicantes
de religiones indígenas puedan cumplir con sus días de
descanso y celebrar los días feriados y ceremonias
correspondientes de acuerdo con sus religiones o creen­
cias, a su debido tiempo y por los períodos prescritos
por las normas pertinentes.
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591. Esto significa posibilitar a los practicantes de
las religiones o creencias indígenas asistir o tomar parte
en los rituales y ceremonias indígenas en el caso de las
personas empleadas por patronos no indígenas; los in­
ternos en instituciones de salud o en instituciones pena­
les; niños que se encuentran lejos de sus comunidades o
grupos indígenas y están en hogares adoptivos o de
«padrinos», o bien en internados escolares.

592. Se deberá hacer todo esfuerzo para resolver los
problemas y dificultades de formalidades para cruzar
las fronteras con propósito de asistir a ritos y ceremo­
nias religiosas o participar en ellas.

593. Las ceremonias, costumbres y prácticas fune­
rales o de entierro serán respetadas en su calidad de ac­
tos religiosos que son, y no meramente toleradas. Se les
dará la misma condición y consideración que se da a
otras ceremonias en ocasión del entierro de los muertos.

594. Mientras se realiza la devolución de las tierras,
lugares y sitios sagrados para las poblaciones indígenas
para que ellas mismas los conserven y cuiden de acuerdo
con las normas pertinentes, debe garantizarse el acceso a
las tierras y lugares sagrados y a los productos naturales
de los mismos que sean necesarios para las prácticas reli­
giosas de los indígenas. Estos deberán ser protegidos y
facilitados en la medida en que sea posible frente a dis­
posiciones limitativas, restrictivas o de control de esas
áreas por razones justificadas de otra índole.

595. En los lugares sagrados para los indígenas debe
evitarse toda práctica que ponga en peligro la conti­
nuada provisión de los productos naturales de las tierras
santas o sagradas o que entrañe la posibilidad de alterar
el estado natural del sitio.

596. Cuando en casos excepcionales la devolución
de esas tierras a los indígenas no sea posible, se deberán
tomar medidas para proteger el acceso a esas tierras o
lugares sagrados y a sus productos naturales y la conser­
vación del estado natural de esos lugares y la esfera pri­
vada de los practicantes cuando se encuentren en esas
tierras.

597. Se deberá entrar en arreglos que garanticen el
requerido acceso a las tierras sagradas y los productos
de las mismas y la esfera privada en ellas.

598. El acceso a los lugares tradicionales de en­
tierro, su respeto y protección deben ser garantizados
por los Estados por medio de actos formales proclamán­
dolos como tales lugares sagrados en los reglamentos de
las entidades administrativas y en las políticas adopta­
das en estas materias.

599. Se protegerá la efectividad del acceso a los
objetos sagrados y su disponibilidad, conservación y
protección y la del carácter sagrado de los mismos.

600. Las leyes de conservación deberán tener en
cuenta la provisión necesaria para usos religiosos en la
máxima medida posible.

601. Los funcionarios o guardas fronterizos deben
abstenerse de toda conducta o práctica que innecesa­
riamente profane los objetos sagrados que se portan a
través de las fronteras o afecte a la fuerza espiritual de
los mismos. Al cruzar fronteras internacionales los indí­
genas que lleven artículos para usarlos en sus religiones
tradicionales deberán ser tratados con respeto y digni-



dad y, en la medida en que lo permitan las disposiciones
legales pertinentes, de acuerdo con sus propias leyes reli­
giosas.

602. Al prohibirse el uso de sustancias controladas
(coca, peyote, hongos alucinógenos, etc.) debe tenerse
debidamente en cuenta la provisión de esas sustancias
que se hace necesaria para su uso en relación con las reli­
giones indígenas tradicionales.

603. En los casos en que el uso de los alucinógenos
mencionados forme parte de las tradiciones religiosas y
rituales, se deberá, con el apoyo de las mismas comuni­
dades y, de ser posible, a través de ellas mismas, estable­
cer las medidas de control que sean necesarias para evi­
tar los abusos y la comercialización de esas sustancias.

604. Los museos deberán declinar la adquisición pa­
ra sus colecciones de objetos que son conocidamente de
significación religiosa actual para las religiones tradi­
cionales indígenas y deberán informar a los dirigentes
religiosos indígenas que corresponda de que la presencia
de esos objetos en el mercado o en manos no indígenas
ha llegado a su conocimiento.

605. Los museos deberán devolver a las comunida­
des o grupos de origen los objetos que se encuentren en
posesión de esos museos siempre que esas comunidades
o esos grupos los pidieren como necesarios en sus prácti­
cas religiosas actuales. Mientras se hace esa devolución
o cuando ésta no se pida, los museos deberán consultar
a los dirigentes religiosos indígenas para que los guíen
en sus prácticas relativas a la exhibici6n y la identifica­
ción por medio de etiquetas, la conservación y el alma­
cenaje de los objetos sagrados indígenas que se en­
cuentren en su posesión. .

606. A petición de los practicantes religiosos corres­
pondientes, los museos deben hacer posible y fácil que
esos practicantes den el tratamiento ritual que corres­
ponda a los objetos sagra,dos que se encuentren en pose-
sión de esos museos. .

607. A fin de evitar toda posible profanación de un
área que es sagrada para los indígenas en casos en que se
proponga la proclamación de ésta como sitio arqueoló­
gicamente interesante o proceder de una manera dada a
ciertos trabajos concretos de restaur.ación o a abrir esa
área al público, se han de celebrar necesariamente con­
sultas con los dirigentes tradicionales de las comunida­
des o grupos indígenas interesados sobre estos aspectos
precisos y sobre toda posible violación de las normas
pertinentes que gobiernan esas tierras, sitios u objetos
que puedan resultar de esas actividades.

608. En toda materia relativa a los ritos religiosos y
a las tierras y objetos sagrados para los indígenas, se
han de celebrar consultas ':con los dirigentes religiosos
tradicionales de las comunidades o grupos interesados.

10. IGUALDAD EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Y ASISTENCIA JURíDICA

609. Cuando por razones de equidad se requiera en
los tribunales de justicia el uso de las lenguas indígenas,
se deben hacer arreglos adecuados para que en toda cla­
se de procedimientos y en todas las etapas e instancias
de los mismos se proporcione el acusado, litigante, testi­
go o experto indígena que no domina el idioma oficial la
posibilidad de participar plenamente en la calidad en

que se presenta pudiendo utilizar el idioma indígena en
que sabe expresarse con adecuada habilidad y en el que
entenderá lo que se le diga, se le comunique o pida.

610. Es también importante que se hagan los
arreglos necesarios para hacer factible la estrecha rela­
ción que debe existir entre el cliente y el abogado que le
presta sus servicios y los expertos y testigos del caso, de
manera que puedan prepararse adecuadamente las pre­
sentaciones que se han de hacer y responder adecuada­
mente a las diversas circunstancias que se presenten en el
curso del proceso.

611. Tanto en los tribunales como fuera de ellos, en
la relaciól cliente-abogado se necesitan servicios de in­
terpretaci n y de traducción cuando los interesados no
dominen uficientemente el idioma oficial. Esos servi­
cios les deben ser proporcionados por lo menos en las
mismas circunstancias de facilidad en el acceso y de
eficiencia en su prestación que a los otros idiomas no
oficiales que gocen de esos servicios.

612. Para resolver los problemas de escasez y falta
de preparación profesional de los intérpretes y traducto­
res en relación con los idiomas indígenas, se sugiere la
ampliación de las escuelas en que se preparan intérpretes
y traductores en los diversos países a fin de incluir en sus
programas los principales idiomas indígenas del país o
de la región de que se trate, para que existan en número
y calidad adecuados a las necesidades existentes.

613. En cuanto a las diferencias y dificultades cultu­
rales mencionadas, cabe sugerir que se procure dar vi­
gencia a las instituciones jurídicas indígenas a través del
establecimiento de éstas como derecho supletorio en los
casos en que así lo exijan las circunstancias para los tri­
bunales de jurisdicción ordinaria y privativa del caso.

614. Se debería también dar presencia al sistema
jurídico indígena a través de conjueces indígenas o ase-

- sores especiales en derecho indígena que se integren en
los tríbunales en los casos, las ramas del derecho y las
áreas pertinentes. Se debería también propiciar, en las
áreas en que hay fuerte presencia numérica de la pobla­
ción indígena, el establecimiento de tribunales mixtos o
de tribunales indígenas donde no los haya y el reconoci­
miento de los tribunales indígenas que existan en esas
áreas.

615. Cabe sugerir que, en caso de que se invoquen
diferencias de sistema jurídico, se atiendan estos plan­
teamientos al reconocer que en ciertos casos existen di­
ferencias en cuanto a las leyes aplicables según las partes
involucradas en un litigio o causa, pues el indígena invo­
ca disposiciones e instituciones de su derecho consuetu­
dinario que el abogado ignora.

616. Se deberían facilitar las relaciones entre el abo­
gado y su cliente o defendido, que se dificultan también
en forma importante cuando no se entienden éstos entre
sí por la diferente apreciación y valoración de los ele­
mentos que se presentan en casos concretos y las tradi­
ciones jurídicas que invocan.

617. Para resolver los problemas lingüístico­
culturales se recomienda establecer o fortalecer el es­
tablecimiento de programas de preparación de personas
indígenas como abogados y su ingreso en la carrera judi­
cial o bien su integración dentro del sistema judicial del
país en diversas formas y niveles.
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618. Se consideran útiles y recomendables los
programas de preparación de estudiantes indígenas an­
tes de su ingreso en las facultades de derecho, a fin de
ponerles en condiciones de aprovechar mejor las
enseñanzas de la facultad, aspirar a becas de estudio y
tener acceso a las mejores universidades.

619. Se considera recomendable la preparación de
abogados no indígenas por medio de la instrucción en el
idioma, la cultura y el derecho indígenas que correspon­
dan, a fin de posibilitarles el trabajo con clientes indí­
genas.

620. Se considera útil y conveniente celebrar juntas,
seminarios, mesas redondas u otras reuniones similares
entre indígenas y funcionarios de policía y otros encar­
gados de la ejecución de las leyes, a fin de que se conoz­
can mejor y busquen fórmulas de mejor entendimiento
recíproco. Asimismo se considera conveniente propiciar
el ingreso de los indígenas en esas profesiones y fun­
ciones, así como en las de auxiliares de las mismas.

621. Donde los funcionarios de policía y otros en­
cargados de la ejecución de las leyes en relación con las
poblaciones indígenas no sean indígenas, se estima útil y
recomendable la formación de asociaciones mixtas de
indígenas y no indígenas para vigilar el comportamiento
de esos funcionarios y de los integrantes de las comuni­
dades pertinentes en sus relaciones con los anteriores.

L.-Retención del tema

622. La Subcomisión tal vez desee además examinar
la conveniencia de retener formalmente la cuestión de
las poblaciones indígenas en su programa de trabajo.
Efectivamente, el análisis de la situación actual parece
indicar que es a todas luces necesario mantener la vigi­
lancia acerca del disfrute de los derechos de las pobla­
ciones indígenas. Al respecto ha de tenerse en cuenta
que con la creación del Grupo de Trabajo sobre Pobla­
ciones Indígenas, que celebra períodos de sesiones
anuales, la Subcomisión recibirá cada año el informe del
Grupo de Trabajo y por ello tendrá que tener siempre en
su programa el tema correspondiente, que podría ser de­
nominado «Problemas y ~erechos de las poblaciones
indígenas» o simplemente «Poblaciones indígenas».

M.-Difusión del estudio

623. Los esfuerzos para informar a la comunidad
internacional y para formar la opinión pública interna­
cional son un medio muy eficaz para que ésta adquiera
conciencia de los problemas de las poblaciones indíge­
nas. En el presente estudio se ha examinado sistemática­
mente la situación de poblaciones indígenas en los dis­
tintos países del mundo. La Subcomisión tal vez desee
decidir, como en el caso de los estudios que ha efec­
tuado anteriormente, que se imprima el estudio para uso
de los gobiernos, organismos especializados, centros de
investigación, organizaciones no gubernamentales y to­
das las personas interesadas, y que se le dé además la
mayor publicidad posible.
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N.-Adopción de principios e instrumentos

624. Del contenido del presente estudio se despren­
de claramente que los principios enunciados en los ins­
trumentos internacionales existentes en materia de de­
rechos humanos y libertades fundamentales no se apli­
can plenamente en todos los países. Se estima indispen­
sable que se cumplan cabalmente en todas partes las dis­
posiciones vigentes en los diversos países y que se acepte
por todos lo más pronto posible la obligatoriedad de to­
dos los instrumentos hoy existentes en materia de de­
rechos humanos y libertades fundamentales. Para ello
habrá que cuidar en particular de la ejecución cada vez
más estricta de esas estipulaciones.

625. Queda también claro que las disposiciones con­
tenidas en estos instrumentos no son plenamente ade­
cuadas para el reconocimiento y la protección de los de­
rechos específicos que las poblaciones indígenas tienen
en cuanto tales en el seno de las sociedades globales de
los países en que viven actualmente.

626. Es entonces indispensable elucidar todas las
consecuencias de las disposiciones existentes y las medi­
das que entraña el respeto efectivo de los derechos en
ellas reconocidos, así como las normas complementarias
que habría que formular y cumplir. A juicio del Relator
Especial convendría elaborar determinados principios
en que pudieran inspirarse los gobiernos de todos los Es­
tados en su actuación en relación con las poblaciones
indígenas a base del respeto por la identidad étnica de
las mismas y por los derechos y libertades que les corres­
ponden.

627. En esos principios habría que recoger entonces,
necesariamente, las normas complementarias y específi­
cas que como resultado de un examen cuidadoso se de­
termine que habría que formular a fin de reconocer y
proteger más plenamente los derechos y libertades que
es indispensable consagrar y cumplir en relación con las
poblaciones indígenas. Desea sugerir el Relator Especial
que, como se ha hecho en casos similares en relación con
otms materias, una vez reunidas en un conjunto de prin­
cipios las ideas y medidas que se estimen fundamentales,
la Subcomisión recomiende a los órganos de que ella de­
pende la necesidad de formular una declaración de los
derechos y libertades de las poblaciones indígenas que
eventualmente pudiera llegar a constituir la base de una
convención sobre la misma materia.

628. Para los efectos de la elaboración del proyecto
de conjunto de principios, del proyecto de declaración y
del proyecto de una eventual convención, cuenta la Sub­
comisión con el Grupo de Trabajo sobre Poblaciones
Indígenas, en cuyas labores participan directamente
representantes auténticos de las principales organiza­
ciones indígenas del mundo. Se encuentra entonces la
Subcomisión en condiciones óptimas para realizar ese
trabajo sobre la base de sugerencias concretas formula­
das por el Grupo de Trabajo teniendo debida cuenta de
los puntos de vista de las poblaciones interesadas.

629. Estima el Relator Especial que en el estudio, y
particularmente en la presente tercera parte, se en­
contrarán algunas observaciones y sugerencias de im­
portancia cardinal en estas materias que podrían formar



la base para la formulación de algunos de esos princi­
pios que se estiman subyacentes o implícitos en las mis­
mas. En ciertos casos se podría considerar que se han
hecho explícitos algunos de esos principios.

630. Ha de señalarse que corresponde al Grupo de
Trabajo sobre Poblaciones Indígenas, por atribución es­
pecífica que al efecto le ha hecho el Consejo Económico
y Social, contribuir a la formulación de textos que
pueda presentar como recomendaciones iniciales a los
órganos mayores en materia de derechos humanos. Así
se le pide explícitamente en el segundo aspecto de su
mandato, consistente en la atención especial que debe
dar a la evolución de normas en esta materia.

631. Ha de señalarse finalmente que a petición del
Grupo de Trabajo durante su primer y segundo perío­
dos de sesiones, en 1981 y 1983 respectivamente, y
cumpliendo con peticiones formuladas en resoluciones
de la Subcomisión, se han de puesto ya a disposición de
ese Grupo algunas ideas básicas en las áreas de salud,
educación, idioma, derechos políticos y derechos y prác­
ticas religiosas (1982) y sobre la delicada y completa ma­
teria de la definición de las poblaciones indígenas desde
el punto de vista internacional (1983).
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632. Queda ahora a la disposición del Grupo de
Trabajo esta tercera parte del estudio.

O.-Año internacional de las poblaciones
indígenas del mundo (1992)

633. Se recomienda que se sugiera a la Asamblea
General de las Naciones Unidas que proclame un «Año
internacional de las poblaciones indígenas del mundo».
Este podría quizás ser el año 1992, para que coincida
con el 500. o aniversario del establecimiento del contacto
histórico, hacia la mitad del presente milenio, entre las
poblaciones indígenas de América y las poblaciones de
Europa y subsiguientemente con las de otras regiones
del globo terráqueo. Esto sin perjuicio de los contactos
anteriores que puedan haber existido entre América y
las otras regiones del mundo, que están aún por deter­
minarse con rigor científico histórico. Las relaciones
entre las diversas regiones del mundo, de 1492 a
nuestros días, han sido constantes e intensas. En este
contexto se han producido intercambios de productos e
influencias culturales, a las que las poblaciones indíge­
nas de las diversas partes del mundo han contribuido de
manera particular.
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